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ENMIENDAS DEL SENADO MEDIANTE MENSAJE MOTIVADO

121/000012	 Proyecto de Ley reguladora de los contratos de crédito inmobiliario.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena la 
publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de las enmiendas del Senado al de Ley reguladora 
de los contratos de crédito inmobiliario, acompañadas de mensaje motivado.

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de febrero de 2019.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

MENSAJE MOTIVADO

Preámbulo

Se aprueba una enmienda de corrección técnica por la que en el apartado II, párrafo tercero, se 
sustituye la expresión «preámbulo» por la de «considerando (3)». 

En el apartado IV se realizan las oportunas correcciones en relación con la rúbrica del Capítulo III y 
con el número de disposiciones adicionales que se recogen en el texto. Igualmente, en el párrafo 
decimoquinto relativo a la disposición transitoria primera, se refleja en su redacción la modificación 
introducida en esa disposición por la enmienda 138 del Grupo Parlamentario Socialista. 

En el apartado V, se elimina, en el octavo párrafo, la explicación del contenido de la disposición final 
octava; ya que, con la aprobación de la enmienda 141 del Grupo Parlamentario Socialista, se ha suprimido 
la modificación del artículo 84 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias, que se recogía en el apartado dos de esa disposición, y a la 
que se refería la totalidad de este párrafo. 

Así mismo, con la aprobación de la enmienda 133 del Grupo Parlamentario Socialista, en este apartado 
V, décimo párrafo, se añade la expresión «adheridas», con el fin de mantener la coherencia, tanto con Real 
Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, como con la disposición adicional undécima del presente texto, que 
mantiene para las entidades un sistema de adhesión voluntaria al «Código de Buenas Prácticas para la 
reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria sobre la vivienda habitual».

Artículo 11.2

Como consecuencia de la aprobación de una propuesta de modificación firmada por todos los Grupos 
Parlamentarios, se suprime la remisión al artículo 33 en este precepto. 

Artículo 13

Con la finalidad de seguir dotando a las tasaciones hipotecarias de una especial seguridad frente al 
resto de valoraciones, se aprueba la enmienda 168 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, que 
introduce la referencia al Real Decreto 775/1997 para determinar qué profesionales homologados pueden 
realizar dicha tasación. 

Así mismo, como consecuencia de la aprobación de una propuesta de modificación firmada por todos 
los Grupos parlamentarios se sustituye la conjunción disyuntiva «o» por la expresión «y/o». cv

e:
 B

O
C

G
-1

2-
A

-1
2-

7



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie A  Núm. 12-7	 14 de febrero de 2019	 Pág. 2

Artículo 14.1 e)

Se introduce una corrección de carácter técnico en el párrafo sexto de dicha letra, como consecuencia 
de la aprobación de una propuesta de modificación suscrita por todos los Grupos Parlamentarios.

Artículo 15.1

Se introduce una corrección de carácter técnico.

Artículo 17

Apartado 1

Se introduce una corrección de carácter técnico en el tercer párrafo de este apartado. 

Apartado 3

Como consecuencia de la aprobación de una enmienda transaccional formulada sobre la base de las 
enmiendas 165 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado y la 51 de los senadores Alegre Buxeda, 
Crisol Lafront, Marcos Arias y la Senadora Roldán Suárez, del Grupo Parlamentario Mixto, se modifica 
este apartado con el objetivo de sustituir la obligación de que las pólizas de seguro sean de carácter anual 
renovable, por la obligación de que el prestamista ofrezca la posibilidad de contratar pólizas de carácter 
temporal, permitiendo al cliente optar entre los seguros de prima única o periódica. 

Artículo 18.1

Se introduce una corrección de carácter técnico.

Artículo 19.6

Como consecuencia de la aprobación de la enmienda 134 del Grupo Parlamentario Socialista, y para 
mantener la coherencia con el resto de habilitaciones al Gobierno que se contemplan en el texto, se añade 
que los requisitos que establezca el Gobierno para la prestación de los servicios de asesoramiento se 
hará «mediante real decreto».

Artículo 23.7

Con la aprobación de la enmienda 169 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se recuperan 
los porcentajes que figuraban inicialmente en el proyecto de ley, como límite para establecer una 
compensación o comisión a favor del prestamista en los supuestos de reembolso o amortización 
anticipada, total o parcial, en los contratos de préstamo a tipo fijo o en los tramos fijos de cualquier otro 
préstamo.

Capítulo III

Se introduce una corrección técnica a la rúbrica de este Capítulo por la que se añade el adjetivo 
«designados» al sustantivo «representantes», en coherencia con la terminología acuñada en el artículo 4.

Como consecuencia de esta modificación se introducen las correspondientes adaptaciones en el 
índice y en el preámbulo. 

Artículo 26.1

En coherencia con la rúbrica del Capítulo III, y para evitar equívocos, se modifica el orden en el que 
se enumera a los intermediarios de crédito inmobiliario, sus representantes designados y los prestamistas 
inmobiliarios.
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Artículo 35.5

Como consecuencia de la aprobación de una Propuesta de modificación firmada por todos los Grupos 
Parlamentarios, se cambia la referencia concreta a la Ley de protección de datos por una más genérica 
para incluir también al Reglamento de la Unión Europea 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de abril de 2016 y dar así cobertura a todas las posibles situaciones en esta materia que se regulan, 
bien en la legislación nacional, bien en la de la Unión Europea.

Capítulo IV

En la rúbrica de este Capítulo, y en coherencia con la del Capítulo III, se modifica el orden en el que 
se enumera a los intermediarios de crédito inmobiliario, sus representantes designados y los prestamistas 
inmobiliarios.

Como consecuencia de esta modificación se introduce la correspondiente adaptación en el índice.

Artículo 46

Apartado 1 a)

Se suprime la remisión al artículo 32.2 por ser incorrecta.

Apartado 2 a)

Se suprime la remisión al artículo 33.2 por ser incorrecta.

Apartado 2 b)

Como consecuencia de la aprobación de una propuesta de modificación firmada por todos los Grupos 
Parlamentarios, se corrige la remisión hecha a la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
reforma del Sistema Financiero, de tal manera que dicha remisión se hace a su Capítulo VI y no al IV, 
como figuraba en el original de la iniciativa. El capítulo IV quedó derogado, en lo referente a su artículo 20, 
por el Real Decreto Legislativo 4/2015 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de 
Valores, en conexión con el Real Decreto-ley 14/2018, de 28 de septiembre; y, en lo que afecta a su 
artículo 21, por la Ley 10/2014, de 26 de junio, de Ordenación, Supervisión y Solvencia de las Entidades 
de Crédito. En este sentido, y a la vista del contenido de esta letra b), se ha considerado que la remisión 
debe hacerse al Capítulo VI de la Ley 44/2002, que regula la Central de Información de Riesgos (CIR).

Disposición adicional segunda

En el apartado 3 de dicha disposición se corrige la referencia a la Autoridad Bancaria Europea (ABE). 

Disposición adicional tercera

Como consecuencia de la aprobación de la enmienda 136 del Grupo Parlamentario Socialista, se 
añade al Ministerio de Economía y Empresa entre los competentes para promover medidas de fomento 
de la educación de los consumidores sobre la materia objeto del Proyecto.  

Disposición adicional duodécima

Como consecuencia de la aprobación de las enmiendas 137 del Grupo Parlamentario Socialista y 166 
del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se cambia la referencia concreta a la Ley de protección 
de datos por una más genérica para incluir también al Reglamento de la Unión Europea 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 y dar así cobertura a todas las posibles 
situaciones en esta materia que se regulan, bien en la legislación nacional, bien en la de la Unión Europea.

Disposición adicional decimotercera (nueva)

Como consecuencia de la aprobación de una propuesta de modificación formulada sobre la base de 
la enmienda 145 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade esta nueva disposición 
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adicional que regula la figura del Crédito Verde como medida de apoyo y fomento en eficiencia energética 
y uso de fuentes de energía renovable en edificios.

Como consecuencia de esta modificación se introducen las correspondientes adaptaciones en el 
preámbulo e índice.

Disposición transitoria primera

Como consecuencia de la enmienda 138 del Grupo Parlamentario Socialista, se modifica el apartado 
4 de esta disposición en el que se establece que el artículo 24 será de aplicación a aquellos contratos 
anteriores a su entrada en vigor en los que se incluyan cláusulas de vencimiento anticipado. La 
modificación introducida, deja, sin embargo, a criterio del deudor qué régimen le resulta más favorable y, 
en consecuencia, le es aplicable, si el del artículo 24 o el vigente a la firma del contrato. 

Como consecuencia de esta modificación, se introduce la correspondiente adaptación en el preámbulo. 

Disposición transitoria segunda

Con la aprobación de una propuesta de modificación suscrita por todos los Grupos Parlamentarios, se 
añade el artículo 39 para que este régimen transitorio sea también de aplicación a los representantes 
designados. 

Disposición final primera

Se aprueban una serie de enmiendas que incluyen nuevos apartados a esta disposición final, 
modificando diversos artículos de la Ley Hipotecaria, para completar el régimen jurídico de la figura del 
Crédito Verde, creada en virtud de la disposición adicional decimotercera de la presente iniciativa. 

Con la aprobación de la enmienda 150 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Dos que modifica el artículo 42 de la Ley Hipotecaria, añadiendo una apartado octavo 
(bis) a este artículo.

Con la aprobación de la enmienda 151 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Tres por el que se modifica el artículo 44 de la Ley Hipotecaria

Con la aprobación de la enmienda 152 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Cuatro por el que se suprime del artículo 55 de la Ley Hipotecaria la parte referida a los 
créditos refaccionarios.

Con la aprobación de la enmienda 153 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Cinco por el que se modifica el artículo 59 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 154 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Seis por el que se modifica el artículo 60 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 148 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Siete por el que se suprime el artículo 61de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 149 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Ocho por el que se suprime el artículo 62 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 155 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Nueve por el que se modifica el artículo 63 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 156 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Diez por el que se modifica el artículo 64 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 157 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Once por el que se añade un último párrafo al artículo 86 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 146 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Doce por el que se modifica el artículo 94 de la Ley Hipotecaria.

Con la aprobación de la enmienda 158 del Grupo Parlamentario Popular en el Senado, se añade un 
nuevo apartado Trece por el que se modifica el artículo 95 de la Ley Hipotecaria.

Como consecuencia de todas estas modificaciones, los apartados Dos, Tres, Cuatro y Cinco del Texto 
remitido por el Congreso de los Diputados, pasan a ser, Catorce, Quince, Dieciséis y Diecisiete, 
respectivamente.
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Disposición final segunda

Como consecuencia de la aprobación de la enmienda 147 del Grupo Parlamentario Popular en el 
Senado, se modifica esta disposición en el sentido de dar una nueva redacción al artículo 29 del Texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre Trasmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en 
su apartado 1; e introducir alguna corrección, en su nuevo apartado 2, a la modificación del artículo 45 del 
mencionado texto refundido que se recogía en el texto remitido por el Congreso de los Diputados, 
suprimiéndose la expresión «subjetivas» al referirse a las exenciones y añadiendo un número «III» al inicio 
del párrafo.

Disposición final cuarta

Se introduce una corrección de carácter técnico en el apartado Dos de esta disposición, de manera 
que se aclara que la modificación introducida en el artículo 11 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre 
Condiciones Generales de Contratación, afecta a sus apartados 2 y 4.

Disposición final quinta

Como consecuencia de la aprobación del al enmienda 140 del Grupo Parlamentario Socialista se 
cambia la modificación del artículo 212, apartado 5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por la del apartado 
4 del artículo 521 de esta Ley, ya que se considera que, si lo que se pretende es que todas las sentencias, 
sin necesidad de petición de parte, accedan al Registro; la modificación legislativa debe operarse en el 
artículo referido a la ejecución de sentencia. 

Disposición final octava

Como consecuencia de la aprobación de la enmienda 141 del Grupo Parlamentario Socialista se 
suprime el apartado Dos de esta disposición que modificaba el artículo 84 Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios. 

Como consecuencia de la aprobación de esta enmienda se han introducido las oportunas adaptaciones 
en el preámbulo. 

Disposición final novena

Se introduce una corrección de carácter técnico en el apartado Uno de esta Disposición, referido al 
artículo 1 de la Ley 2/2009 de 31 de marzo. En concreto, en el apartado 3 de este artículo 1 se actualiza 
la remisión a la vigente Ley 16/2011, de 24 de junio, de Contratos de Crédito al Consumo. 

Disposición final duodécima

Se introduce una corrección de carácter técnico para corregir la remisión a los Anexos de la iniciativa.

Disposición final decimosexta

Como consecuencia de la aprobación de las enmiendas 57 de los senadores Alegre Buxeda, Crisol 
Lafront, Marcos Arias y la Senadora Roldán Suárez, del Grupo Parlamentario Mixto y 167 del Grupo 
Parlamentario Popular en el Senado, se modifica la entrada en vigor de la iniciativa, estableciéndose a los 
tres meses de su publicación; excepto para los artículos 14 y 15, que no entraran en vigor hasta su 
desarrollo reglamentario.
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TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS

ENMIENDAS APROBADAS POR EL SENADO

PROYECTO DE LEY REGULADORA DE LOS 
CONTRATOS DE CRÉDITO INMOBILIARIO

Preámbulo

I
La regulación de los contratos de crédito inmo-

biliario desempeña un papel relevante en la estabi-
lidad económica y es un instrumento de cohesión 
social. El sistema hipotecario español y, en particu-
lar, el régimen de concesión de préstamos y crédi-
tos con garantía hipotecaria inmobiliaria, ha hecho 
posible que numerosas familias españolas puedan 
disfrutar de viviendas en propiedad y que lo hagan 
en una proporción superior a la de muchos países 
de nuestro entorno. Garantizar un régimen jurídico 
seguro, ágil y eficaz, que proteja este tipo de opera-
ciones es una exigencia que deriva no sólo de las 
obligaciones impuestas por el Derecho de la Unión 
Europa, sino de los indudables beneficios que 
supone para la economía de un país. Tanto la pro-
tección de las transacciones como la seguridad jurí-
dica generan crédito para los individuos, lo que 
redunda en el crecimiento de la economía. Así 
mismo, el acceso a la propiedad consolida la liber-
tad y responsabilidad de los individuos como ciuda-
danos. En este proceso el acceso al crédito hipote-
cario es un elemento clave en el éxito del régimen 
de propiedad de España.

II

Partiendo de estas consideraciones, esta Ley 
tiene como objeto la trasposición de la Direc-
tiva 2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 4 de febrero de 2014.

Además, vista la experiencia hasta la fecha, y al 
objeto de la recuperación de la confianza de los 
prestatarios, se introducen previsiones cuya finali-
dad es la de potenciar la seguridad jurídica, la 
transparencia y comprensión de los contratos y de 
las cláusulas que los componen, así como el justo 
equilibrio entre las partes.
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La Directiva 2014/17/UE reconoce en su preám-
bulo que «La crisis financiera ha demostrado que el 
comportamiento irresponsable de los participantes 
en el mercado puede socavar los cimientos del sis-
tema financiero, [...] y puede tener graves conse-
cuencias sociales y económicas». En particular, la 
Directiva pone de manifiesto en su considerando 
(4) que «la Comisión ha determinado una serie de 
problemas que sufren los mercados hipotecarios de 
la Unión en relación con la irresponsabilidad en la 
concesión y contratación de préstamos, así como 
con el margen potencial de comportamiento irres-
ponsable entre los participantes en el mercado, 
incluidos los intermediarios de crédito».

La Directiva 2014/17/UE reconoce en su consi-
derando (3) que «La crisis financiera ha demos-
trado que el comportamiento irresponsable de los 
participantes en el mercado puede socavar los 
cimientos del sistema financiero, [...] y puede tener 
graves consecuencias sociales y económicas». En 
particular, la Directiva pone de manifiesto en su 
considerando (4) que «la Comisión ha determinado 
una serie de problemas que sufren los mercados 
hipotecarios de la Unión en relación con la irrespon-
sabilidad en la concesión y contratación de présta-
mos, así como con el margen potencial de compor-
tamiento irresponsable entre los participantes en el 
mercado, incluidos los intermediarios de crédito».

Dichos considerandos ponen de relieve, ade-
más, la asimétrica posición que ocupan en la rela-
ción contractual el prestamista y el prestatario, que 
no queda salvada por el simple hecho de proporcio-
nar al cliente información y advertencias. Se exige, 
por tanto, a la parte que domina la relación que, 
como profesional, tenga un plus de responsabilidad 
en su comportamiento hacia el prestatario.

III

La Directiva 2014/17/UE establece un régimen 
específico de protección de las personas consumi-
doras que tengan la condición de prestatarios, 
garantes o titulares de garantías en préstamos o 
créditos garantizados mediante hipoteca sobre bie-
nes inmuebles de uso residencial, o cuya finalidad 
sea la adquisición de bienes inmuebles de uso resi-
dencial.

En la Unión Europea, cuyo derecho goza del 
principio de primacía frente al derecho nacional, la 
vivienda está reconocida como un derecho funda-
mental, tal como reconoce expresamente el apar-
tado 65 de la Sentencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea de 10 de septiembre de 2014, 
asunto C-34/13, donde con toda contundencia se 
manifiesta que «En el Derecho de la Unión, el dere-
cho a la vivienda es un derecho fundamental garan-
tizado por el artículo 7 de la Carta que el tribunal 
remitente debe tomar en consideración al aplicar la 
Directiva 93/13».

La normativa europea se refiere a los créditos 
celebrados con consumidores que estén garantiza-
dos mediante hipoteca u otro tipo de garantía, en 
relación con bienes inmuebles de uso residencial, 
es decir, su objeto es la protección de los consumi-
dores, entendiéndose por tales las personas físicas 
que no actúan en el ámbito de su actividad profe-
sional o empresarial. Sin embargo, también permite 
que por parte de los Estados miembros se adopten 
disposiciones más estrictas en materia de protec-
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ción de las personas consumidoras, incluyendo 
también la posibilidad de ampliar el ámbito de apli-
cación a no consumidores.

De esta forma, la presente Ley extiende su régi-
men jurídico a todas las personas físicas, con inde-
pendencia de que sean o no consumidores. Esta 
ampliación de la esfera subjetiva de protección de 
la Ley frente a la Directiva sigue la línea tradicional 
de nuestro ordenamiento jurídico de ampliar el 
ámbito de protección a colectivos como los trabaja-
dores autónomos. Así se configura el ámbito de 
aplicación de la vigente normativa de transparencia 
en materia de créditos hipotecarios que se regula 
en el Capítulo II del Título III de la Orden 
EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia 
y protección del cliente de servicios bancarios.

La Ley regula tres aspectos diferenciados. En 
primer lugar, contiene normas de transparencia y 
de conducta que imponen obligaciones a los pres-
tamistas e intermediarios de crédito, así como a sus 
representantes designados, completando y mejo-
rando el actual marco existente de la referida Orden 
EHA/2899/2011, de 28 de octubre y la Ley 2/2009, 
de 31 de marzo, por la que se regula la contratación 
con los consumidores de préstamos o créditos 
hipotecarios y de servicios de intermediación para 
la celebración de contratos de préstamo o crédito.

En segundo lugar, regula el régimen jurídico de 
los intermediarios de crédito inmobiliario y los pres-
tamistas inmobiliarios, y en tercer lugar, establece 
el régimen sancionador para los incumplimientos de 
las obligaciones contenidas en la misma.

Además, se introducen a lo largo del articulado 
una serie de disposiciones que regulan aspectos 
que no están específicamente previstos en la nor-
mativa europea o que van más allá de su conte-
nido, y cuya finalidad es reforzar determinados 
aspectos del régimen jurídico de contratación hipo-
tecaria y de su vida contractual, referidos a determi-
nadas situaciones que, en contratos de tan larga 
duración pueden producirse y deben tenerse en 
consideración, ya sea exigiendo mayores garan-
tías, reforzando las existentes, estableciendo una 
regulación clara y sencilla que evite dudas interpre-
tativas innecesarias o estableciendo mecanismos 
de solución de conflictos o situaciones que pudie-
ran variar la situación del prestatario en las condi-
ciones que contrató. El objetivo último es reforzar 
las garantías para los prestatarios en el proceso de 
contratación y evitar en última instancia la ejecución 
de este tipo de préstamos en vía judicial con la con-
siguiente pérdida de la vivienda.
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IV

La Ley se estructura en cuatro Capítulos, que 
se corresponden con las líneas esenciales de la 
regulación, doce disposiciones adicionales, cinco 
disposiciones transitorias, una disposición deroga-
toria y dieciséis disposiciones finales, así como dos 
Anexos, el I referente a la Ficha Europea de Infor-
mación Normalizada (FEIN) y el II al Cálculo de la 
Tasa Anual Equivalente (TAE).

El Capítulo I recoge las disposiciones generales 
que alcanzan al objeto, ámbito de aplicación, carác-
ter irrenunciable de los derechos que reconoce 
para los prestatarios y definiciones a efectos de la 
Ley. En los mismos términos que la referida Direc-
tiva 2014/17/UE, la Ley se aplicará tanto a la conce-
sión profesional de préstamos con garantía hipote-
caria sobre bienes inmuebles de uso residencial y 
préstamos para la adquisición de inmuebles de uso 
residencial como a la intermediación profesional en 
alguna de las dos actividades anteriores.

El Capítulo II establece las normas de transpa-
rencia y de conducta orientadas, en particular, a la 
concesión responsable de financiación que afecte a 
inmuebles, así como a favorecer la progresiva 
implantación de un mercado de crédito fiable, con 
reglas homogéneas en el espacio europeo y con un 
mayor grado de confianza de los clientes en las 
entidades prestamistas; un mercado en el que las 
personas físicas que busquen financiación hipote-
caria puedan hacerlo con la confianza de que las 
entidades prestamistas se comportarán de forma 
profesional y responsable. En este sentido, la Ley 
contribuye a la implantación de un mercado único 
europeo más transparente, competitivo y homogé-
neo, con contratos de crédito que afectan a bienes 
inmuebles más equitativos y que aseguran un ele-
vado nivel de protección a las personas físicas que 
obtienen financiación.

Este Capítulo se estructura, a su vez, en tres 
secciones. La Sección 1.ª recoge, a modo de dispo-
siciones generales, los principios de actuación bási-
cos en la concesión de préstamos inmobiliarios, 
dirigidos a la protección de los legítimos intereses, 
las características generales de la información pre-
contractual, las obligaciones de transparencia en 
relación con los contratos, la determinación del cál-
culo de la Tasa Anual Equivalente (TAE) y la Ficha 
Europea de Información Normalizada (FEIN).

Entre los aspectos más novedosos de la Ley se 
establece una regulación detallada de la fase pre-
contractual. En este sentido, se ha optado por ir 
más allá de la estricta transposición de la Direc-
tiva 2014/17 con el objetivo de garantizar que el 
prestatario tenga a su disposición la información 
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necesaria para que pueda comprender en su inte-
gridad la carga económica y jurídica del préstamo 
que va a contratar y que, por lo tanto, se pueda 
considerar cumplido el principio de transparencia 
en su vertiente material.

Esta medida, destinada a reforzar el equilibrio 
que debe existir entre las partes en toda relación 
jurídica contractual, se complementa atribuyendo al 
notario la función de asesorar imparcialmente al 
prestatario, aclarando todas aquellas dudas que le 
pudiera suscitar el contrato, y de comprobar que 
tanto los plazos como los demás requisitos que per-
miten considerar cumplido el citado principio de 
transparencia material, especialmente los relacio-
nados con las cláusulas contractuales de mayor 
complejidad o relevancia en el contrato, concurren 
al tiempo de autorizar en escritura pública el con-
trato de préstamo o crédito hipotecario.

De ese modo, se constituirá prueba en benefi-
cio de ambas partes —prestamista y prestatario— 
de que el primero ha cumplido con su obligación de 
entregar en los plazos previstos dicha documenta-
ción y el segundo podrá ejercer el derecho, que 
presupone también la existencia de un deber, a 
conocer las consecuencias de aquello a lo que se 
obliga.

No obstante, es importante señalar que, al igual 
que como sucedió con las modificaciones introduci-
das en su momento por la Orden EHA/2899/2011, 
de 28 de octubre, de transparencia y protección del 
cliente de servicios bancarios, las innovaciones en 
la fase precontractual, derivadas de la aplicación de 
esta Ley, no serán de aplicación, salvo a lo que 
expresamente se atribuya efecto retroactivo, a la 
cartera hipotecaria concedida. Y no lo serán ni 
siquiera como parámetro de comparación, en la 
medida en que nos encontramos ante contratos 
que se celebraron al amparo de una legislación que 
determinaba en su integridad los requisitos de 
transparencia a los que quedaban sujetos tales 
contratos.

La Sección 2.ª recoge las normas de conducta 
que prestamistas, intermediarios de crédito inmobi-
liario y representantes designados deben cumplir 
en el proceso de elaboración, promoción, comercia-
lización y contratación de préstamos inmobiliarios, 
tanto respecto de su organización interna, como 
respecto del cliente. Cabe destacar algunas de 
ellas por su especial relevancia. Así, en primer 
lugar, se exige que el personal que evalúa la sol-
vencia y comercializa préstamos inmobiliarios deba 
cumplir con determinados requisitos de capacita-
ción que aseguren (artículo 16) que el prestatario 
recibe una información adecuada y ajustada a sus 
necesidades por parte del prestamista. Se prohí-
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ben, en segundo lugar y con carácter general, las 
ventas vinculadas, es decir, ventas de paquetes 
integrados por el préstamo y otros productos, 
cuando el contrato de préstamo no se ofrezca al 
prestatario también por separado (artículo 17). Esta 
medida está orientada a favorecer la elección del 
producto más adecuado por parte del cliente y 
fomentar la competencia entre prestamistas, posibi-
litando la venta agrupada en aquellos casos en los 
que resulte más beneficioso para aquellos. Por otro 
lado, se imponen límites a la política retributiva del 
personal de los prestamistas y de los asesores, evi-
tando incentivos adversos que favorezcan una posi-
ble contratación excesiva en detrimento de una 
adecuada valoración del riesgo y de la provisión de 
la necesaria información al cliente, estableciendo, 
en particular, que el volumen de préstamos contra-
tados no sea el factor predominante a la hora de 
retribuir al personal que los diseña, comercializa o 
los recomienda (artículo 18). También se limita la 
actividad de asesoramiento en materia de présta-
mos y créditos que, con determinadas excepciones, 
solo podrá prestarse por los intermediarios de cré-
dito inmobiliario y los prestamistas inmobiliarios 
(artículo 19), estableciendo al tiempo reglas que 
aseguren la provisión de recomendaciones claras, 
objetivas y adaptadas al cliente. Por otra parte, se 
incorpora por vez primera en nuestro ordenamiento 
jurídico el derecho del consumidor a convertir el 
préstamo denominado en moneda extranjera a la 
moneda en la que el prestatario reciba sus ingresos 
o la del Estado miembro en el que resida, como 
mecanismo sencillo y fácil de comprender para con-
seguir cobertura y protección frente al riesgo de 
cambio (artículo 20). No obstante, el prestatario 
profesional, que no sea consumidor, podrá sustituir 
este derecho por otro tipo de mecanismo alternativo 
para la cobertura del riesgo de cambio. La cober-
tura del riesgo de cambio viene acompañada de la 
obligación de información periódica del prestamista 
al prestatario sobre la evolución de la deuda y del 
derecho de este a convertir, en su caso, el prés-
tamo a una moneda alternativa.

La Sección  3.ª regula la forma, ejecución y 
resolución de los contratos. Como novedad se esta-
blece el derecho del prestatario a reembolsar, con 
carácter general, todo o parte del préstamo sin 
tener que soportar comisiones o compensaciones 
para el prestamista. Únicamente se satisfará al 
prestamista la pérdida financiera de este cuando el 
reembolso se produzca en los primeros años de 
vigencia del contrato (difieren entre los contratos a 
tipo variable y los contratos a tipo fijo), y siempre 
que esa pérdida no supere aplicando unos porcen-
tajes máximos previstos legalmente (artículo 23). 
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Igualmente reseñable es la opción de favorecer la 
subrogación y la novación modificativa de présta-
mos cuando tengan por finalidad la modificación del 
tipo de interés variable a uno fijo. El objetivo perse-
guido es lograr que los prestatarios puedan conocer 
con exactitud el coste que en el medio y largo plazo 
les va a suponer la financiación que contratan, lo 
que les permitirá realizar una planificación finan-
ciera a largo plazo, a la par que favorece la simpli-
cidad en la redacción de los contratos y en conse-
cuencia la transparencia con los prestatarios. En 
todo caso, la regulación trata de establecer un 
punto de equilibrio entre facilitar a las personas físi-
cas el reembolso de sus préstamos y no generar 
escenarios adversos en los prestamistas respecto 
de la oferta de contratos de préstamo a tipo fijo, en 
los que el riesgo de tipo de interés es mayor.

Por último, esta Sección aborda la nueva regu-
lación del vencimiento anticipado del contrato de 
préstamo y de los intereses de demora, sustitu-
yendo el régimen vigente, en el que existía cierto 
margen a la autonomía de la voluntad de las partes, 
por normas de carácter estrictamente imperativo. 
Así, mediante el nuevo régimen del vencimiento 
anticipado se garantiza que este solo pueda tener 
lugar cuando el incumplimiento del deudor es sufi-
cientemente significativo en atención al préstamo 
contratado. Del mismo modo dota de una mayor 
seguridad jurídica a la contratación, y se sustituye 
el anterior régimen de los intereses de demora, en 
el que únicamente se establecía un límite máximo 
para cuantificarlos, por un criterio claro y fijo para 
su determinación. En ambos casos se persigue 
impedir la inclusión en el contrato de cláusulas que 
pudieran ser abusivas y, a la vez, robustecer el 
necesario equilibrio económico y financiero entre 
las partes.

El Capítulo III con la rúbrica de régimen jurídico 
de los intermediarios de crédito inmobiliario, sus 
representantes y prestamistas inmobiliarios, se 
estructura en cuatro secciones. La Sección 1.ª des-
cribe las fuentes del régimen jurídico de estas figu-
ras (artículo 26). Las secciones 2.ª, 3.ª y  4.ª se 
refieren a los intermediarios de crédito inmobiliario, 
los representantes designados de los intermedia-
rios y los prestamistas inmobiliarios, respectiva-
mente. Regulan los requisitos de acceso a la activi-
dad y el régimen de supervisión de los mismos. 
Aquellos operadores que deseen realizar profesio-
nalmente estas actividades deberán estar debida-
mente inscritos en el correspondiente registro 
público y contar, entre otros aspectos, con recono-
cido prestigio y conocimientos y competencia ade-
cuados.

El Capítulo III con la rúbrica de régimen jurídico 
de los intermediarios de crédito inmobiliario, sus 
representantes designados y prestamistas inmobi-
liarios, se estructura en cuatro secciones. La Sec-
ción 1.ª describe las fuentes del régimen jurídico de 
estas figuras (artículo 26). Las secciones 2.ª, 3.ª 
y  4.ª se refieren a los intermediarios de crédito 
inmobiliario, los representantes designados de los 
intermediarios y los prestamistas inmobiliarios, res-
pectivamente. Regulan los requisitos de acceso a la 
actividad y el régimen de supervisión de los mis-
mos. Aquellos operadores que deseen realizar pro-
fesionalmente estas actividades deberán estar 
debidamente inscritos en el correspondiente regis-
tro público y contar, entre otros aspectos, con reco-
nocido prestigio y conocimientos y competencia 
adecuados.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

A
-1

2-
7



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie A  Núm. 12-7	 14 de febrero de 2019	 Pág. 13

El Capítulo IV se dedica a la regulación del régi-
men sancionador. A estos efectos, las obligaciones 
establecidas en esta Ley tienen el carácter de nor-
mas de ordenación y disciplina para los intermedia-
rios de crédito inmobiliario y los prestamistas inmo-
biliarios, que aplicarán el Banco de España o el 
órgano designado por cada Comunidad Autónoma, 
en función del ámbito geográfico en el que opere el 
intermediario o el prestamista inmobiliario, con un 
abanico de infracciones y sanciones proporcionales 
a la dimensión de los destinatarios.

Las disposiciones adicionales, doce en total, 
regulan ámbitos específicos vinculados con el régi-
men jurídico de los contratos de crédito inmobiliario 
en ámbitos tales como la resolución de controver-
sias a través de reclamaciones extrajudiciales en 
referencia a la Autoridad Independiente para velar 
por la protección y transparencia en la contratación 
inmobiliaria prevista en la Disposición adicional pri-
mera de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, la coo-
peración entre las autoridades competentes, la edu-
cación financiera, el régimen de conservación de la 
documentación precontractual, aspectos de desa-
rrollo autonómico, los supuestos de subrogación de 
deudor y novación modificativa del contrato de 
préstamo, las obligaciones del empresario con oca-
sión de la transmisión del inmueble hipotecado, las 
obligaciones de notarios y registradores con oca-
sión de la autorización e inscripción del préstamo 
hipotecario, los honorarios notariales y registrales 
en caso de subrogación o novación modificativa de 
los préstamos por cambio de tipo de interés varia-
ble a fijo, el régimen de valoración de bienes inmue-
bles y la adhesión al Código de Buenas Prácticas 
para la reestructuración viable de las deudas con 
garantía hipotecaria sobre la vivienda habitual.

Las disposiciones adicionales, trece en total, 
regulan ámbitos específicos vinculados con el régi-
men jurídico de los contratos de crédito inmobiliario 
en ámbitos tales como la resolución de controver-
sias a través de reclamaciones extrajudiciales en 
referencia a la Autoridad Independiente para velar 
por la protección y transparencia en la contratación 
inmobiliaria prevista en la Disposición adicional pri-
mera de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, la coo-
peración entre las autoridades competentes, la edu-
cación financiera, el régimen de conservación de la 
documentación precontractual, aspectos de desa-
rrollo autonómico, los supuestos de subrogación de 
deudor y novación modificativa del contrato de 
préstamo, las obligaciones del empresario con oca-
sión de la transmisión del inmueble hipotecado, las 
obligaciones de notarios y registradores con oca-
sión de la autorización e inscripción del préstamo 
hipotecario, los honorarios notariales y registrales 
en caso de subrogación o novación modificativa de 
los préstamos por cambio de tipo de interés varia-
ble a fijo, el régimen de valoración de bienes inmue-
bles y la adhesión al Código de Buenas Prácticas 
para la reestructuración viable de las deudas con 
garantía hipotecaria sobre la vivienda habitual.

La disposición transitoria primera establece 
como regla general la aplicación no retroactiva de 
sus disposiciones, de la que se exceptúan los 
supuestos regulados en sus apartados dos a cua-
tro. En cuanto a este último, se determina que que-
dará regulado bajo los términos de esta Ley el ven-
cimiento anticipado de los contratos que tenga lugar 
a partir de la entrada en vigor de la misma, aunque 
los contratos se hubieran celebrado con anteriori-
dad e incluso aunque contuvieran alguna estipula-
ción al respecto. Por tanto, esta regulación no se 
aplica al vencimiento anticipado de los contratos 
que hubiera tenido lugar antes de la entrada en 
vigor de la Ley, se hubiera instado o no un procedi-
miento de ejecución hipotecaria para hacerlo efec-
tivo, y estuviera este suspendido o no.

La disposición transitoria primera establece 
como regla general la aplicación no retroactiva de 
sus disposiciones, de la que se exceptúan los 
supuestos regulados en sus apartados dos a cua-
tro. En cuanto a este último, se determina que que-
dará regulado bajo los términos de esta Ley el ven-
cimiento anticipado de los contratos que tenga lugar 
a partir de la entrada en vigor de la misma, aunque 
los contratos se hubieran celebrado con anteriori-
dad e incluso aunque contuvieran alguna estipula-
ción al respecto, salvo que el deudor alegara que 
la previsión que contiene resulta más favorable 
para él. Por tanto, esta regulación no se aplica al 
vencimiento anticipado de los contratos que hubiera 
tenido lugar antes de la entrada en vigor de la Ley, 
se hubiera instado o no un procedimiento de ejecu-
ción hipotecaria para hacerlo efectivo, y estuviera 
este suspendido o no.
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Por su parte, la disposición transitoria segunda 
prevé la obligación de adaptación al nuevo régimen 
por parte de los intermediarios de crédito inmobilia-
rio y prestamistas inmobiliarios preexistentes.

La disposición transitoria tercera establece un 
régimen especial en los procesos de ejecución en 
curso a la entrada en vigor de la Ley 1/2013, de 14 
de mayo, de medidas para reforzar la protección a 
los deudores hipotecarios, reestructuración de 
deuda y alquiler social para dar cumplimiento a las 
sentencias del 29 de octubre de 2015 y de 26 de 
enero de 2017 dictadas por el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea. Con ello se otorga a los deu-
dores hipotecarios contemplados en la disposición 
transitoria cuarta de la citada Ley un nuevo plazo 
de diez días para formular oposición sobre la base 
de la posible existencia de cláusulas abusivas 
cuando se den determinadas circunstancias. Este 
nuevo plazo se contará a partir de la notificación al 
deudor de su posibilidad de plantear la oposición. 
Dicha notificación deberá realizarse en el plazo 
de 15 días naturales a contar desde la entrada en 
vigor de esta Ley.

Las circunstancias que excluyen el otorga-
miento de un nuevo plazo residen en razones de 
seguridad jurídica y coherencia. Por ello no se apli-
cará la previsión a los supuestos en que el juez de 
oficio hubiese analizado la existencia de cláusulas 
abusivas; cuando se hubiera notificado personal-
mente al ejecutado la posibilidad de formular el inci-
dente extraordinario de oposición basado en la 
existencia de las causas de oposición previstas en 
el apartado 7.ª del artículo 557.1 y 4.ª del artículo 695.1 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; cuando el ejecu-
tado hubiera formulado el citado incidente extraor-
dinario de oposición, conforme a lo recogido en la 
citada disposición transitoria cuarta de la 
Ley 1/2013, de 14 de mayo, o cuando con base en 
la sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 29 
de octubre de 2016 se haya admitido la oposición 
del ejecutado.

Conforme a la disposición transitoria cuarta, los 
prestamistas podrán seguir utilizando la Ficha de 
Información Personalizada prevista en el artículo 22 
y el anexo II de la Orden EHA/2899/2011, de 28 de 
octubre, de transparencia y protección del cliente 
de servicios bancarios, hasta el  21 de marzo 
de 2019.

La disposición transitoria quinta establece el 
régimen transitorio para la resolución de quejas y 
reclamaciones en tanto se crea la Autoridad Inde-
pendiente a que se refiere la Disposición adicional 
primera de esta Ley.
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V

La Ley contiene 16 disposiciones finales. La pri-
mera modifica la Ley Hipotecaria con la finalidad de 
integrar en ella las mejoras en la protección de los 
prestatarios en materia de vencimiento anticipado y 
el interés de demora y otras de carácter técnico.

La disposición final segunda modifica el Texto 
Refundido de la Ley 1/1993, de 24 de septiembre, 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados.

La disposición final tercera modifica la 
Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y 
modificación de préstamos hipotecarios, modificada 
por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se 
modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regula-
ción del Mercado Hipotecario y otras normas del 
sistema hipotecario y financiero, de regulación de 
las hipotecas inversas y el seguro de dependencia 
y por la que se establece determinada norma tribu-
taria.

La disposición final cuarta modifica la 
Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones gene-
rales de la contratación, y entre otras medidas, 
establece la obligación de remitir las sentencias fir-
mes dictadas en acciones colectivas o individuales 
por las que se declare la nulidad, cesación o retrac-
tación en la utilización de condiciones generales 
abusivas, al Registro de condiciones generales.

La disposición final quinta modifica la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 
en consonancia con lo establecido en el párrafo 
anterior.

La disposición final sexta modifica la 
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas Fis-
cales, Administrativas y del Orden Social, en mate-
ria de régimen disciplinario de los notarios.

La disposición final séptima modifica la 
Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
Reforma del Sistema Financiero, con la finalidad de 
dar acceso a la Central de Información de Riesgos 
del Banco de España a todas las entidades presta-
mistas de crédito inmobiliario.
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La disposición final octava modifica el Texto 
Refundido de la Ley de Consumidores y Usuarios, 
de forma que prohíbe a los notario y a los registra-
dores de la propiedad y mercantiles, en el ejercicio 
profesional de sus respectivas funciones públicas, 
autorizar e inscribir, respectivamente, aquellos con-
tratos o negocios jurídicos en los que se pretenda la 
inclusión de cláusulas que sean contrarias a nor-
mas imperativas o prohibitivas o hubieran sido 
declaradas nulas por abusivas en sentencia del Tri-
bunal Supremo con valor de jurisprudencia o por 
sentencia firma inscrita en el Registro de Condicio-
nes Generales de la Contratación.

La disposición final octava modifica el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios, y otras leyes 
complementarias.

(Resto del párrafo suprimido)

La disposición final novena adapta el ámbito de 
aplicación de la Ley 2/2009, de 31 de marzo, a.º las 
previsiones de esta Ley, evitando solapamientos 
normativos y clarificando el régimen jurídico aplica-
ble a cada situación.

La disposición final décima modifica el Real 
Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas 
urgentes de protección de deudores hipotecarios 
sin recursos con el fin de convertir el código de bue-
nas prácticas en un mecanismo permanente y obli-
gatorio para todas las entidades que permita a 
todos los deudores más vulnerables en situación de 
impago acceder a las opciones de alivio de la 
deuda contenidas en el mismo.

La disposición final décima modifica el Real 
Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas 
urgentes de protección de deudores hipotecarios 
sin recursos con el fin de convertir el código de bue-
nas prácticas en un mecanismo permanente y obli-
gatorio para todas las entidades adheridas que 
permita a todos los deudores más vulnerables en 
situación de impago acceder a las opciones de ali-
vio de la deuda contenidas en el mismo.

La disposición final undécima modifica la 
Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructura-
ción y resolución de entidades de crédito, con el fin 
de clarificar las condiciones y requisitos necesarios 
con que la Sociedad de Gestión de Activos Proce-
dentes de la Reestructuración Bancaria, S.A. puede 
iniciar una demanda ejecutiva a efectos de que 
pueda desarrollar de forma eficaz las funciones que 
tiene encomendadas, preservándose su posición 
para la ejecución de las garantías de los activos 
financieros adquiridos. Dicha medida se enmarca 
en el objeto social singular de la Sociedad de Ges-
tión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria, S.A. y en el interés público derivado de 
su actividad dentro del proceso de reestructuración 
y saneamiento del sector bancario español.

La disposición final duodécima adapta la 
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, super-
visión y solvencia de entidades de crédito, para evi-
tar solapamientos regulatorios en materia de trans-
parencia con la clientela bancaria, adaptándola a 
las especificidades del régimen sancionador esta-
blecidas por la presente Ley, en particular, en lo 
relativo a las competencias de las Comunidades 
Autónomas.

Sobre el Título competencial de la Ley, la dispo-
sición final decimotercera, establece la competen-
cia estatal exclusiva sobre las bases de obligacio-
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nes contractuales, haciendo hincapié en el respeto 
de las competencias autonómicas en materia de 
consumo cuando se trate de créditos que recaen 
sobre vivienda habitual de la persona consumidora.

La disposición final decimocuarta señala que 
mediante esta Ley se incorpora, parcialmente, al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2014/17/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
febrero de  2014, sobre los contratos de crédito 
celebrados con los consumidores para bienes 
inmuebles de uso residencial y por la que se modi-
fican las Directivas 2008/48/CE y 2013/36/UE y el 
Reglamento (UE) N.º 1093/2010.

La disposición final decimoquinta establece una 
habilitación normativa a favor del Gobierno en 
materia de transparencia y conducta a seguir por 
los prestamistas en la comercialización de présta-
mos inmobiliarios, que alcanza aspectos específi-
cos como la información precontractual, obligacio-
nes de comunicación, información y documentación, 
publicidad, evaluación de riesgos y solvencia y 
otros aspectos relacionados, acompañada de una 
habilitación a la persona titular del Ministerio de 
Economía y Empresa para cuestiones muy concre-
tas y de detalle, que requieren de un instrumento 
normativo más flexible. Con el ejercicio de estas 
habilitaciones se garantizará la completa transposi-
ción de la Directiva 2014/17/UE, a través de norma 
de naturaleza reglamentaria, al tiempo que se faci-
lita la adaptación ágil y efectiva de las prácticas a 
los principios establecidos en la Ley y en la norma-
tiva europea. Las disposiciones reglamentarias de 
desarrollo respetarán en todo caso la máxima pro-
tección de los prestatarios de acuerdo con el espí-
ritu de esta Ley.

Finalmente, la disposición final decimosexta 
establece la entrada en vigor de la Ley.
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(TAE)

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

Esta Ley tiene por objeto establecer determina-
das normas de protección de las personas físicas 
que sean deudores, fiadores o garantes, de présta-
mos que estén garantizados mediante hipoteca u 
otro derecho real de garantía sobre bienes inmue-
bles de uso residencial o cuya finalidad sea adquirir 
o conservar derechos de propiedad sobre terrenos 
o inmuebles construidos o por construir.

A estos efectos se establecen las normas de 
transparencia que han de regir dichos contratos, el 
régimen jurídico de los prestamistas e intermedia-
rios de crédito inmobiliario, incluida la obligación de 
llevar a cabo una evaluación de la solvencia antes 
de conceder el crédito, estableciéndose un régimen 
de supervisión y de sanción, así como las normas 
de conducta aplicables a la actividad de prestamis-
tas, intermediarios de crédito inmobiliario, represen-
tantes designados y asesores.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1.  Esta Ley será de aplicación a los contratos 
de préstamo concedidos por personas físicas o jurí-
dicas que realicen dicha actividad de manera profe-
sional, cuando el prestatario, el fiador o garante sea 
una persona física y dicho contrato tenga por objeto:

a)  La concesión de préstamos con garantía 
hipotecaria u otro derecho real de garantía sobre un 
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inmueble de uso residencial. A estos efectos, tam-
bién se entenderán como inmuebles para uso resi-
dencial aquellos elementos tales como trasteros, 
garajes, y cualesquiera otros que sin constituir 
vivienda como tal cumplen una función doméstica.

b)  La concesión de préstamos cuya finalidad 
sea adquirir o conservar derechos de propiedad 
sobre terrenos o inmuebles construidos o por cons-
truir, siempre que el prestatario, el fiador o garante 
sea un consumidor.

Se entenderá que la actividad de concesión de 
préstamos hipotecarios se desarrolla con carácter 
profesional cuando el prestamista, sea persona 
física o jurídica, intervenga en el mercado de servi-
cios financieros con carácter empresarial o profe-
sional o, aun de forma ocasional, con una finalidad 
exclusivamente inversora.

2.  Esta Ley también será de aplicación a la 
intermediación para la celebración de una de las 
modalidades de contrato a que se refieren las letras 
a) y b) del apartado 1.

3.  Las referencias que se realizan en esta Ley 
a los préstamos se entenderán realizadas indistin-
tamente a préstamos y créditos.

4.  Esta Ley no será de aplicación a los contra-
tos de préstamo:

a)  concedidos por un empleador a sus 
empleados, a título accesorio y sin intereses o cuya 
Tasa Anual Equivalente sea inferior a la del mer-
cado, y que no se ofrezcan al público en general,

b)  concedidos sin intereses y sin ningún otro 
tipo de gastos, excepto los destinados a cubrir los 
costes directamente relacionados con la garantía 
del préstamo,

c)  concedidos en forma de facilidad de descu-
bierto y que tengan que reembolsarse en el plazo 
de un mes,

d)  resultado de un acuerdo alcanzado ante un 
órgano jurisdiccional, arbitral, o en un procedi-
miento de conciliación o mediación,

e)  relativos al pago aplazado, sin gastos, de 
una deuda existente, siempre que no se trate de 
contratos de préstamo garantizados por una hipo-
teca sobre bienes inmuebles de uso residencial, o

f)  hipoteca inversa en que el prestamista:

(i)  desembolsa un importe a tanto alzado o 
hace pagos periódicos u otras formas de desem-
bolso crediticio a cambio de un importe derivado de 
la venta futura de un bien inmueble de uso residen-
cial o de un derecho relativo a un bien inmueble de 
uso residencial, y
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(ii)  no persigue el reembolso del préstamo 
hasta que no se produzcan uno o varios de los 
acontecimientos previstos en la disposición adicio-
nal primera de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, 
salvo incumplimiento del prestatario de sus obliga-
ciones contractuales que permita al prestamista la 
rescisión del contrato de préstamo.

Artículo 3.  Carácter irrenunciable.

Las disposiciones de esta Ley y las contenidas 
en sus normas de desarrollo tendrán carácter impe-
rativo, no siendo disponibles para las partes contra-
tantes salvo que la norma expresamente establezca 
lo contrario.

Serán nulos de pleno derecho los actos realiza-
dos en fraude de lo dispuesto en esta Ley, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 6 del Código 
Civil, y en particular la renuncia previa de los dere-
chos que esta Ley reconoce al deudor, fiador, 
garante o hipotecante no deudor.

Artículo 4.  Definiciones.

A los efectos de la presente Ley se entenderá 
por:

1.  «Prestatario»: toda persona física que sea 
deudor de préstamos que estén garantizados 
mediante hipoteca sobre bienes inmuebles de uso 
residencial o cuya finalidad sea la adquisición o 
conservación de terrenos o inmuebles construidos 
o por construir.

2.  «Prestamista inmobiliario»: toda persona 
física o jurídica que, de manera profesional, realice 
la actividad de concesión de los préstamos a los 
que se refiere el artículo 2.1, letras a) y b).

3.  «Contrato de préstamo»: el contrato 
mediante el cual un prestamista concede o se com-
promete a conceder un préstamo a un prestatario 
incluido en el ámbito de aplicación del artículo 2, en 
forma de pago aplazado, crédito u otra facilidad de 
pago similar.

4.  «Servicio accesorio»: todo servicio ofrecido 
al prestatario junto con el contrato de préstamo.

5.  «Intermediario de crédito inmobiliario»: toda 
persona física o jurídica que, no actuando como 
prestamista, ni fedatario público, desarrolla una 
actividad comercial o profesional, a cambio de una 
remuneración, pecuniaria o de cualquier otra forma 
de beneficio económico acordado, consistente en 
poner en contacto, directa o indirectamente, a una 
persona física con un prestamista y en realizar ade-
más alguna de las siguientes funciones con res-
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pecto a los contratos de préstamo a que se refiere 
el artículo 2.1, letras a) y b):

a)  presentar u ofrecer a los prestatarios dichos 
contratos de préstamo;

b)  asistir a los prestatarios realizando los trá-
mites previos u otra gestión precontractual respecto 
de dichos contratos de préstamo;

c)  celebrar los contratos de préstamo con un 
prestatario en nombre del prestamista.

6.  «Grupo»: un grupo de prestamistas que 
deban ser objeto de consolidación para la elabora-
ción de las cuentas consolidadas, según la defini-
ción de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría 
de Cuentas.

7.  «Intermediario de crédito vinculado»: todo 
intermediario de crédito que actúe en nombre y bajo 
la responsabilidad plena e incondicional de:

a)  un solo prestamista;
b)  un solo grupo; o
c)  un número de prestamistas o grupos que 

no representa a la mayoría del mercado.

8.  «Representante designado»: toda persona 
física o jurídica que realiza las actividades propias 
de un intermediario de crédito inmobiliario en nom-
bre y por cuenta de un único intermediario, bajo la 
responsabilidad plena e incondicional de éste.

9.  «Entidad de crédito»: toda entidad de cré-
dito comprendida en la definición del artículo 4, 
apartado  1, punto  1, del Reglamento (UE) n.º 
575/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 26 de junio de 2013, sobre los requisitos pru-
denciales de las entidades de crédito y las empre-
sas de inversión, y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.º 648/2012.

10.  «Personal»: toda persona física que al 
servicio de un prestamista, intermediario de crédito 
inmobiliario o un representante designado inter-
venga directamente en las actividades reguladas 
por esta Ley o mantenga contactos con los presta-
tarios en el transcurso de las actividades reguladas 
por ella, así como toda persona física que dirija o 
supervise directamente a tales personas.

11.  «Importe total del crédito»: el importe total 
adeudado por el prestatario según se define en la 
Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito 
al consumo.

12.  «Coste total del crédito para el prestata-
rio»: el coste total del crédito para el prestatario 
según se define en la Ley 16/2011, de 24 de junio, 
de contratos de crédito al consumo, incluida la valo-
ración del bien cuando dicha valoración sea nece-
saria para obtener el crédito, pero excluidas las 
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tasas de registro de la transmisión de la propiedad 
del bien inmobiliario. Excluye los gastos que pue-
dan cargarse al prestatario por incumplimiento de 
los compromisos asumidos en el contrato de cré-
dito.

13.  «Importe total adeudado por el prestata-
rio»: el importe total adeudado por el prestatario 
según se define en la Ley 16/2011, de 24 de junio, 
de contratos de crédito al consumo.

14.  «Tasa Anual Equivalente» (TAE): el coste 
total del préstamo para el prestatario, expresado 
como porcentaje anual del importe total del prés-
tamo concedido, más los costes aparejados, si ha 
lugar, y que corresponde, sobre una base anual, al 
valor actual de todos los compromisos futuros o 
existentes, tales como disposiciones de fondos, 
reembolsos y gastos, convenidos por el prestamista 
y el prestatario.

15.  «Tipo deudor»: el tipo deudor según se 
define en la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contra-
tos de crédito al consumo.

16.  «Evaluación de la solvencia»: la evalua-
ción de las perspectivas de cumplimiento de las 
obligaciones vinculadas a la deuda que se deriven 
del contrato de préstamo.

17.  «Soporte duradero»: un soporte duradero 
según se define en la Ley 16/2011, de 24 de junio, 
de contratos de crédito al consumo.

18.  «Estado miembro de origen»:

a)  cuando el prestamista o el intermediario de 
crédito sea una persona física, el Estado miembro 
en el que esté situada su oficina principal;

b)  cuando el prestamista o el intermediario de 
crédito sea una persona jurídica, el Estado miem-
bro en el que tenga su domicilio social o, si con-
forme a su Derecho nacional aplicable no tiene 
domicilio social, el Estado miembro en el que tenga 
su oficina principal.

19.  «Estado miembro de acogida»: el Estado 
miembro, distinto del Estado miembro de origen, en 
el cual un prestamista o un intermediario de crédito 
tenga una sucursal o preste servicios.

20.  «Servicios de asesoramiento»: toda reco-
mendación personalizada que el prestamista, el 
intermediario de crédito inmobiliario o el represen-
tante designado haga a un prestatario concreto res-
pecto a uno o más préstamos disponibles en el 
mercado.

21.  «Autoridad competente»: las autoridades 
designadas en los artículos 17, 33, 34 y 48 de esta 
Ley.

22.  «Préstamo puente»: un contrato de prés-
tamo sin duración fija o reembolsable en un plazo 
de 12 meses, utilizado por el prestatario como solu-
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ción de financiación temporal durante el período de 
transición a otra modalidad de financiación para el 
bien inmueble.

23.  «Compromiso o garantía contingente»: un 
contrato de préstamo que sirve de garantía para 
una operación independiente pero accesoria de 
otra, en la que el capital garantizado por el bien 
inmueble solo puede utilizarse en caso de produ-
cirse una o varias contingencias especificadas en el 
contrato.

24.  «Contrato de préstamo sobre capital com-
partido»: un contrato de préstamo en el que el capi-
tal que se ha de reembolsar está determinado por 
un porcentaje, establecido en el contrato, del valor 
del bien inmueble en el momento del reembolso o 
de los reembolsos del capital.

25.  «Prácticas de venta vinculada»: toda 
oferta o venta de un paquete constituido por un 
contrato de préstamo y otros productos o servicios 
financieros diferenciados, cuando el contrato de 
préstamo no se ofrezca al prestatario por separado.

26.  «Prácticas de venta combinada»: toda 
oferta o venta de un paquete constituido por un 
contrato de préstamo y otros productos o servicios 
financieros diferenciados, en particular otro prés-
tamo sin garantía hipotecaria, cuando el contrato de 
préstamo se ofrezca también al prestatario por 
separado.

27.  «Préstamo denominado en moneda 
extranjera»: todo contrato de préstamo inmobiliario 
denominado en una moneda distinta de la del 
Estado miembro en que resida el prestatario, o de 
aquella en la que el prestatario en el momento de 
formalización del contrato tenga los activos o reciba 
los ingresos con los que reembolsar el préstamo.

CAPÍTULO II

Normas de protección del prestatario

Sección 1.ª  Disposiciones generales

Artículo 5.  Principios de actuación en la actividad 
relacionada con la concesión de préstamos 
inmobiliarios.

1.  Los prestamistas, los intermediarios de cré-
dito inmobiliario y los representantes designados 
actuarán de manera honesta, imparcial, transpa-
rente y profesional, respetando los derechos y los 
intereses de los prestatarios, tanto en la elabora-
ción de productos crediticios, la concesión de prés-
tamos, prestación de servicios de intermediación o 
de asesoramiento sobre el préstamo o, en su caso, 
de servicios accesorios, como en la ejecución de 
los contratos de préstamo.
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2.  En la concesión, intermediación o presta-
ción de servicios de asesoramiento sobre el prés-
tamo, las actividades se basarán en la información 
sobre las circunstancias del prestatario y en cual-
quier requisito específico que éste haya dado a 
conocer, así como en hipótesis razonables sobre 
los riesgos para su situación durante la vigencia del 
contrato de préstamo. En cuanto a la prestación de 
servicios de asesoramiento, la actividad se basará 
también en la información obtenida del prestatario 
sobre su situación personal y financiera, así como 
sobre sus preferencias y objetivos, de modo que 
puedan recomendar contratos de préstamo ade-
cuados. El análisis se basará en información que 
esté actualizada en la fecha de que se trate, y ten-
drá en cuenta hipótesis razonables sobre los ries-
gos existentes para la situación del prestatario a lo 
largo de la vigencia del contrato de préstamo pro-
puesto.

3.  Las obligaciones de información que esta-
blece esta Ley a favor de los prestatarios no supon-
drán coste adicional alguno para los mismos.

Artículo 6.  Información básica que deberá figurar 
en la publicidad de los préstamos inmobiliarios.

1.  Toda publicidad relativa a los contratos de 
préstamo que indique un tipo de interés o cuales-
quiera cifras relacionadas con el coste del préstamo 
para el prestatario deberá especificar de forma 
clara, concisa y destacada:

a)  la identidad del prestamista o, en su caso, 
del intermediario de crédito o representante desig-
nado;

b)  cuando proceda, que el contrato de prés-
tamo estará garantizado por una hipoteca o por otra 
garantía real sobre bienes inmuebles de uso resi-
dencial, o por un derecho relativo a un bien inmue-
ble;

c)  el tipo deudor, indicando si es fijo, variable 
o una combinación de ambos, junto con informa-
ción sobre los gastos incluidos, en su caso, en el 
coste total del préstamo para el prestatario;

d)  el importe total del préstamo;
e)  la Tasa Anual Equivalente, en la forma en 

que se define en el artículo 4.14); la tasa se incluirá 
en la publicidad al menos de forma igualmente des-
tacada que cualquier tipo de interés;

f)  cuando proceda:

1.º  la duración del contrato de préstamo;
2.º  el importe de los pagos a plazos;
3.º  el importe total adeudado por el prestatario;
4.º  el número de pagos a plazos;
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5.º  una advertencia sobre el hecho de que las 
posibles fluctuaciones del tipo de cambio podrían 
afectar al importe adeudado por el prestatario.

g)  el sistema de amortización y la fórmula de 
cálculo de las cuotas de amortización de principal y 
de intereses suficientemente detalladas como para 
que el prestatario pueda verificar con claridad la 
corrección de los importes cobrados;

h)  cuando proceda, la opción del deudor de 
poder dar en pago el inmueble hipotecado en 
garantía del préstamo, con carácter liberatorio de la 
totalidad de la deuda derivada del mismo.

2.  La información mencionada en el apar-
tado 1, excepto las enumeradas en sus letras a), b) 
o f) 5.º, se precisará mediante un ejemplo represen-
tativo y deberá conformarse siempre a este último. 
La persona titular del Ministerio de Economía y 
Empresa, adoptará los criterios para determinar el 
ejemplo representativo.

3.  Si la celebración de un contrato relativo a 
un servicio accesorio, en particular un seguro, fuera 
obligatoria para obtener el préstamo o para obte-
nerlo en las condiciones ofrecidas, y el coste de ese 
servicio no pudiera determinarse de antemano, 
dicha obligación deberá mencionarse también de 
forma clara, concisa y destacada, junto con la Tasa 
Anual Equivalente (TAE).

4.  La información mencionada en los aparta-
dos 1 y 3 deberá ser fácilmente legible o claramente 
audible, según sea el caso, en función del medio 
utilizado para la publicidad.

Artículo 7.  Obligaciones de transparencia en rela-
ción con los contratos.

1.  Los prestamistas inscribirán en el Registro 
de Condiciones Generales de la Contratación, pre-
visto en el artículo 11 de la Ley 7/1998, de 13 de 
abril, sobre condiciones generales de la contrata-
ción, las cláusulas contractuales utilizadas en los 
contratos de préstamo inmobiliario que tengan el 
carácter de condiciones generales de la contrata-
ción con arreglo a lo dispuesto en dicha Ley.

2.  Las condiciones generales de la contrata-
ción a las que se refiere el apartado 1 estarán ade-
más disponibles en la página web de los prestamis-
tas, si disponen de ella. En caso de no disponer de 
dicha página web, las tendrán gratuitamente a dis-
posición de los prestatarios y potenciales prestata-
rios en sus establecimientos abiertos al público.

3.  La accesibilidad de las personas con disca-
pacidad a la información prevista en el apartado 
anterior, deberá garantizarse en los términos exigi-
dos legal o reglamentariamente.
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Artículo 8.  Cálculo de la Tasa Anual Equivalente 
(TAE).

1.  La Tasa Anual Equivalente (TAE) se calcu-
lará de acuerdo con la fórmula matemática que 
figura en el Anexo II, epígrafe I de esta Ley.

2.  Cuando la obtención del crédito, o su 
obtención en las condiciones ofrecidas, esté supe-
ditada a la apertura o al mantenimiento de una 
cuenta, los costes de apertura y mantenimiento de 
dicha cuenta, de utilización de un medio de pago 
para transacciones y operaciones de disposición de 
crédito y los demás costes relativos a las operacio-
nes de pago, se incluirán en el coste total del cré-
dito para el prestatario.

3.  El cálculo de la TAE se realizará partiendo 
del supuesto de que el contrato de crédito estará 
vigente durante el período de tiempo acordado y 
que el prestamista y el prestatario cumplirán sus 
obligaciones en las condiciones y en los plazos que 
se hayan acordado en el contrato de crédito.

4.  En los contratos de crédito que contengan 
cláusulas que permitan modificaciones del tipo deu-
dor y, en su caso, de los gastos incluidos en la TAE 
que no sean cuantificables en el momento del cál-
culo, la TAE se calculará partiendo del supuesto de 
que el tipo deudor y los demás gastos se manten-
drán sin cambios con respecto al nivel fijado en el 
momento de la celebración del contrato.

5.  Para los contratos de crédito para los que 
se haya acordado un tipo deudor fijo en relación 
con el período inicial mínimo de cinco años, al final 
del cual se llevará a cabo una negociación sobre el 
tipo deudor con objeto de acordar un nuevo tipo fijo 
durante otro período pertinente, el cálculo de la TAE 
adicional ilustrativa indicada en la Ficha Europea de 
Información Normalizada (FEIN), contenida en el 
Anexo I afectará únicamente al período inicial de 
tipo fijo y se basará en el supuesto de que, al final 
del período del tipo deudor fijo, se haya reembol-
sado el capital pendiente.

6.  Cuando el contrato de crédito tenga en 
cuenta variaciones en el tipo deudor, el prestatario 
deberá ser informado de las posibles repercusiones 
de las variaciones en los importes adeudados y en 
la Tasa Anual Equivalente (TAE) al menos mediante 
la Ficha Europea de Información Normalizada 
(FEIN). Ello se hará facilitando al prestatario una 
TAE adicional que ilustre los posibles riesgos vincu-
lados a un aumento significativo del tipo deudor. 
Cuando el tipo deudor no esté limitado, dicha infor-
mación irá acompañada de una advertencia en la 
que se ponga de relieve que el coste total del cré-
dito para el prestatario, mostrado en la TAE, puede 
variar. La presente disposición no se aplicará a los 
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contratos de crédito cuando el tipo deudor se haya 
fijado para un período inicial de cinco años como 
mínimo, al final del cual se llevará a cabo una nego-
ciación sobre el tipo deudor con objeto de acordar 
un nuevo tipo fijo durante otro período pertinente, 
para el cual se haya previsto en la FEIN una TAE 
ilustrativa.

7.  Cuando corresponda, la TAE se calculará 
partiendo de los supuestos adicionales que figuran 
en el Anexo II, epígrafe II de esta Ley.

8.  La persona titular del Ministerio de Econo-
mía y Empresa podrá modificar las observaciones o 
actualizar los supuestos utilizados para calcular la 
TAE que se especifican en el Anexo II, si la Comi-
sión Europea hiciera uso de la potestad recogida en 
el artículo 17.8 de la Directiva 2014/17/UE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 4 de febrero 
de 2014.

Artículo 9.  Información general de los préstamos 
inmobiliarios.

Los prestamistas o, en su caso, los intermedia-
rios de crédito vinculados o sus representantes 
designados facilitarán en todo momento, en soporte 
de papel o cualquier otro soporte duradero o en for-
mato electrónico, información general clara y com-
prensible sobre los contratos de crédito.

Esta información general deberá especificar:

a)  la identidad y dirección geográfica de quien 
emite la información;

b)  los fines para los que puede emplearse el 
crédito;

c)  las formas de garantía, cuando proceda, 
incluyendo la posibilidad de que esté situada en 
otro Estado miembro;

d)  la duración posible de los contratos de cré-
dito;

e)  las formas de tipo deudor disponible, indi-
cando si este es fijo o variable o una combinación 
de ambos, con una breve descripción de las carac-
terísticas de los tipos fijos y variables, incluyendo 
sus implicaciones para el prestatario;

f)  cuando puedan contratarse créditos en 
moneda extranjera, una indicación de la misma, 
explicando las implicaciones que tiene para el pres-
tatario la denominación de un crédito en moneda 
extranjera;

g)  un ejemplo representativo del importe total 
del crédito, del coste total del crédito para el presta-
tario, del importe total adeudado por el prestatario y 
de la TAE;

h)  una indicación de otros posibles costes, no 
incluidos en el coste total del crédito, para el presta-
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tario que deban pagarse en relación con un con-
trato de crédito;

i)  la gama de las diversas opciones existentes 
para reembolsar el crédito al prestamista (inclu-
yendo el número, la periodicidad y el importe de las 
cuotas de reembolso);

j)  cuando proceda, una declaración clara y 
concisa de que el incumplimiento de los términos y 
condiciones de los contratos de crédito no garantiza 
el reembolso del importe total del crédito en virtud 
del contrato de crédito;

k)  una descripción de las condiciones relacio-
nadas directamente con el reembolso anticipado;

l)  una indicación de si es necesario evaluar el 
bien inmueble y, si procede, de quién es responsa-
ble de garantizar que se lleve a cabo la evaluación, 
y de si se originan costes conexos para el prestata-
rio;

m)  una indicación de los servicios accesorios 
que el prestatario esté obligado a contratar para 
obtener el crédito o para obtenerlo en las condicio-
nes ofrecidas y, si ha lugar, la aclaración de que los 
servicios accesorios pueden contratarse con un 
proveedor distinto del prestamista;

n)  una advertencia general sobre las posibles 
consecuencias de no cumplir los compromisos aso-
ciados al contrato de crédito;

ñ)  cuando proceda, la opción del deudor de 
poder dar en pago el inmueble hipotecado en 
garantía del préstamo, con carácter liberatorio de la 
totalidad de la deuda derivada del mismo;

o)  cualesquiera otras advertencias que esta-
blezca la persona titular del Ministerio de Economía 
y Empresa.

Artículo  10.  Información precontractual de los 
préstamos inmobiliarios.

1.  El prestamista y, si ha lugar, el intermediario 
de crédito o su representante designado ofrecerán 
al prestatario la información personalizada que 
necesite para comparar los préstamos disponibles 
en el mercado, para evaluar sus implicaciones y 
para tomar una decisión fundada sobre la conve-
niencia de celebrar o no un contrato de préstamo 
sin demora injustificada, una vez que el prestatario 
haya dado la información necesaria sobre sus 
necesidades, situación financiera y preferencias, 
con suficiente antelación, que nunca será inferior a 
diez días naturales, respecto del momento en que 
el prestatario quede vinculado por cualquier con-
trato u oferta de préstamo.

2.  La información personalizada a que se 
refiere este artículo se facilitará mediante la Ficha 
Europea de Información Normalizada (FEIN) que se 
recoge en el Anexo I de esta Ley. cv
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Artículo 11.  Obligación de evaluar la solvencia del 
potencial prestatario.

1.  Los prestamistas deberán evaluar en pro-
fundidad la solvencia del potencial prestatario, fia-
dor o garante antes de celebrar un contrato de 
préstamo. Dicha evaluación tendrá debidamente en 
cuenta los factores pertinentes para verificar la 
capacidad del cliente para cumplir con las obliga-
ciones derivadas del préstamo, entre otros la situa-
ción de empleo, los ingresos presentes, los previsi-
bles durante la vida del préstamo, los activos en 
propiedad, el ahorro, los gastos fijos y los compro-
misos ya asumidos. Asimismo, se valorará el nivel 
previsible de ingresos a percibir tras la jubilación, 
en el caso de que se prevea que una parte sustan-
cial del crédito o préstamo se continúe reembol-
sando una vez finalizada la vida laboral.

2.  A estos efectos, los prestamistas deberán 
contar con procedimientos internos específicamente 
desarrollados para llevar a cabo la evaluación de 
solvencia mencionada en el apartado anterior. 
Estos procedimientos, cuyo coste en ningún caso 
podrá repercutirse al potencial prestatario, serán 
revisados periódicamente por los propios 
prestamistas, que mantendrán registros 
actualizados de dichas revisiones. La revisión de 
estos protocolos se supervisará por el Banco de 
España o autoridades competentes, conforme a los 
artículos 33 y 43.

2.  A estos efectos, los prestamistas deberán 
contar con procedimientos internos específicamente 
desarrollados para llevar a cabo la evaluación de 
solvencia mencionada en el apartado anterior. 
Estos procedimientos, cuyo coste en ningún caso 
podrá repercutirse al potencial prestatario, serán 
revisados periódicamente por los propios 
prestamistas, que mantendrán registros 
actualizados de dichas revisiones. La revisión de 
estos protocolos se supervisará por el Banco de 
España o autoridades competentes, conforme al 
artículo 43.

3.  En el supuesto de préstamos con garantía 
real, la evaluación de la solvencia no se basará pre-
dominantemente en el valor de la garantía que 
exceda del importe del préstamo o en la hipótesis 
de que el valor de dicha garantía aumentará, a 
menos que la finalidad del contrato de préstamo 
sea la construcción o renovación de bienes inmue-
bles de uso residencial.

4.  La incorrecta evaluación de la solvencia no 
otorgará al prestamista la facultad de resolver, res-
cindir o modificar ulteriormente el contrato de prés-
tamo, salvo que se demuestre que el prestatario ha 
ocultado o falsificado conscientemente la informa-
ción.

Tampoco podrán los prestamistas resolver, res-
cindir o modificar el contrato de préstamo en detri-
mento del prestatario debido a que la información 
facilitada por el prestatario antes de celebrarse 
dicho contrato fuera incompleta.

5.  El prestamista solo pondrá el préstamo a 
disposición del prestatario si el resultado de la eva-
luación de la solvencia indica que es probable que 
las obligaciones derivadas del contrato de préstamo 
se cumplan según lo establecido en dicho contrato.
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6.  Cuando se deniegue la solicitud de prés-
tamo, el prestamista informará por escrito y sin 
demora al potencial prestatario y, en su caso, al fia-
dor o avalista de su respectivo resultado advirtién-
doles, de forma motivada de dicha denegación y, si 
procede, de que la decisión se basa en un trata-
miento automático de datos. Cuando la denegación 
se base en el resultado de una consulta de una 
base de datos entregará una copia del resultado, el 
prestamista informará también al potencial presta-
tario del resultado de dicha consulta y de los por-
menores de la base de datos consultada, como son 
el nombre, el responsable, así como del derecho 
que le asiste de acceder y rectificar, en su caso, los 
datos contenidos en la misma.

7.  Los prestamistas reevaluarán la solvencia 
del prestatario basándose en una información 
actualizada antes de cualquier aumento significa-
tivo del importe total tras la celebración del contrato 
de préstamo, a menos que dicho préstamo adicio-
nal estuviera considerado e incluido en la evalua-
ción de solvencia inicial.

Artículo 12.  Información relativa a la solvencia del 
potencial prestatario.

1.  Los prestamistas e intermediarios de cré-
dito y sus representantes designados especificarán 
de manera clara y directa en la fase precontractual 
la información necesaria y las pruebas, comproba-
bles independientemente, que el potencial prestata-
rio deberá facilitar, así como el marco temporal en 
que debe facilitar la información en cuestión. La 
información solicitada por el prestamista será pro-
porcionada y limitada a lo necesario para la realiza-
ción de una evaluación adecuada de la solvencia, 
con los límites establecidos en la normativa de pro-
tección de datos.

El prestamista deberá consultar el historial cre-
diticio del cliente acudiendo a la Central de Informa-
ción de Riesgos del Banco de España, así como a 
alguna de las entidades privadas de información 
crediticia en los términos y con los requisitos y 
garantías previstos legislación de protección de 
datos personales. En caso de que el prestamista 
conceda el préstamo, podrá comunicar los siguien-
tes datos a las oficinas privadas de información cre-
diticia: importe original, fecha de inicio, fecha de 
vencimiento, importes pendientes de pago, tipo de 
préstamo, garantías existentes y valor al que estas 
alcanzan, así como cualquier otro que establezca a 
persona titular del Ministerio de Economía y 
Empresa.

2.  Los prestamistas e intermediarios de cré-
dito y sus representantes designados deberán infor-
mar a los potenciales prestatarios de la necesidad cv
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de facilitar, en el plazo designado al efecto, la infor-
mación correcta para responder a la solicitud de 
información contemplada en el apartado anterior, y 
que dicha información sea suficientemente com-
pleta y pertinente para poder llevar a cabo una eva-
luación adecuada de la solvencia.

3.  El prestamista, el intermediario de crédito o 
el representante designado advertirán al prestatario 
que, cuando no sea posible llevar a cabo la evalua-
ción de la solvencia debido a que el potencial pres-
tatario haya optado por no facilitar la información o 
la verificación necesaria para llevar a cabo dicha 
evaluación, el préstamo no podrá concederse.

Artículo 13.  Tasación de los bienes inmuebles.

Los inmuebles aportados en garantía habrán de 
ser objeto de una tasación adecuada antes de la 
celebración del contrato de préstamo. La tasación 
se realizará por una sociedad de tasación, servicio 
de tasación de una entidad de crédito regulados por 
la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del 
mercado hipotecario, o profesional homologado 
conforme a la disposición adicional décima de esta 
Ley, independiente del prestamista o del 
intermediario de crédito inmobiliario, utilizando 
normas de tasación fiables y reconocidas 
internacionalmente, de conformidad con lo 
establecido por la Orden ECO/805/2003, de 27 de 
marzo, sobre normas de valoración de bienes 
inmuebles y de determinados derechos para ciertas 
finalidades financieras.

Los inmuebles aportados en garantía habrán de 
ser objeto de una tasación adecuada antes de la 
celebración del contrato de préstamo. La tasación 
se realizará por una sociedad de tasación, servicio 
de tasación de una entidad de crédito regulados por 
la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del 
mercado hipotecario, y/o profesional homologado 
conforme al Real Decreto  775/1997, de  30 de 
mayo y a la disposición adicional décima de esta 
Ley, independiente del prestamista o del 
intermediario de crédito inmobiliario, utilizando 
normas de tasación fiables y reconocidas 
internacionalmente, de conformidad con lo 
establecido por la Orden ECO/805/2003, de 27 de 
marzo, sobre normas de valoración de bienes 
inmuebles y de determinados derechos para ciertas 
finalidades financieras.

Artículo 14.  Normas de transparencia en la comer-
cialización de préstamos inmobiliarios.

1.  El prestamista, intermediario de crédito o su 
representante designado, en su caso, deberá entre-
gar al prestatario o potencial prestatario, con una 
antelación mínima de diez días naturales respecto 
al momento de la firma del contrato, la siguiente 
documentación:

a)  La Ficha Europea de Información Normali-
zada (FEIN), contenida en el Anexo I de esta Ley, 
que tendrá la consideración de oferta vinculante 
para la entidad durante el plazo pactado hasta la 
firma del contrato que, como mínimo, deberá de ser 
de diez días.

b)  Una Ficha de Advertencias Estandarizadas 
(FiAE) en la que se informará al prestatario o poten-
cial prestatario de la existencia de las cláusulas o 
elementos relevantes, debiendo incluir, al menos, 
una referencia, en su caso, a los índices oficiales 
de referencia utilizados para fijar el tipo de interés 
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aplicable, a la existencia de límites mínimos en el 
tipo de interés aplicable como consecuencia de la 
variación a la baja de los índices o tipos de interés 
a los que aquel esté referenciado, a la posibilidad 
de que se produzca el vencimiento anticipado del 
préstamo como consecuencia del impago y los gas-
tos derivados de ello, a la distribución de los gastos 
asociados a la concesión del préstamo y que se 
trata de un préstamo en moneda extranjera.

c)  En caso de tratarse de un préstamo a tipo 
de interés variable, de un documento separado con 
una referencia especial a las cuotas periódicas a 
satisfacer por el prestatario en diferentes escena-
rios de evolución de los tipos de interés.

d)  Una copia del proyecto de contrato, cuyo 
contenido deberá ajustarse al contenido de los 
documentos referidos en las letras anteriores e 
incluirá, de forma desglosada, la totalidad de los 
gastos asociados a la firma del contrato.

e)  Información clara y veraz de los gastos que 
corresponden al prestamista y los que correspon-
den al prestatario. Los siguientes gastos se distri-
buirán del siguiente modo:

i)  Los gastos de tasación del inmueble corres-
ponderán a prestatario y los de gestoría al presta-
mista.

ii)  El prestamista asumirá el coste de los aran-
celes notariales de la escritura de préstamo hipote-
cario y los de las copias los asumirá quien las soli-
cite.

iii)  Los gastos de inscripción de las garantías 
en el registro de la propiedad corresponderán al 
prestamista.

iv)  El pago del impuesto de transmisiones 
patrimoniales y actos jurídicos documentados se 
realizará de conformidad con lo establecido en la 
normativa tributaria aplicable.

No obstante lo dispuesto en los párrafos 
anteriores, si durante el periodo de duración del 
préstamo se produjesen una o varias subrogaciones 
de acuerdo con la Ley 2/1994, de 30 de marzo, 
sobre subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios, la prestamista subrogada deberá ser 
reintegrada por la prestamista subrogante en la 
parte proporcional del impuesto y los gastos que le 
correspondieron en el momento de la constitución 
del préstamo a la subrogada conforme a los 
apartados anteriores.

No obstante lo dispuesto en los párrafos 
anteriores, si durante el periodo de duración del 
préstamo se produjesen una o varias subrogaciones 
de acuerdo con la Ley 2/1994, de 30 de marzo, 
sobre subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios, el prestamista subrogado deberá 
ser reintegrado por el prestamista subrogante en 
la parte proporcional del impuesto y los gastos que 
le correspondieron en el momento de la constitución 
del préstamo al subrogado conforme a los 
apartados anteriores.

Para calcular el importe que corresponde como 
compensación, se aplicarán las siguientes reglas:

i)  En el caso del impuesto pagado por la cuota 
de actos jurídicos documentados, documentos 
notariales, se deberá efectuar la liquidación del 
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impuesto que correspondería a una base imponible 
integrada por la cantidad total garantizada enten-
diendo por tal la constituida por el importe del prés-
tamo pendiente de amortización en la fecha de la 
subrogación y los correspondientes intereses, 
indemnizaciones, penas por incumplimiento y otros 
conceptos análogos, que se hubieran establecido. 
La entidad subrogante deberá reintegrar a la subro-
gada el importe resultante de dicha liquidación.

ii)  En el caso del resto de gastos, se deberá 
prorratear la liquidación de dichos gastos entre la 
suma del importe del préstamo y los correspondien-
tes intereses, indemnizaciones, penas por incumpli-
miento y otros conceptos análogos, que se hubie-
ran establecido. La entidad subrogante deberá 
reintegrar a la subrogada la parte de dicha suma 
que corresponda al préstamo pendiente amortiza-
ción.

f)  Cuando el prestamista, intermediario de 
crédito o su representante, en su caso, requiera al 
prestatario la suscripción de una póliza de seguro 
en garantía del cumplimiento de las obligaciones 
del contrato de préstamo, así como la suscripción 
de un seguro de daños respecto del inmueble 
objeto de hipoteca y del resto de seguros previstos 
en la normativa del mercado hipotecario, deberá 
entregar al prestatario por escrito las condiciones 
de las garantías del seguro que exige.

g)  Cuando esté previsto que el préstamo se 
formalice en escritura pública, la advertencia al 
prestatario de la obligación de recibir asesora-
miento personalizado y gratuito del notario que elija 
el prestatario para la autorización de la escritura 
pública del contrato de préstamo, sobre el conte-
nido y las consecuencias de la información conte-
nida en la documentación que se entrega conforme 
a este apartado.

Esta documentación junto a la manifestación 
firmada por el prestatario, en la que declare que ha 
recibido la documentación y que le ha sido expli-
cado su contenido, deberá remitirse también al 
notario elegido por el prestatario a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo siguiente. La remisión de la 
documentación se realizará por medios telemáticos 
seguros cuyas especificaciones se determinarán 
reglamentariamente, que deberán cumplir las 
siguientes exigencias mínimas: el sistema deberá 
permitir al Notario una comprobación fehaciente de 
la fecha en que se incorporaron a la aplicación, 
para su puesta a disposición del mismo Notario, los 
citados documentos firmados por el prestatario; 
deberá garantizar que no se ocasione ningún coste, 
directo o indirecto, para el cliente; y deberá quedar 
organizado de modo que el cliente pueda dirigirse a 

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

A
-1

2-
7



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie A  Núm. 12-7	 14 de febrero de 2019	 Pág. 38

cualquier notario de su libre elección para que éste, 
con carácter previo a la firma del préstamo, extraiga 
la documentación para preparar y autorizar el acta 
y la escritura, siendo debidamente informado del 
derecho de elección que tiene y puede ejercitar por 
este medio.

2.  Además de lo dispuesto en el apartado 
anterior, el prestamista suministrará al prestatario 
toda la información que fuera necesaria. En particu-
lar, el prestamista responderá a las consultas que le 
formule el prestatario acerca del contenido, signifi-
cado y trascendencia práctica de los documentos 
entregados. Las explicaciones deberán contener 
ejemplos de aplicación práctica de las cláusulas 
financieras, en diversos escenarios de coyuntura 
económica, en especial de las relativas a tipos de 
interés y, en su caso, de los instrumentos de cober-
tura de riesgos financieros que se vayan a suscribir 
con ocasión del préstamo.

3.  Solo podrán repercutirse gastos o perci-
birse comisiones por servicios relacionados con los 
préstamos que hayan sido solicitados en firme o 
aceptados expresamente por un prestatario o pres-
tatario potencial y siempre que respondan a servi-
cios efectivamente prestados o gastos habidos que 
puedan acreditarse.

4.  Si se pactase una comisión de apertura, la 
misma se devengará una sola vez y englobará la 
totalidad de los gastos de estudio, tramitación o 
concesión del préstamo u otros similares inherentes 
a la actividad del prestamista ocasionada por la 
concesión del préstamo. En el caso de préstamos 
denominados en divisas, la comisión de apertura 
incluirá, asimismo, cualquier comisión por cambio 
de moneda correspondiente al desembolso inicial 
del préstamo.

5.  Sin perjuicio de la libertad contractual, 
podrán ser aplicados por los prestamistas los índi-
ces o tipos de interés de referencia que publique el 
Ministerio de Economía y Empresa por sí o a través 
del Banco de España, conforme a lo establecido en 
el artículo 5 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades 
de crédito.

6.  Las empresas prestamistas deberán tener 
a disposición de las personas prestatarias los for-
mularios de las condiciones generales de la contra-
tación que utilicen, conforme a lo establecido en el 
artículo 7.
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Artículo 15.  Comprobación del cumplimiento del 
principio de transparencia material.

1.  Sin perjuicio de las explicaciones 
adecuadas que el prestamista, el intermediario de 
crédito o su representante, en su caso, debe facilitar 
al prestatario, durante el plazo previsto en el 
artículo 14.1, el prestatario habrá de comparecer 
ante el notario por él elegido a efectos de obtener 
presencialmente el asesoramiento descrito en los 
siguientes apartados.

1.  Sin perjuicio de las explicaciones 
adecuadas que el prestamista, el intermediario de 
crédito o su representante, en su caso, deben 
facilitar al prestatario, durante el plazo previsto en el 
artículo 14.1, el prestatario habrá de comparecer 
ante el notario por él elegido a efectos de obtener 
presencialmente el asesoramiento descrito en los 
siguientes apartados.

2.  El notario verificará la documentación acre-
ditativa del cumplimiento de los requisitos previstos 
en el artículo 14.1. En caso de que quede acreditado 
su cumplimiento hará constar en un acta notarial pre-
via a la formalización del préstamo hipotecario:

a)  El cumplimiento de los plazos legalmente 
previstos de puesta a disposición del prestatario de 
los documentos descritos en el artículo 14.1.

b)  Las cuestiones planteadas por el prestata-
rio y el asesoramiento prestado por el notario.

c)  En todo caso, el notario deberá informar 
individualizadamente haciéndolo constar en el acta, 
que ha prestado asesoramiento relativo a las cláu-
sulas específicas recogidas en la Ficha Europea de 
Información Normalizada (FEIN) y en la Ficha de 
Advertencias Estandarizadas (FiAE), de manera 
individualizada y con referencia expresa a cada 
una, sin que sea suficiente una afirmación genérica. 
Igualmente, y en presencia del notario, el prestata-
rio responderá a un test que tendrá por objeto con-
cretar la documentación entregada y la información 
suministrada.

3.  El prestatario, o quien le represente a estos 
efectos, deberá comparecer ante el notario, para 
que este pueda extender el acta, como tarde el día 
anterior al de la autorización de la escritura pública 
del contrato de préstamo.

4.  La obligación de comparecencia y las nor-
mas de protección al prestatario previstas en la pre-
sente Ley se extenderán a toda persona física que 
sea fiadora o garante del préstamo.

5.  Si no quedara acreditado documentalmente 
el cumplimiento en tiempo y forma de las obligacio-
nes previstas en el artículo 14.1.o si no se compa-
reciese para recibir el asesoramiento en el plazo 
señalado en el apartado 3, el notario expresará en 
el acta esta circunstancia. En este caso, no podrá 
autorizarse la escritura pública de préstamo.

6.  Conforme al artículo 17 bis apartado 2.b) 
de la Ley del Notariado y el artículo  319 de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
el contenido del acta se presumirá veraz e íntegro, 
y hará prueba del asesoramiento prestado por el 

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

A
-1

2-
7



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie A  Núm. 12-7	 14 de febrero de 2019	 Pág. 40

notario y de la manifestación de que el prestatario 
comprende y acepta el contenido de los documen-
tos descritos, a efectos de cumplir con el principio 
de transparencia en su vertiente material.

7.  En la escritura pública de préstamo el nota-
rio autorizante insertará una reseña identificativa 
del acta a la que se refieren los apartados anterio-
res.

En dicha reseña se expresará el número de 
protocolo, notario autorizante y su fecha de autori-
zación, así como la afirmación del notario bajo su 
responsabilidad, de acuerdo con el acta, de que el 
prestatario ha recibido en plazo la documentación y 
el asesoramiento previsto en este artículo.

8.  El acta donde conste la entrega y asesora-
miento imparcial al prestatario no generará coste 
arancelario alguno.

9.  La actuación notarial regulada en este artículo 
en ningún caso eximirá al prestamista de dar al presta-
tario las oportunas explicaciones y aclaraciones sobre 
los efectos y cargas derivadas del préstamo, conforme 
a lo previsto en el artículo 14.2.

Sección 2.ª  Normas de conducta

Artículo 16.  Requisitos de conocimientos y com-
petencia aplicables al personal.

1.  El personal al servicio del prestamista, 
intermediario de crédito o representante designado 
deberá reunir en todo momento los conocimientos y 
competencias necesarios y actualizados sobre los 
productos que comercializan, y, en especial, res-
pecto de la elaboración, oferta o concesión de con-
tratos de préstamo, la actividad de intermediación 
de crédito, y la prestación de servicios de asesora-
miento, en su caso, y en la ejecución de los contra-
tos de préstamo. Esta obligación también será apli-
cable respecto de los servicios accesorios incluidos 
en los contratos de préstamo y respecto de los pro-
ductos de venta vinculada o combinada a que se 
refiere el artículo siguiente.

2.  La persona titular del Ministerio de Econo-
mía y Empresa establecerá los requisitos mínimos 
de conocimientos y competencia exigibles al perso-
nal de conformidad con este artículo.

3.  Los requisitos mínimos de conocimientos y 
competencia establecidos en esta Ley y su norma-
tiva de desarrollo serán aplicables también al per-
sonal de la sucursal del prestamista o intermediario 
de crédito inmobiliario registrado en otro Estado.

El prestamista o intermediario de crédito inmo-
biliario que actúe en régimen de libre prestación de 
servicios deberá cumplir con los requisitos mínimos 
de conocimientos y competencia que específica-
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mente determine la persona titular del Ministerio de 
Economía y Empresa.

4.  Los requisitos señalados en los apartados 
anteriores serán igualmente aplicables a las perso-
nas que desarrollen la actividad prevista en el artí-
culo 19.

Artículo 17.  Práctica de ventas vinculadas y com-
binadas.

1.  Quedan prohibidas las prácticas de venta 
vinculada de préstamos, con las excepciones pre-
vistas en este artículo.

No obstante, la autoridad competente de con-
formidad con el artículo 28 podrá autorizar prácticas 
de ventas vinculadas concretas cuando el presta-
mista pueda demostrar que los productos vincula-
dos o las categorías de productos ofrecidos, en 
condiciones similares entre sí, que no se presenten 
por separado, acarrean un claro beneficio a los 
prestatarios, teniendo debidamente en cuenta la 
disponibilidad y los precios de los productos perti-
nentes ofrecidos en el mercado. A estos efectos, el 
Banco de España podrá establecer mediante Circu-
lar criterios para la aplicación homogénea de las 
prácticas relativas a las ventas vinculadas permiti-
das.

Para la autorización prevista en el párrafo 
anterior, la autoridad competente recabará informe 
del Banco de España, cuando no sea la autoridad 
competente, la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones o de la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores cuando alguno de los 
productos vinculados afecte a su ámbito de 
competencias.

Para la autorización prevista en el párrafo 
anterior, la autoridad competente recabará informe 
del Banco de España, cuando no sea la autoridad 
competente, de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones o de la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores cuando alguno de los 
productos vinculados afecte a su ámbito de 
competencias.

2.  En consonancia con lo previsto en el apar-
tado anterior, será nulo todo contrato vinculado al 
préstamo que, en perjuicio del prestatario, no cum-
pla con las exigencias previstas en este artículo. La 
nulidad de las cláusulas del contrato de préstamo 
que, en su caso, afecten a productos vinculados no 
determinará la nulidad del préstamo.
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3.  Como excepción a la prohibición de las 
prácticas de venta vinculada contenida en el 
apartado 1, los prestamistas o intermediarios de 
crédito inmobiliario podrán exigir al prestatario la 
suscripción de una póliza de seguro en garantía del 
cumplimiento de las obligaciones del contrato de 
préstamo, así como la suscripción de un seguro de 
daños respecto del inmueble objeto de hipoteca y 
del resto de seguros previstos en la normativa del 
mercado hipotecario. En este caso el prestamista 
deberá aceptar pólizas alternativas de todos 
aquellos proveedores que ofrezcan unas 
condiciones y un nivel de prestaciones equivalentes 
a la que aquel hubiera propuesto, tanto en la 
suscripción inicial como en cada una de las 
renovaciones. El prestamista no podrá cobrar 
comisión o gasto alguno por el análisis de las 
pólizas alternativas que se le presenten por el 
prestatario.

3.  Como excepción a la prohibición de las 
prácticas de venta vinculada contenida en el 
apartado 1, los prestamistas o intermediarios de 
crédito inmobiliario podrán exigir al prestatario la 
suscripción de una póliza de seguro en garantía del 
cumplimiento de las obligaciones del contrato de 
préstamo, así como la suscripción de un seguro de 
daños respecto del inmueble objeto de hipoteca y 
del resto de seguros previstos en la normativa del 
mercado hipotecario. En este caso el prestamista 
deberá aceptar pólizas alternativas de todos 
aquellos proveedores que ofrezcan unas 
condiciones y un nivel de prestaciones equivalentes 
a la que aquel hubiera propuesto, tanto en la 
suscripción inicial como, en su caso, en cada una 
de las renovaciones, por lo que el prestamista 
deberá ofrecer la posibilidad de contratar 
pólizas de carácter temporal anual renovable. El 
prestamista no podrá cobrar comisión o gasto 
alguno por el análisis de las pólizas alternativas que 
se le presenten por el prestatario.

La aceptación por el prestamista de una póliza 
alternativa, distinta de la propuesta por su parte, no 
podrá suponer empeoramiento en las condiciones 
de cualquier naturaleza del préstamo.

4.  Igualmente, el prestamista podrá vincular el 
préstamo a que el prestatario, su cónyuge, pareja 
de hecho, o un pariente por consanguinidad o afini-
dad hasta el segundo grado de parentesco contrate 
ciertos productos financieros establecidos por 
orden de la persona titular del Ministerio de Econo-
mía y Empresa, siempre que sirva de soporte ope-
rativo o de garantía a las operaciones de un prés-
tamo y que el deudor y los garantes reciban 
información precisa y detallada.

5.  En las prácticas vinculadas autorizadas por 
la autoridad competente, el prestamista informará al 
prestatario de manera expresa y comprensible:

a)  que se está contratando un producto vincu-
lado,

b)  del beneficio y riesgo de pérdidas, especial-
mente en los productos de inversión, que supone 
para el prestatario su contratación,

c)  de los efectos que, en su caso, la cancela-
ción anticipada del préstamo o cualquiera de los 
productos vinculados produciría sobre el coste con-
junto del préstamo y el resto de los productos o ser-
vicios vinculados.

6.  Estarán permitidas, con los límites estable-
cidos en este artículo, las ventas combinadas de 
préstamos.

7.  En las prácticas combinadas, el prestamista 
realizará la oferta de los productos de forma combi-
nada y por separado, de modo que el prestatario cv
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pueda advertir las diferencias entre una oferta y 
otra. Antes de la contratación de un producto com-
binado, el prestamista informará al prestatario de 
manera expresa y comprensible:

a)  que se está contratando un producto com-
binado,

b)  del beneficio y riesgos de pérdida, especial-
mente en los productos de inversión, que supone 
para el prestatario su contratación, incluyendo 
escenarios simulados,

c)  de la parte del coste total que corresponde 
a cada uno de productos o servicios,

d)  de los efectos que la no contratación indivi-
dual o la cancelación anticipada del préstamo o 
cualquiera de los productos combinados produciría 
sobre el coste conjunto del préstamo y el resto de 
los productos o servicios combinados, y

e)  de las diferencias entre la oferta combinada 
y la oferta de los productos por separado.

Artículo 18.  Política de remuneración.

1.  En la determinación y aplicación de las polí-
ticas de remuneración del personal responsable de 
la evaluación de la solvencia y de la concesión de 
los préstamos, los prestamistas inmobiliarios cum-
plirán los siguientes principios de la manera y en la 
medida adecuadas a su formato y organización 
interna y la naturaleza, alcance y complejidad de 
sus actividades:

1.  En la determinación y aplicación de las polí-
ticas de remuneración del personal responsable de 
la evaluación de la solvencia y de la concesión de 
los préstamos, los prestamistas inmobiliarios cum-
plirán los siguientes principios de la manera y en la 
medida adecuadas a su formato y organización 
interna y a la naturaleza, alcance y complejidad de 
sus actividades:

a)  la política remunerativa, responsabilidad 
última del órgano de administración, será compati-
ble con una gestión sana y eficaz del riesgo, promo-
verá este tipo de gestión y no ofrecerá incentivos 
para asumir riesgos que rebasen el nivel de riesgo 
tolerado por el prestamista;

b)  la política remunerativa estará en conso-
nancia con la estrategia empresarial, los objetivos, 
los valores y los intereses a largo plazo del presta-
mista e incorporará medidas para evitar los conflic-
tos de interés, en particular estableciendo que la 
remuneración no dependa de la cantidad o de la 
proporción de solicitudes aceptadas.

2.  La forma en que los prestamistas remune-
ren a su personal y a los intermediarios de crédito 
inmobiliario, y la forma en que estos últimos remu-
neren a su personal y a los representantes designa-
dos, no podrán incumplir la obligación contenida en 
el artículo 5.1.

3.  Los procedimientos internos de los presta-
mistas para la aplicación de las políticas de remu-
neración del personal responsable de la evaluación 
de la solvencia y de la concesión de los préstamos 
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incluirán previsiones detalladas y específicas que 
aseguren y muestren que los objetivos que incidan 
en la retribución o en los incentivos fijados al pres-
tamista y a su personal involucrado en la evalua-
ción de solvencia y la contratación de préstamos 
resultan en todo momento compatibles con el 
tiempo necesario para realizar una evaluación ade-
cuada de la solvencia y para informar debidamente 
al prestatario, en los términos establecidos en esta 
Ley y sus disposiciones de desarrollo. Las políticas 
y los procedimientos internos deberán recogerse 
por escrito y ponerse a disposición de la autoridad 
competente cuando ésta los solicite.

4.  En particular, dichos procedimientos esta-
blecerán medidas detalladas para evitar que alguno 
de los siguientes factores sea el de mayor pondera-
ción en la remuneración: un tipo determinado de 
contratos de préstamo, de tipos de interés o de ser-
vicios accesorios.

5.  La política y procedimientos a que se refie-
ren los apartados anteriores deberá aplicarse igual-
mente a la remuneración de los prestamistas a los 
intermediarios y de éstos a sus representantes vin-
culados.

6.  Las personas que ofrezcan servicios de 
asesoramiento previstos en el artículo 19 estable-
cerán y aplicarán políticas y procedimientos inter-
nos dirigidos a lograr que la estructura de las remu-
neraciones del personal involucrado no afecte a su 
capacidad de actuar en interés del prestatario y, en 
particular, no dependa de los objetivos de venta.

Artículo 19.  Actividad de asesoramiento en prés-
tamos inmobiliarios.

1.  Los servicios de asesoramiento en présta-
mos inmobiliarios solo podrán ser prestados por 
prestamistas, por intermediarios de crédito inmobi-
liario o por los representantes designados por cual-
quiera de los anteriores.

No obstante, podrán prestar estos servicios las 
personas a que se refiere el artículo 26.3, así como 
las personas que, sin formar parte de ninguna de 
las categorías anteriores, presten servicios de ase-
soramiento, siempre que hayan sido reconocidas 
por las autoridades competentes y estén sujetas a 
su supervisión de conformidad con los requisitos 
establecidos en esta Ley para los intermediarios de 
crédito inmobiliario.

2.  El prestamista o el intermediario de crédito 
inmobiliario debe informar previa y expresamente al 
prestatario y por escrito, en sentido positivo o nega-
tivo, si se están prestando o pueden prestarse al 
prestatario servicios de asesoramiento con res-
pecto a una determinada operación.
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3.  Antes de la prestación de servicios de ase-
soramiento o, si ha lugar, antes de la celebración de 
un contrato para la prestación de servicios de ase-
soramiento, el prestamista, el intermediario de cré-
dito o el representante designado facilitarán al pres-
tatario la información siguiente:

a)  el conjunto de productos que tomarán en 
consideración, de modo que el prestatario pueda 
comprender si la recomendación que se le hace se 
basa solo en la gama de productos propia del pres-
tamista, del intermediario de crédito o de su repre-
sentante designado, con arreglo al apartado 4, letra 
b), o en un conjunto más amplio de productos dis-
ponibles en el mercado, con arreglo al apartado 4, 
letra c);

b)  si ha lugar, los gastos que se facturarán al 
prestatario por los servicios de asesoramiento o, si 
su importe no puede determinarse en el momento 
en que se comunica la información, el método 
empleado para calcularlo.

4.  Siempre que se presten servicios de aseso-
ramiento:

a)  los prestamistas, intermediarios de crédito 
o representantes designados recabarán la informa-
ción que resulte necesaria sobre la situación perso-
nal y financiera del prestatario, así como sobre sus 
preferencias y objetivos, de modo que puedan reco-
mendar contratos de préstamo adecuados; el análi-
sis se basará en información que esté actualizada 
en la fecha de que se trate, y tendrá en cuenta hipó-
tesis razonables sobre los riesgos existentes para 
la situación del prestatario a lo largo de la vigencia 
del contrato de préstamo propuesto;

b)  los prestamistas, intermediarios de crédito 
vinculados o representantes designados por los 
intermediarios de crédito vinculados tomarán en 
consideración un número suficientemente grande 
de contratos de crédito de su gama de productos y 
recomendarán uno o varios contratos de préstamo 
de dicha gama que sean adecuados a las necesi-
dades, situación financiera y circunstancias perso-
nales del prestatario;

c)  los intermediarios de crédito no vinculados 
o los representantes designados por los intermedia-
rios de crédito no vinculados tomarán en considera-
ción un número suficientemente grande de contra-
tos de préstamo disponibles en el mercado y 
recomendarán uno o varios contratos de préstamo 
disponibles en el mercado que sean adecuados a 
las necesidades, situación financiera y circunstan-
cias personales del prestatario;

d)  los prestamistas, los intermediarios de cré-
dito o los representantes designados actuarán en el 
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mejor interés del prestatario, informándose de las 
necesidades y circunstancias del prestatario, y 
recomendándole contratos de préstamo adecuados 
de conformidad con lo dispuesto en las letras a), b) 
y c), y

e)  los prestamistas, los intermediarios de cré-
dito o los representantes designados, facilitarán al 
prestatario una copia en papel o en otro soporte 
duradero de la recomendación que se le ha formu-
lado.

5.  La prestación de un servicio de asesora-
miento requerirá la previa determinación contrac-
tual del contenido, alcance y condiciones de éste, 
incluyendo, en particular:

a)  La cuantía de la retribución que quien 
preste el servicio vaya a recibir del prestatario por 
este concepto. Si el servicio de asesoramiento 
fuera gratuito para el prestatario deberá señalarse 
expresamente.

b)  La cuantía de la retribución o comisión que 
quien preste el servicio vaya a recibir, en su caso, 
directa o indirectamente del prestamista o presta-
mistas a los que puedan extenderse las recomen-
daciones que formule.

6.  La prestación de servicios de asesoramiento 
requerirá el cumplimiento de los requisitos que se 
establezcan por el Gobierno. En particular, 
únicamente les estará permitido el uso de los 
términos «asesoramiento independiente» y «asesor 
independiente» a aquellos prestamistas o 
intermediarios que cumplan los requisitos que se 
establezcan en dicho desarrollo reglamentario.

6.  La prestación de servicios de asesoramiento 
requerirá el cumplimiento de los requisitos que se 
establezcan por el Gobierno mediante real 
decreto. En particular, únicamente les estará 
permitido el uso de los términos «asesoramiento 
independiente» y «asesor independiente» a 
aquellos prestamistas o intermediarios que cumplan 
los requisitos que se establezcan en dicho 
desarrollo reglamentario.

7.  Lo dispuesto en este artículo se entiende 
sin perjuicio de las obligaciones de información al 
prestatario señaladas en este Capítulo.

Artículo 20.  Préstamos inmobiliarios en moneda 
extranjera.

1.  En los contratos de préstamo inmobiliario 
que se denominen en moneda extranjera el presta-
tario tendrá derecho a convertir el préstamo a una 
moneda alternativa conforme a lo dispuesto en este 
artículo. Dicha moneda alternativa será:

a)  la moneda en que el prestatario perciba la 
mayor parte de los ingresos o tenga la mayoría de 
los activos con los que ha de reembolsar el prés-
tamo, según lo indicado en el momento en que se 
realizó la evaluación de la solvencia más reciente 
relativa al contrato de préstamo, o

b)  la moneda del Estado miembro en el que el 
prestatario fuera residente en la fecha de celebra- cv
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ción del contrato de préstamo o sea residente en el 
momento en que se solicita la conversión.

El prestatario optará por una de estas dos alter-
nativas en el momento de solicitar el cambio.

El tipo de cambio utilizado en la conversión será 
el tipo de cambio vigente en la fecha en que se soli-
cite la conversión, salvo que contractualmente se 
establezca otra cosa. A estos efectos, y salvo que el 
contrato de préstamo disponga otra cosa, el tipo de 
cambio utilizado para la conversión será el publi-
cado por el Banco Central Europeo en la fecha en 
que se solicite la conversión.

2.  Los prestatarios que no tengan la conside-
ración de consumidores podrán pactar con su pres-
tamista algún sistema de limitación del riesgo de 
tipo de cambio al que estén expuestos en virtud del 
contrato de préstamo, en lugar del derecho recono-
cido en el apartado anterior.

3.  Los prestamistas informarán periódica-
mente al prestatario, en los términos y plazos que 
se establezcan por orden de la persona titular del 
Ministerio de Economía y Empresa, del importe 
adeudado con el desglose del incremento que, en 
su caso, se haya producido y del derecho de con-
versión en una moneda alternativa y las condicio-
nes para ejercer tal conversión. También se infor-
mará, en su caso, de los mecanismos 
contractualmente aplicables para limitar el riesgo de 
tipo de cambio a que esté expuesto el prestatario.

4.  La información a que se refiere el apartado 
anterior se facilitará en todo caso cuando el valor 
del importe adeudado por el prestatario o de las 
cuotas periódicas difiera en más del 20 por ciento 
del importe que habría correspondido de haberse 
aplicado el tipo de cambio entre la moneda del con-
trato de préstamo y el euro vigente en la fecha de 
celebración del contrato de préstamo.

5.  Las disposiciones aplicables en virtud del 
presente artículo se pondrán en conocimiento del 
prestatario a través tanto de la Ficha Europea de 
Información Normalizada (FEIN), contenida en el 
Anexo I de esta Ley como del contrato de prés-
tamo. Si los contratos de préstamo no contienen 
disposiciones destinadas a limitar el riesgo de tipo 
de cambio a que está expuesto el prestatario a una 
fluctuación del tipo de cambio inferior al  20 por 
ciento la FEIN deberá incluir un ejemplo ilustrativo 
de los efectos que tendría una fluctuación de los 
efectos que tendría una fluctuación del tipo de cam-
bio del 20 por ciento.

6.  El incumplimiento de cualquiera de las exi-
gencias y requisitos previstos en este artículo deter-
minarán, en favor del prestatario consumidor, la 
nulidad de las cláusulas multidivisa y permitirán al 
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prestatario solicitar la modificación del contrato de 
modo tal que se considere que el préstamo fue con-
cedido desde el principio en la moneda en la que 
este percibiera la parte principal de sus ingresos.

Artículo 21.  Variaciones en el tipo de interés.

1.  El tipo de interés del préstamo no podrá ser 
modificado en perjuicio del prestatario durante la 
vigencia del contrato, salvo acuerdo mutuo de las 
partes formalizado por escrito.

De existir acuerdo, la variación del coste del 
préstamo se deberá ajustar, al alza o a la baja, a la 
de un índice de referencia objetivo, sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 85.3 del Texto Refun-
dido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes comple-
mentarias, aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 1/2007, de 16 de noviembre.

2.  En caso de que el contrato de préstamo 
tenga un tipo de interés variable, los prestamistas 
podrán utilizar como índice o tipo de referencia 
objetivo para calcular el tipo aplicable aquellos que 
cumplan las siguientes condiciones:

a)  Ser claro, accesible, objetivo y verificable 
por las partes en el contrato de préstamo y por las 
autoridades competentes.

b)  Calcularse a coste de mercado y no ser 
susceptible de influencia por el propio prestamista, 
o en virtud de acuerdos con otros prestamistas o 
prácticas conscientemente paralelas.

c)  Los datos que sirvan de base al índice o 
tipo sean agregados de acuerdo con un procedi-
miento matemático objetivo.

3.  En las operaciones con tipo de interés 
variable no se podrá fijar un límite a la baja del tipo 
de interés.

4.  El interés remuneratorio en dichas opera-
ciones no podrá ser negativo.

Sección 3.ª  Forma, ejecución y resolución

Artículo 22.  Forma y contenido de los contratos.

1.  Los contratos de préstamo regulados en 
esta Ley se formalizarán en papel o en otro soporte 
duradero. En caso de que estén garantizados con 
hipoteca constituida sobre un inmueble de uso resi-
dencial situado en territorio nacional, deberán for-
malizase en escritura pública, pudiendo adoptar el 
formato electrónico conforme a la legislación nota-
rial. En ellos se harán constar, además de los ele-
mentos esenciales del contrato, los datos y los ele-
mentos que se determinen por el Gobierno 
mediante real decreto.
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2.  En la contratación de préstamos regulados 
por esta Ley, el Notario no autorizará la escritura 
pública si no se hubiere otorgado el acta prevista en 
el artículo 15.3. Los registradores de la propiedad, 
mercantiles y de bienes muebles no inscribirán nin-
guna escritura que se refiera a préstamos regula-
dos por esta Ley en la que no conste la reseña del 
acta conforme al artículo 15.7.

Artículo 23.  Reembolso anticipado.

1.  El prestatario podrá en cualquier momento 
anterior a la expiración del término pactado reem-
bolsar de forma anticipada total o parcialmente la 
cantidad adeudada. Las partes podrán convenir un 
plazo de comunicación previa que no podrá exce-
der de un mes.

2.  Cuando el prestatario manifestase su 
voluntad de reembolsar anticipadamente la totali-
dad o parte del préstamo, el prestamista le facili-
tará, en el plazo máximo de tres días hábiles, en 
papel o en otro soporte duradero la información 
necesaria para evaluar esta opción. En dicha 
información se cuantificarán, al menos, las con-
secuencias que tiene para el prestatario la liqui-
dación total o parcial de sus obligaciones antes 
de la terminación del contrato de préstamo, expo-
niendo con claridad las hipótesis que se hayan 
tomado en consideración para su elaboración. 
Tales hipótesis deberán ser razonables y justifica-
bles.

3.  El prestatario tendrá derecho a una reduc-
ción del coste total del préstamo que comprenderá 
los intereses y los costes correspondientes al 
plazo que quedase por transcurrir hasta el 
momento de su extinción. En particular, se extin-
guirá el contrato de seguro accesorio al de prés-
tamo del que sea beneficiario el prestamista, salvo 
que el prestatario comunique expresamente a la 
compañía aseguradora su deseo de que el con-
trato de seguro mantenga su vigencia y designe 
para ello un nuevo beneficiario, teniendo derecho 
el prestatario al extorno de la parte de prima no 
consumida por parte de quien la percibió. Se infor-
mará de estos derechos en la documentación pre-
contractual y contractual del préstamo inmobiliario 
y del contrato de seguro. Se entenderá por seguro 
accesorio aquel que haya sido ofrecido por el 
prestamista al prestatario junto con el contrato de 
préstamo con la finalidad de cubrir los riesgos que 
pudieran afectar a su capacidad de reembolso del 
mismo.
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4.  El prestamista no podrá cobrar compensa-
ción o comisión por reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial en los préstamos en supues-
tos distintos de los previstos en los tres apartados 
siguientes.

5.  En los contratos de préstamo a tipo de inte-
rés variable, o en aquellos tramos variables de cual-
quier otro préstamo, las partes podrán establecer 
contractualmente una compensación o comisión a 
favor del prestamista para alguno de los dos 
siguientes supuestos que serán excluyentes 
entre sí:

a)  en caso de reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial del préstamo durante los 5 
primeros años de vigencia del contrato de prés-
tamo, se podrá establecer una compensación o 
comisión a favor del prestamista que no podrá 
exceder del importe de la pérdida financiera que 
pudiera sufrir el prestamista, de conformidad con la 
forma de cálculo prevista en el apartado 8 de este 
artículo, con el límite del 0,15 por ciento del capital 
reembolsado anticipadamente; o

b)  en caso de reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial del préstamo durante los 3 
primeros años de vigencia del contrato de prés-
tamo, se podrá establecer una compensación o 
comisión a favor del prestamista que no podrá 
exceder del importe de la pérdida financiera que 
pudiera sufrir el prestamista, de conformidad con la 
forma de cálculo prevista en el apartado 8 de este 
artículo, con el límite del 0,25 por ciento del capital 
reembolsado anticipadamente.

6.  En caso de novación del tipo de interés 
aplicable o de subrogación de un tercero en los 
derechos del acreedor, siempre que en ambos 
casos suponga la aplicación durante el resto de 
vigencia del contrato de un tipo de interés fijo en 
sustitución de otro variable, la compensación o 
comisión por reembolso o amortización anticipada 
no podrá superar la pérdida financiera que pudiera 
sufrir el prestamista, con el límite del 0,15 por ciento 
del capital reembolsado anticipadamente, durante 
los 3 primeros años de vigencia del contrato de 
préstamo.

Transcurridos los 3 primeros años de vigencia 
del contrato de préstamo el prestamista no podrá 
exigir compensación o comisión alguna en caso de 
novación del tipo de interés aplicable o de subroga-
ción de acreedor en los que se pacte la aplicación, 
en adelante y para el resto de la vida del préstamo, 
de un tipo de interés fijo.

7.  En los contratos de préstamo a tipo de inte-
rés fijo o en aquellos tramos fijos de cualquier otro 
préstamo, podrá establecerse contractualmente 
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una compensación o comisión a favor del presta-
mista que tendrá los siguientes límites:

a)  en caso de reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial del préstamo durante los 10 
primeros años de vigencia del contrato de préstamo 
o desde el día que resulta aplicable el tipo fijo, se 
podrá establecer una compensación o comisión a 
favor del prestamista que no podrá exceder del 
importe de la pérdida financiera que pudiera sufrir el 
prestamista, de conformidad con la forma de cál-
culo prevista en el apartado siguiente, con el límite 
del 2 por ciento del capital reembolsado anticipada-
mente; y

a)  en caso de reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial del préstamo durante los 10 
primeros años de vigencia del contrato de préstamo 
o desde el día que resulta aplicable el tipo fijo, se 
podrá establecer una compensación o comisión a 
favor del prestamista que no podrá exceder del 
importe de la pérdida financiera que pudiera sufrir el 
prestamista, de conformidad con la forma de cál-
culo prevista en el apartado siguiente, con el límite 
del 4 por ciento del capital reembolsado anticipa-
damente; y

b)  en caso de reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial del préstamo desde el fin del 
período señalado en la letra a) hasta el final de la 
vida del préstamo, se podrá establecer una com-
pensación o comisión a favor del prestamista que 
no podrá exceder del importe de la pérdida finan-
ciera que pudiera sufrir el prestamista, de conformi-
dad con la forma de cálculo prevista en el apartado 
siguiente, con el límite del 1,5 por ciento del capital 
reembolsado anticipadamente.

b)  en caso de reembolso o amortización anti-
cipada total o parcial del préstamo desde el fin del 
período señalado en la letra a) hasta el final de la 
vida del préstamo, se podrá establecer una com-
pensación o comisión a favor del prestamista que 
no podrá exceder del importe de la pérdida finan-
ciera que pudiera sufrir el prestamista, de conformi-
dad con la forma de cálculo prevista en el apartado 
siguiente, con el límite del 3 por ciento del capital 
reembolsado anticipadamente.

8.  La pérdida financiera sufrida por el presta-
mista a la que se alude en los apartados 5, 6 y 7 
anteriores se calculará, proporcionalmente al capi-
tal reembolsado, por diferencia negativa entre el 
capital pendiente en el momento del reembolso 
anticipado y el valor presente de mercado del prés-
tamo.

El valor presente de mercado del préstamo se 
calculará como la suma del valor actual de las cuo-
tas pendientes de pago hasta la siguiente revisión 
del tipo de interés y del valor actual del capital pen-
diente que quedaría en el momento de la revisión 
de no producirse la cancelación anticipada. El tipo 
de interés de actualización será el de mercado apli-
cable al plazo restante hasta la siguiente revisión. 
El contrato de préstamo especificará el índice o tipo 
de interés de referencia que se empleará para cal-
cular el valor de mercado de entre los que deter-
mine la persona titular del Ministerio de Economía y 
Empresa.

Artículo 24.  Vencimiento anticipado.

1.  En los contratos de préstamo cuyo presta-
tario, fiador o garante sea una persona física y que 
estén garantizados mediante hipoteca o por otra 
garantía real sobre bienes inmuebles de uso resi-
dencial o cuya finalidad sea adquirir o conservar 
derechos de propiedad sobre terrenos o inmuebles 
construidos o por construir para uso residencial el 
prestatario perderá el derecho al plazo y se produ-
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cirá el vencimiento anticipado del contrato si concu-
rren conjuntamente los siguientes requisitos:

a)  Que el prestatario se encuentre en mora en 
el pago de una parte del capital del préstamo o de 
los intereses.

b)  Que la cuantía de las cuotas vencidas y no 
satisfechas equivalgan al menos:

i)  Al tres por ciento de la cuantía del capital 
concedido, si la mora se produjera dentro de la pri-
mera mitad de la duración del préstamo. Se consi-
derará cumplido este requisito cuando las cuotas 
vencidas y no satisfechas equivalgan al impago de 
doce plazos mensuales o un número de cuotas tal 
que suponga que el deudor ha incumplido su obli-
gación por un plazo al menos equivalente a doce 
meses.

ii)  Al siete por ciento de la cuantía del capital 
concedido, si la mora se produjera dentro de la 
segunda mitad de la duración del préstamo. Se 
considerará cumplido este requisito cuando las cuo-
tas vencidas y no satisfechas equivalgan al impago 
de quince plazos mensuales o un número de cuotas 
tal que suponga que el deudor ha incumplido su 
obligación por un plazo al menos equivalente a 
quince meses.

c)  Que el prestamista haya requerido el pago 
al prestatario concediéndole un plazo de al menos 
un mes para su cumplimiento y advirtiéndole de 
que, de no ser atendido, reclamará el reembolso 
total adeudado del préstamo.

2.  Las reglas contenidas en este artículo no 
admitirán pacto en contrario.

Artículo 25.  Intereses de demora.

1.  En el caso de préstamo o crédito concluido 
por una persona física que esté garantizado 
mediante hipoteca sobre bienes inmuebles para 
uso residencial, el interés de demora será el interés 
remuneratorio más tres puntos porcentuales a lo 
largo del período en el que aquel resulte exigible. El 
interés de demora sólo podrá devengarse sobre el 
principal vencido y pendiente de pago y no podrán 
ser capitalizados en ningún caso, salvo en el 
supuesto previsto en el artículo 579.2.a) de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil.

2.  Las reglas relativas al interés de demora 
contenidas en este artículo no admitirán pacto en 
contrario.
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CAPÍTULO III CAPÍTULO III

Régimen jurídico de los intermediarios de crédito 
inmobiliario, sus representantes y los prestamistas 

inmobiliarios

Régimen jurídico de los intermediarios de crédito 
inmobiliario, sus representantes designados y los 

prestamistas inmobiliarios

Sección 1.ª  Principios generales

Artículo 26.  Régimen jurídico.

1.  El régimen jurídico de los intermediarios de 
crédito inmobiliario, los prestamistas inmobiliarios y 
sus representantes designados será el determinado 
por las siguientes normas:

1.  El régimen jurídico de los intermediarios 
de crédito inmobiliario, sus representantes 
designados y los prestamistas inmobiliarios 
será el determinado por las siguientes normas:

a)  Esta Ley y las disposiciones que la desarro-
llen.

b)  Las disposiciones que, en su caso, puedan 
aprobar las Comunidades Autónomas en el ejerci-
cio de las competencias que tengan atribuidas en la 
materia, que deberán respetar en todo caso las pre-
visiones establecidas en las normas a que se 
refiere la letra anterior.

c)  Con carácter supletorio, y para el supuesto 
de que el prestatario sea consumidor, la Ley 2/2009, 
de 31 de marzo, por la que se regula la contratación 
con los consumidores de préstamos o créditos 
hipotecarios y de servicios de intermediación para 
la celebración de contratos de préstamo o crédito.

2.  Las secciones 2.ª, 3.ª y 4.ª de este Capítulo 
no se aplicarán a las entidades de crédito, a las 
sucursales en España de entidades de crédito 
extranjeras o que operen en régimen de libre presta-
ción de servicios, a los establecimientos financieros 
de crédito ni a las entidades de pago o de dinero 
electrónico híbridas a que se refiere el artículo 11 de 
la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la finan-
ciación empresarial.

3.  Los artículos 27 a 32 no serán de aplicación 
a las personas que realicen las actividades de inter-
mediación de crédito previstas en el artículo 4.5), 
siempre que dichas actividades se ejerzan de forma 
accesoria en el marco de una actividad profesional 
regulada por disposiciones legales o reglamenta-
rias que no excluyan la prestación de tales activida-
des o servicios, y siempre que la actividad de inter-
mediación de crédito, sin constituir su actividad 
principal, esté íntimamente relacionada con la pres-
tación del contrato principal celebrado entre el pro-
fesional y el prestatario.
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Sección 2.ª  Intermediarios de crédito inmobiliario

Artículo 27.  Registro.

1.  Los intermediarios de crédito inmobiliario 
deberán estar inscritos en uno de los registros seña-
lados en esta Ley para poder desarrollar, total o par-
cialmente, de forma válida las actividades de inter-
mediación crediticia a que se refiere el artículo 4.5) o 
para prestar servicios de asesoramiento.

2.  Los intermediarios de crédito inmobiliario 
autorizados en un Estado miembro de la Unión 
Europea que actúen a través de sucursal o en régi-
men de libre prestación de servicios serán inscritos 
por el Banco de España en el registro a que se 
refiere el artículo  28.2.b), a efectos meramente 
informativos, una vez sea comunicada por parte de 
la autoridad competente de origen la voluntad del 
intermediario de prestar su actividad en España.

Artículo 28.  Gestión del registro.

1.  La gestión del registro será asumida por el 
Banco de España o por el órgano competente de 
cada Comunidad Autónoma, atendiendo al ámbito 
geográfico de actuación del intermediario de crédito 
inmobiliario.

2.  Corresponderá al Banco de España la ges-
tión de la inscripción de:

a)  los intermediarios de crédito inmobiliario 
que operen o vayan a operar con prestatarios con 
domicilios situados en todo el Estado o en el ámbito 
territorial de más de una Comunidad Autónoma, 
siempre que tenga la sede de su administración 
central en España, con independencia de que, adi-
cionalmente, operen o vayan a operar a través de 
sucursal o en régimen de libre prestación de servi-
cios en otros Estados, y

b)  los intermediarios de crédito inmobiliario 
que vayan a operar en España a través de sucursal 
o en régimen de libre prestación de servicios, cual-
quiera que sea el ámbito geográfico en el que 
vayan a desarrollar su actividad.

3.  La gestión de la inscripción de los interme-
diarios de crédito inmobiliario que operen o vayan a 
operar exclusivamente con prestatarios domicilia-
dos dentro del ámbito territorial de una única Comu-
nidad Autónoma, con independencia de que, adicio-
nalmente, desarrollen o pretendan desarrollar sus 
actividades a través de sucursal o en régimen de 
libre prestación de servicios en otros Estados, 
corresponderá al órgano competente de dicha 
Comunidad Autónoma, siempre que la sede de su 
administración central esté localizada en la misma.
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4.  Todo intermediario de crédito inmobiliario 
que sea persona jurídica deberá tener su adminis-
tración central en su domicilio social. En caso de no 
ser una persona jurídica, o si siendo una persona 
jurídica no tiene su domicilio social en España, 
deberá tener su administración central en el Estado 
miembro en que ejerza de hecho sus actividades 
principales.

5.  El Banco de España será el punto único de 
contacto a efectos de facilitar y agilizar la coopera-
ción y el intercambio de información con otros Esta-
dos.

Artículo 29.  Requisitos para la inscripción.

1.  La inscripción en el correspondiente regis-
tro requerirá la previa verificación del cumplimiento 
de los requisitos para poder operar señalados en la 
presente Ley y sus normas de desarrollo por parte 
de la autoridad competente para su gestión.

2.  En particular, la autoridad competente veri-
ficará que los intermediarios de crédito inmobiliario:

a)  cuenten con la garantía señalada en el 
artículo 36;

b)  cuenten con los procedimientos escritos, 
así como con la capacidad técnica y operativa para 
el adecuado cumplimiento de los requisitos de infor-
mación a que se refiere el artículo 35; dispongan de 
medios internos adecuados para la resolución de 
las reclamaciones de sus prestatarios, conforme a 
lo previsto en la disposición adicional primera y en 
la disposición transitoria quinta;

c)  hayan designado un representante ante el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Moneta-
rias conforme a lo previsto en el artículo 35.1 del 
Reglamento de prevención del blanqueo de capi-
tales y de la financiación del terrorismo, aprobado 
por el Real Decreto  304/2014, de  5 de mayo, 
cuando se cumplan los requisitos establecidos en 
el artículo 31.1 de dicha norma;

d)  dispongan de un plan de formación en los 
conocimientos y competencias a que se refiere el 
artículo 16 y sus normas de desarrollo.

3.  Además, la autoridad competente verificará 
respecto de las personas físicas establecidas como 
intermediarios de crédito inmobiliario o de los admi-
nistradores de un intermediario de crédito inmobilia-
rio con forma de persona jurídica que:

a)  dispongan del nivel de conocimientos y 
competencia establecidos en el artículo 16;

b)  posean reconocida honorabilidad comercial 
y profesional;
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c)  carezcan de antecedentes penales por 
haber cometido delitos graves, ya sea contra la pro-
piedad, el patrimonio y el orden socioeconómico, de 
falsedad o cualquier otro cometido con ocasión del 
ejercicio de actividades financieras;

d)  no hayan sido declarados en concurso con 
anterioridad salvo que hayan sido rehabilitados.

Igualmente, la autoridad competente verificará 
que se cumplan el resto de los requerimientos que 
el Gobierno pueda establecer mediante Real 
Decreto.

4.  Los criterios establecidos de conformidad 
con el artículo 16 para determinar si el personal de 
los intermediarios de crédito inmobiliario cumple los 
requisitos de conocimientos y competencia serán 
publicados por los correspondientes registros a que 
se refiere el artículo 27.

Artículo 30.  Procedimiento de inscripción.

1.  El procedimiento para inscripción en el 
registro de intermediarios de crédito inmobiliario 
será el siguiente:

a)  El plazo para resolver será de  3 meses 
desde la recepción de la solicitud en el registro del 
órgano competente.

b)  La solicitud se entenderá desestimada por 
silencio administrativo si, transcurrido ese plazo 
máximo, no se hubiera notificado resolución 
expresa.

c)  La decisión sobre la procedencia o impro-
cedencia de la inscripción deberá motivarse.

d)  Durante la tramitación del procedimiento 
podrán subsanarse las deficiencias detectadas en 
la solicitud de inscripción y requerirse cuanta infor-
mación adicional se considere necesaria para com-
probar el cumplimiento de los requisitos exigibles 
para ser inscrito.

2.  El plazo máximo para resolver se podrá 
suspender hasta la obtención de dicha información, 
en los términos previstos en el artículo 22 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

3.  En el caso de inscripción de intermediarios 
de crédito vinculados a un solo prestamista, corres-
ponderá a dicho prestamista la solicitud de recono-
cimiento e inscripción del intermediario de que se 
trate en el registro correspondiente.
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Artículo 31.  Información y publicidad del registro.

1.  Los registros de intermediarios de crédito 
inmobiliario deberán contener, al menos, la informa-
ción siguiente:

a)  los nombres de los titulares y administrado-
res, de sus representantes designados, así como 
de los administradores de las sucursales radicadas 
en España y de los intermediarios de crédito inmo-
biliario operantes en régimen de libre prestación de 
servicios en España,

b)  el Estado o Estados miembros en los que el 
intermediario de crédito inmobiliario realice activida-
des en régimen de libre establecimiento o de libre 
prestación de servicios,

c)  la indicación de si el intermediario de crédito 
inmobiliario está vinculado o no con un único presta-
mista y, si así fuera, la identificación de éste, y

d)  los datos identificativos de la entidad con la 
que se ha contratado la garantía prevista en el 
artículo 36.

2.  El registro será público, gratuito para los 
ciudadanos y garantizará el acceso pleno de forma 
fácil y rápida y estará disponible en línea. Las auto-
ridades competentes para su gestión establecerán 
los medios necesarios para asegurar estos princi-
pios y para mantener actualizada de forma perma-
nente toda la información incluida.

El Banco de España informará, asimismo, sobre 
los órganos competentes para el registro y supervi-
sión de los intermediarios de crédito inmobiliario en 
cada Comunidad Autónoma y Estado miembro de 
la Unión Europea.

3.  Al objeto de asegurar la coherencia, calidad 
y unidad de la información a suministrar al prestata-
rio y a otros Estados miembros, el Banco de España 
podrá establecer mediante circular los requisitos 
técnicos mínimos respecto al contenido y formato 
de la información que debe reflejar el registro y la 
información introducida por la autoridad que, con-
forme al artículo 28, asuma su gestión.

4.  El Banco de España creará un punto único 
de información que permita el acceso público fácil y 
rápido y que agregará la información del conjunto 
de registros. A estos efectos, las autoridades com-
petentes de las Comunidades Autónomas encarga-
das de la gestión del registro en su territorio debe-
rán comunicar, y actualizar, los actos de registro, 
variación de datos y cancelación al Banco de 
España por los medios y con la periodicidad que 
establezca el Banco de España mediante circular.
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Artículo 32.  Revocación de la inscripción en el 
registro.

1.  La autoridad competente para la gestión del 
registro con arreglo al artículo 28 podrá revocar el 
reconocimiento para operar como intermediario de 
crédito inmobiliario en el correspondiente registro, 
si éste, o, en su caso, el prestamista para el que 
trabaje en exclusiva:

a)  renuncia expresamente al mismo o no ha 
llevado a cabo actividades o prestado ninguno de 
los servicios contemplados en el artículo  4.5), 
durante los seis meses inmediatamente anteriores 
al inicio del expediente de revocación,

b)  ha obtenido el reconocimiento por medio de 
declaraciones falsas o engañosas o por cualquier 
otro medio irregular,

c)  deja de cumplir sobrevenidamente los 
requisitos requeridos para la inscripción en el 
correspondiente registro, o

d)  se impone mediante resolución sanciona-
dora firme.

2.  Previa audiencia al interesado, la resolu-
ción que revoque el reconocimiento para operar 
como intermediario de crédito inmobiliario, del que 
se dejará constancia en el registro, determinará la 
cancelación automática de la inscripción.

En el supuesto contemplado en la letra a) del 
apartado anterior, se podrá prescindir del trámite de 
audiencia cuando no figuren otros interesados ni 
sean tenidos en cuenta otros hechos o alegaciones 
que las aducidas por el interesado.

3.  El Banco de España notificará la revoca-
ción de la inscripción, en su caso, a las autoridades 
competentes del Estado o Estados miembros de 
acogida por cualquier medio que resulte adecuado. 
Esta comunicación habrá de realizarse de forma 
inmediata a la revocación o en plazo más breve 
posible, que no será superior a catorce días. Si la 
autoridad competente fuera la autonómica, deberá 
comunicar la revocación al Banco de España de 
forma inmediata, sin que el plazo de la comunica-
ción pueda superar los 10 días.

Artículo 33.  Supervisión de los intermediarios de 
crédito inmobiliario.

1.  Corresponderá la supervisión de los inter-
mediarios de crédito inmobiliario al Banco de 
España o al órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, conforme a lo previsto para el registro 
en el artículo 28. Además, corresponderá al Banco 
de España la supervisión de los intermediarios de 
crédito inmobiliario que actúen en España a través 
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de sucursal o en régimen de libre prestación de ser-
vicios conforme a lo previsto en el artículo 34.

2.  La autoridad competente se asegurará de 
que los intermediarios de crédito inmobiliario y sus 
representantes designados consten en el registro y 
cumplan permanentemente las obligaciones esta-
blecidas en esta Ley y su normativa de desarrollo.

3.  Las actividades de los intermediarios de 
crédito inmobiliario vinculados a un único presta-
mista inmobiliario serán vigiladas por éste, a fin de 
asegurar que cumplen las disposiciones de la pre-
sente Ley y sus normas de desarrollo, sin perjuicio 
de las facultades de supervisión de la autoridad 
competente. En particular, el prestamista será igual-
mente responsable de vigilar el cumplimiento de los 
requisitos de conocimientos y competencia del 
intermediario de crédito inmobiliario vinculado y de 
su personal.

El prestamista responderá frente a las autorida-
des competentes de toda acción u omisión del inter-
mediario de crédito inmobiliario vinculado que actúe 
en nombre del prestamista respecto de las obliga-
ciones señaladas en la presente Ley. Si se tratase 
de un intermediario de crédito no vinculado, el pres-
tamista y el intermediario responderán solidaria-
mente, pudiendo repetir, en su caso, el prestamista 
contra el intermediario.

Artículo 34.  Supervisión de la actuación a través 
de sucursales y en régimen de libre prestación 
de servicios de los intermediarios de crédito 
inmobiliario.

1.  Si el Banco de España comprueba que una 
sucursal de un intermediario de crédito inmobiliario 
o un intermediario de crédito inmobiliario en régi-
men de libre prestación de servicios establecido en 
España no cumple la normativa aplicable en mate-
ria de normas de conducta en la concesión de prés-
tamos al prestatario, obligación de información gra-
tuita a los prestatarios o prestatarios potenciales, 
requisitos de conocimiento y competencia aplica-
bles al personal, publicidad y comercialización, 
información general y precontractual, información 
en relación con los intermediarios de crédito inmo-
biliario y los representantes designados, explicacio-
nes adecuadas, cálculo de la TAE, revelación y 
verificación de la información relativa al prestatario, 
servicios de asesoramiento y mecanismos de reso-
lución extrajudicial de litigios, le exigirá que ponga 
fin a su situación irregular.

Si el intermediario de crédito inmobiliario no 
realiza las actuaciones oportunas, el Banco de 
España podrá adoptar las medidas previstas en los 
Títulos III y IV de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
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ordenación, supervisión y solvencia de entidades 
de crédito para que el intermediario de crédito 
ponga fin a su situación irregular e informará, a las 
autoridades supervisoras competentes del Estado 
miembro de origen de las medidas adoptadas.

2.  Si, a pesar de las medidas adoptadas por el 
Banco de España, el intermediario de crédito inmo-
biliario continúa infringiendo las medidas a que se 
refiere el apartado anterior, el Banco de España 
podrá, tras informar a las autoridades supervisoras 
competentes del Estado miembro de origen, tomar 
las medidas oportunas a fin de evitar nuevas irregu-
laridades o sancionarlas y, en la medida en que sea 
necesario, prohibir al intermediario de crédito inmo-
biliario efectuar nuevas operaciones en España. Se 
informará a la Comisión Europea sin demora acerca 
de estas medidas.

Si la autoridad competente del Estado miembro 
de origen está en desacuerdo con las medidas 
adoptadas por el Banco de España, podrá remitir el 
asunto a la Autoridad Bancaria Europea (en ade-
lante ABE) y solicitar su asistencia de conformidad 
con el artículo  19 del Reglamento (UE) n.º 
1093/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 24 de noviembre de 2010, por el que se crea 
una Autoridad Europea de Supervisión (ABE), se 
modifica la Decisión n.º 716/2009/CE y se deroga la 
Decisión 2009/78/CE de la Comisión. En tal caso, la 
ABE podrá actuar con arreglo a las facultades que 
le confiere dicho artículo.

3.  El Banco de España podrá examinar las 
disposiciones adoptadas por la sucursal y pedir las 
modificaciones estrictamente necesarias para cum-
plir sus obligaciones con arreglo al apartado 1 y 
para permitir que las autoridades competentes del 
Estado miembro de origen puedan imponer el cum-
plimiento de las obligaciones establecidas en rela-
ción con las normas de conducta en la concesión 
de préstamos al prestatario o prestatario potencial, 
y en las medidas adoptadas de conformidad con 
dichos artículos respecto a los servicios prestados 
por la sucursal.

4.  Cuando el Banco de España tenga motivos 
claros y demostrables para determinar que un inter-
mediario de crédito inmobiliario que opera en régi-
men de libre prestación de servicios infringe las 
obligaciones derivadas de la presente Ley y su nor-
mativa de desarrollo, o que un intermediario de cré-
dito inmobiliario que posee una sucursal en España 
infringe las obligaciones derivadas de disposiciones 
distintas de las indicadas en el apartado 1 adopta-
das en virtud de la presente Ley, comunicará los 
hechos a la autoridad competente del Estado miem-
bro de origen, que tomará las medidas oportunas.
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Si la autoridad competente del Estado miembro 
de origen no adopta ninguna medida en el plazo de 
un mes a partir de la comunicación de tales hechos, 
o si, pese a las medidas adoptadas por aquella, un 
intermediario de crédito inmobiliario persiste en una 
actuación claramente perjudicial para los intereses 
de los prestatarios o el funcionamiento correcto de 
los mercados, el Banco de España:

a)  Tras informar a la autoridad competente del 
Estado miembro de origen, adoptará cuantas medi-
das resulten necesarias para proteger a los presta-
tarios y preservar el buen funcionamiento de los 
mercados, tales como impedir que el intermediario 
de crédito inmobiliario infractor inicie nuevas opera-
ciones en su territorio. Se informará a la Comisión y 
a la ABE sin demora acerca de estas medidas.

b)  Podrá remitir el asunto a la ABE y solicitar 
su asistencia de conformidad con el artículo 19 del 
Reglamento (UE) n.º 1093/2010. En tal caso, la 
ABE podrá actuar con arreglo a los poderes que le 
confiere dicho artículo.

5.  Cuando un intermediario de crédito inmobi-
liario reconocido en otro Estado miembro haya 
establecido una sucursal en España, la autoridad 
competente del Estado miembro de origen podrá, 
en el ejercicio de sus responsabilidades y tras 
haber informado a las autoridades supervisoras 
competentes del Estado miembro de acogida, reali-
zar inspecciones in situ de esa sucursal.

6.  El Banco de España actuará de forma aná-
loga cuando se trate de un intermediario de crédito 
inmobiliario de un país no miembro de la Unión 
Europea actuando en España a través de una 
sucursal o en régimen de libre prestación de servi-
cios. En tal caso, no será necesario que se informe 
de las medidas adoptadas a la Comisión y a la ABE.

Artículo 35.  Requisitos de información de los inter-
mediarios de crédito inmobiliario.

1.  Con antelación suficiente a la prestación de 
cualquiera de las actividades propias de la interme-
diación de crédito inmobiliario definidas en el artí-
culo 4.5), el intermediario de crédito o el represen-
tante designado facilitarán al prestatario, como 
mínimo, la información siguiente en papel o cual-
quier otro soporte duradero:

a)  La identidad y domicilio del intermediario de 
crédito inmobiliario.

b)  El registro en el que esté inscrito, el número 
de registro, y los medios para comprobar esa ins-
cripción.
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c)  Si el intermediario de crédito inmobiliario 
está vinculado a uno o más prestamistas o trabaja 
exclusivamente para ellos, en cuyo caso, indicará 
los nombres de los prestamistas en nombre de los 
cuales actúa.

d)  Si el intermediario de crédito inmobiliario 
ofrece o no servicios de asesoramiento y si éstos 
son independientes.

e)  La remuneración que, en su caso, el pres-
tatario deba abonar al intermediario de crédito 
inmobiliario por sus servicios o, cuando ello no sea 
posible, el método para calcular dicha remunera-
ción.

f)  Los procedimientos a disposición de los 
prestatarios u otros interesados para realizar recla-
maciones extrajudiciales, contra los intermediarios 
de crédito inmobiliario y, en su caso, las vías de 
acceso a dichos procedimientos.

g)  Si procede, la existencia y, cuando se 
conozca, el importe de las comisiones u otros 
incentivos que el prestamista o un tercero han de 
abonar al intermediario de crédito inmobiliario por 
sus servicios en relación con el contrato de prés-
tamo. Si el importe no es conocido en el momento 
de facilitarse la información, el intermediario de cré-
dito inmobiliario informará al prestatario de que el 
importe real será revelado posteriormente en la 
ficha de información personalizada.

h)  Cuando el intermediario de crédito cobre 
una remuneración al prestatario y reciba adicional-
mente una comisión del prestamista o de un ter-
cero, deberá informar al prestatario si la remunera-
ción se deducirá o no, total o parcialmente, de la 
comisión.

2.  Los intermediarios de crédito inmobiliario 
que no estén vinculados pero reciban comisiones 
de uno o más prestamistas informarán al prestata-
rio del derecho de éste a exigir información sobre 
los diferentes tipos y cuantías de comisión que abo-
nan los distintos prestamistas que proporcionan los 
contratos de crédito que se ofrecen al prestatario.

3.  La remuneración que, en su caso, el pres-
tatario deba abonar al intermediario de crédito 
inmobiliario por sus servicios será comunicada al 
prestamista por aquel para su inclusión en el cál-
culo de la TAE.

4.  Los intermediarios de crédito inmobiliario 
deben asegurarse de que sus representantes 
designados, cuando se pongan en contacto con el 
prestatario o antes de entablar negociaciones con 
él, le comuniquen, además de la información pre-
vista en el presente artículo, la calidad en la que 
actúan y el intermediario de crédito inmobiliario al 
que representan.
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5.  Los intermediarios de crédito inmobiliario o 
representantes designados deben presentar fiel-
mente al prestamista correspondiente la informa-
ción necesaria obtenida a través del prestatario, 
con el fin de que pueda realizarse la evaluación de 
la solvencia, sin perjuicio de lo previsto en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protec-
ción de Datos de Carácter Personal.

5.  Los intermediarios de crédito inmobiliario o 
representantes designados deben presentar fiel-
mente al prestamista correspondiente la informa-
ción necesaria obtenida a través del prestatario, 
con el fin de que pueda realizarse la evaluación de 
la solvencia, sin perjuicio de lo previsto en la legis-
lación de protección de datos personales.

Artículo 36.  Requisitos de garantía de los interme-
diarios de crédito inmobiliario.

1.  Los intermediarios de crédito inmobiliario 
deberán disponer de un seguro de responsabilidad 
civil profesional o aval bancario para hacer frente a 
las responsabilidades que pudieran surgir por negli-
gencia profesional en el ámbito territorial en el que 
ofrezcan sus servicios. Ese seguro deberá 
cubrir, entre otras cuestiones, las responsabilidades 
derivadas del incumplimiento de los deberes de 
información a los prestatarios. Las excepciones que 
puedan corresponder al asegurador contra el inter-
mediario de crédito asegurado, en ningún caso 
serán aplicables al prestatario. No obstante, en el 
caso de los intermediarios de crédito inmobiliario 
vinculados, el seguro o aval bancario puede ser 
aportado por un prestamista en cuyo nombre el 
intermediario de crédito esté facultado para actuar.

2.  El Gobierno establecerá mediante real 
decreto el importe mínimo y las condiciones que 
debe cumplir el seguro de responsabilidad civil pro-
fesional o aval bancario.

Artículo 37.  Actividad transfronteriza de los inter-
mediarios de crédito inmobiliario.

1.  El reconocimiento de un intermediario de 
crédito inmobiliario por la autoridad competente de 
su Estado miembro de origen será válido para la 
realización de las actividades y la provisión de los 
servicios contemplados en el reconocimiento, siem-
pre y cuando las actividades que el intermediario de 
crédito inmobiliario se proponga realizar estén 
amparadas por el reconocimiento, previa inscrip-
ción en el registro previsto en el artículo 28.

No obstante, los intermediarios de crédito inmo-
biliario no estarán autorizados a prestar sus servi-
cios en relación con contratos de préstamo ofreci-
dos por entidades no crediticias a prestatarios en 
un Estado miembro en el que dichas entidades no 
estén autorizadas a ejercer sus actividades.

2.  Todo intermediario de crédito inmobiliario 
registrado en el Banco de España que se proponga 
ejercer su actividad por vez primera en otro u otros 
Estados en régimen de libre prestación de servicios 
o que se proponga establecer una sucursal infor-
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mará de ello al Banco de España conforme a los 
modelos o formularios que establezca el mismo.

En el plazo de un mes a partir del momento de 
haber sido informado, el Banco de España notifi-
cará a las autoridades competentes del Estado o 
Estados miembros de acogida, en su caso, la inten-
ción del intermediario de crédito, e informará al 
mismo tiempo al intermediario interesado de dicha 
notificación. El Banco de España notificará a las 
autoridades competentes del Estado o Estados 
miembros de acogida de que se trate el prestamista 
o prestamistas a los que esté vinculado el interme-
diario de crédito y les comunicará si el prestamista 
asume o no la responsabilidad plena e incondicio-
nal de las actividades del intermediario de crédito.

El intermediario de crédito podrá iniciar su acti-
vidad un mes después de la fecha en que el Banco 
de España le haya informado de la notificación 
mencionada en el párrafo anterior.

Sección 3.ª  Representantes designados de los 
intermediarios de crédito inmobiliario

Artículo 38.  Responsabilidades de los intermedia-
rios de crédito inmobiliario respecto de los 
representantes designados.

1.  Los intermediarios de crédito inmobiliario 
garantizarán que los representantes designados 
cumplan como mínimo los requisitos enunciados en 
los artículos 29.3 y 36. No obstante, el seguro de 
responsabilidad civil profesional o aval bancario 
podrá aportarse por el intermediario de crédito 
inmobiliario en cuyo nombre esté facultado para 
actuar el representante designado.

2.  Sin perjuicio de la supervisión de los repre-
sentantes designados por la autoridad competente, 
los intermediarios de crédito inmobiliario vigilarán 
las actividades de sus representantes designados a 
fin de garantizar el pleno cumplimiento de la norma-
tiva vigente. En particular, los intermediarios de cré-
dito inmobiliario serán responsables frente a las 
autoridades competentes y frente a los prestatarios 
de supervisar el cumplimiento de los requisitos de 
conocimientos y competencia de los representantes 
designados y del personal de estos últimos.

3.  Si el representante designado lo ha sido 
por un intermediario de crédito inmobiliario vincu-
lado a un único prestamista, éste último responderá 
de toda acción u omisión del representante desig-
nado realizada en nombre del intermediario de cré-
dito inmobiliario vinculado en los ámbitos regulados 
por la presente Ley.
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En los demás casos, la responsabilidad descrita 
en el párrafo anterior será asumida por el interme-
diario de crédito inmobiliario.

Artículo  39.  Obligaciones de comunicación y 
registro de los representantes designados.

Los intermediarios de crédito inmobiliario comu-
nicarán al registro correspondiente conforme a lo 
previsto en el artículo 28 sus representantes desig-
nados y sus establecimientos, con la finalidad de 
ser inscritos en tal registro.

Artículo 40.  Actividad transfronteriza de los repre-
sentantes designados.

Los representantes designados de los interme-
diarios de crédito inmobiliario podrán realizar 
alguna de las actividades de intermediación de cré-
dito definidas en el artículo 4.5) únicamente en los 
Estados miembros en los que el intermediario de 
crédito inmobiliario del cual son representantes 
tenga reconocimiento para ejercer sus actividades.

Artículo 41.  Supervisión de representantes desig-
nados.

Las normas de supervisión previstas en los artí-
culos 33 y 34 serán aplicables a los representantes 
designados de los intermediarios de crédito inmobi-
liario.

Sección 4.ª  Prestamistas inmobiliarios

Artículo 42.  Registro.

1.  La actividad de concesión o gestión de los 
préstamos determinados en el artículo  2.1 con 
carácter profesional sólo podrá realizarse por aque-
llos prestamistas inmobiliarios debidamente inscri-
tos en el registro correspondiente conforme a los 
criterios recogidos en el artículo 28. Reglamentaria-
mente se establecerán los requisitos que deben 
cumplir para su registro.

No será preciso disponer de dicho registro para 
ejercer esa actividad por parte de una entidad de 
crédito, un establecimiento financiero de crédito o 
una sucursal en España de una entidad de crédito.

2.  El Registro Mercantil y los demás registros 
públicos denegarán la inscripción de aquellas enti-
dades cuya actividad u objeto social resulten con-
trarios a lo dispuesto en este artículo, así como de 
los actos o negocios a que se refiere el apartado 1. 
Las inscripciones realizadas contraviniendo lo ante-
rior serán nulas de pleno derecho. Dicha nulidad no 
perjudicará los derechos de terceros de buena fe, 
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adquiridos conforme al contenido de los correspon-
dientes registros.

3.  El reconocimiento y el registro de los pres-
tamistas inmobiliarios que operen o vayan a operar 
exclusivamente dentro del ámbito territorial de una 
Comunidad Autónoma corresponderá a la autoridad 
competente designada en cada Comunidad Autó-
noma, en el marco del Capítulo I de la Ley 2/2009, 
de 31 de marzo, por la que se regula la contratación 
con los consumidores de préstamos o créditos 
hipotecarios y de servicios de intermediación para 
la celebración de contratos de préstamo o crédito.

4.  Los prestamistas inmobiliarios que operen 
o vayan a operar fuera del ámbito territorial de una 
única Comunidad Autónoma deberán estar registra-
dos por el Banco de España, previa verificación de 
los requisitos establecidos en la presente Ley y sus 
normas de desarrollo, conforme a lo previsto en los 
artículos 27 a 30.

5.  El Banco de España o la autoridad compe-
tente en cada Comunidad Autónoma, conforme a lo 
previsto en los apartados 3 y 4 de este artículo, 
podrán revocar el reconocimiento concedido a cual-
quier prestamista inmobiliario en los términos pre-
vistos en el artículo 32.

Artículo 43.  Supervisión de los prestamistas inmo-
biliarios.

El Banco de España o la autoridad competente 
de cada Comunidad Autónoma, según corresponda 
conforme a lo dispuesto para el registro en el artí-
culo anterior, supervisará el cumplimiento perma-
nente de las obligaciones y los requisitos indicados 
en esta Ley y su normativa de desarrollo por parte 
de los prestamistas inmobiliarios.

CAPÍTULO IV CAPÍTULO IV

Régimen sancionador de los prestamistas, 
intermediarios de crédito y sus representantes 

designados

Régimen sancionador de los intermediarios de 
crédito, sus representantes designados y los 

prestamistas inmobiliarios

Artículo 44.  Carácter de normas de ordenación y 
disciplina.

1.  Las obligaciones establecidas en esta Ley y 
sus normas de desarrollo tendrán el carácter de 
normas de ordenación y disciplina para los interme-
diarios de crédito inmobiliario, sus representantes 
designados y los prestamistas inmobiliarios, ya 
sean personas físicas o jurídicas cualquiera de los 
anteriores.

2.  En sus relaciones con el prestatario, los 
intermediarios de crédito, sus representantes desig-
nados, las sociedades tasadoras, los tasadores 
colegiados y los prestamistas inmobiliarios también 
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están obligados por la legislación sobre derechos 
de los consumidores y usuarios.

3.  Cualquier pacto entre el prestatario y los 
prestamistas, intermediarios de crédito o sus repre-
sentantes designados cuya finalidad, o efecto sea 
reducir o menoscabar en cualquier forma la protec-
ción otorgada por esta Ley, se considerará nulo de 
pleno derecho.

Artículo 45.  Obligaciones tuitivas y disuasorias de 
las administraciones públicas.

Las Administraciones Públicas velarán en todo 
momento por la correcta aplicación de la legislación 
en materia inmobiliaria e hipotecaria, especialmente 
en lo concerniente a las operaciones inmobiliarias 
sobre vivienda habitual o en las que sean partícipes 
los consumidores, adoptando las medidas de disua-
sión y sanción previstas en la Ley para evitar actua-
ciones irregulares por parte de intermediarios de 
crédito inmobiliario, sus representantes designa-
dos, sociedades tasadoras y los prestamistas inmo-
biliarios.

Artículo 46.  Infracciones.

1.  Son infracciones muy graves:

a)  La realización de actos u operaciones por 
parte de un prestamista, intermediario o su 
representante designado o una sucursal en España, 
conforme al artículo 32.2, con incumplimiento de las 
obligaciones previstas en esta Ley y en su 
normativa de desarrollo, siempre que por el número 
de afectados, la reiteración de la conducta o los 
efectos sobre la confianza de la clientela y la 
estabil idad del sistema financiero tales 
incumplimientos puedan estimarse como 
especialmente relevantes, conforme al apartado x) 
del artículo 92 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades 
de crédito.

a)  La realización de actos u operaciones por 
parte de un prestamista, intermediario o su 
representante designado o una sucursal en España 
con incumplimiento de las obligaciones previstas 
en esta Ley y en su normativa de desarrollo, 
siempre que por el número de afectados, la 
reiteración de la conducta o los efectos sobre la 
confianza de la clientela y la estabilidad del sistema 
financiero tales incumplimientos puedan estimarse 
como especialmente relevantes, conforme al 
apartado x) del artículo 92 de la Ley 10/2014, de 26 
de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito.

b)  La realización reiterada y con carácter pro-
fesional de actos o negocios señalados en los artí-
culos 2 y 4.5) por parte de un prestamista o inter-
mediario inmobiliario sin estar previamente 
registrado en la forma y con los requisitos exigidos 
por la presente Ley.

c)  El incumplimiento por parte de un presta-
mista o intermediario de crédito inmobiliario del 
deber de confidencialidad sobre los datos recibidos 
de la Central de Información de Riesgos, su uso 
para fines diferentes de los previstos en la norma-
tiva reguladora de la misma, o la solicitud de infor-
mes sobre personas titulares de riesgos fuera de 
los casos expresamente autorizados en la citada 
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normativa. Todo ello salvo que, por el número de 
afectados o por la importancia de la información, 
tales incumplimientos puedan estimarse poco rele-
vantes.

2.  Son infracciones graves:

a)  La realización de actos u operaciones por 
parte de un prestamista, intermediario o represen-
tante designado o una sucursal en España, con-
forme al artículo 33.2, con incumplimiento de las 
obligaciones señaladas en esta Ley y en su norma-
tiva de desarrollo, si no se dan las circunstancias 
descritas en el anterior apartado 1.a), salvo que 
tales hechos tengan carácter ocasional o aislado.

a)  La realización de actos u operaciones por 
parte de un prestamista, intermediario o represen-
tante designado o una sucursal en España con 
incumplimiento de las obligaciones señaladas en 
esta Ley y en su normativa de desarrollo, si no se 
dan las circunstancias descritas en el anterior apar-
tado 1.a), salvo que tales hechos tengan carácter 
ocasional o aislado.

b)  La no remisión por parte de un prestamista 
o intermediario de crédito inmobiliario al Banco de 
España de los datos o documentos que deban serle 
remitidos o que el mismo requiera en el ejercicio de 
sus funciones en aplicación de lo previsto en el 
Capítulo IV de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 
de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, o 
su remisión incompleta o inexacta. A los efectos de 
esta letra se entenderá, asimismo, como falta de 
remisión, la remisión extemporánea fuera del plazo 
previsto en la norma correspondiente o del plazo 
concedido por el órgano competente al efectuar, en 
su caso, el oportuno requerimiento.

	 b) La no remisión por parte de un presta-
mista o intermediario de crédito inmobiliario al 
Banco de España de los datos o documentos que 
deban serle remitidos o que el mismo requiera en el 
ejercicio de sus funciones en aplicación de lo pre-
visto en el Capítulo VI de la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema 
Financiero, o su remisión incompleta o inexacta. A 
los efectos de esta letra se entenderá, asimismo, 
como falta de remisión, la remisión extemporánea 
fuera del plazo previsto en la norma correspon-
diente o del plazo concedido por el órgano compe-
tente al efectuar, en su caso, el oportuno requeri-
miento.

c)  El incumplir el deber de confidencialidad 
sobre los datos recibidos de la Central de Informa-
ción de Riesgos, su uso para fines diferentes de los 
previstos en la normativa reguladora de la misma, o 
la solicitud de informes sobre personas titulares de 
riesgos fuera de los casos expresamente autoriza-
dos en dicha Ley, siempre que ello no suponga una 
infracción muy grave de conformidad con lo dis-
puesto en el apartado anterior.

3.  Son infracciones leves el incumplimiento de 
cualquier precepto de esta Ley o sus normas de 
desarrollo que no constituya infracción grave o muy 
grave de las señaladas en los dos apartados ante-
riores, de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 94 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de orde-
nación, supervisión y solvencia de entidades de 
crédito.

Artículo 47.  Sanciones.

1.  La comisión de infracciones muy graves, 
graves y leves será sancionada, respectivamente, 
conforme a lo previsto en los artículos 97, 98 y 99 
de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito.
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2.  Las sanciones previstas en el apartado 
anterior se entenderán sin perjuicio de la aplicación 
de las correspondientes sanciones que pudieran 
imponerse a quienes ejerzan cargos de administra-
ción o dirección en las personas jurídicas infracto-
ras conforme a los artículos 100, 101, 102, 104 
y 105 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordena-
ción, supervisión y solvencia de entidades de cré-
dito.

3.  La determinación de las sanciones se ajus-
tará a los criterios previstos en el artículo 103 de la 
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, super-
visión y solvencia de entidades de crédito.

4.  Cuando se apliquen a intermediarios de 
crédito inmobiliario, a prestamistas inmobiliarios 
distintos de entidades de crédito, los importes fijos 
de las multas señalados en los artículos 97, 98 y 99 
de la Ley 10/2014, de 26 de junio, se entenderán 
reducidos del modo siguiente:

a)  la multa de entre 5.000.000 y 10.000.000 
de euros señalada en el artículo 97.1.a) 2.º pasará 
a ser de entre 500.000 y 1.000.000 de euros,

b)  la multa de entre 2.000.000 y 5.000.000 de 
euros señalada en el artículo 98.1.b) pasará a ser 
de entre 200.000 y 500.000 euros, y

c)  la multa de entre 100.000 y 1.000.000 de 
euros señalada en el artículo 99.1.b) pasará a ser 
de entre 10.000 y 100.000 euros.

5.  La apertura de un expediente sancionador 
no limitará ni afectará en modo alguno a las accio-
nes que los prestatarios puedan iniciar exigiendo la 
responsabilidad del intermediario. De igual modo, la 
apertura de un expediente sancionador no limitará 
las acciones que el prestatario pueda iniciar frente 
al prestamista.

Artículo 48.  Órganos competentes, procedimiento 
y prescripción.

1.  El régimen aplicable a la determinación del 
órgano competente, al procedimiento sancionador, 
a la prescripción de las infracciones y las sancio-
nes, a la concurrencia con procedimientos penales, 
a las medidas provisionales y al régimen de publici-
dad de las sanciones, en particular, será el previsto 
en el Capítulo IV del Título IV de la Ley 10/2014, 
de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solven-
cia de entidades de crédito.

2.  En el caso de intermediarios de crédito 
inmobiliario y de prestamistas inmobiliarios que 
operen exclusivamente en el ámbito de una Comu-
nidad Autónoma, corresponderá a ésta determinar 
los órganos competentes para la incoación y reso-
lución del procedimiento sancionador por los incum-
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plimientos de las obligaciones establecidas en la 
presente Ley y sus disposiciones de desarrollo.

3.  En el caso de la infracción prevista en el 
artículo 46.1.b), la incoación y resolución del proce-
dimiento sancionador corresponderá al Banco de 
España o al órgano correspondiente de la Comuni-
dad Autónoma, conforme los criterios previstos en 
los artículos 28 o 42.3, ya se trate una persona 
física o jurídica.

4.  El Banco de España será competente para 
la incoación y resolución del procedimiento sancio-
nador en relación con las infracciones recogidas en 
el artículo 46.1.c) y 46.2.b) y c), con independencia 
del registro en el que se encuentre inscrito el inter-
mediario de crédito inmobiliario o el prestamista 
inmobiliario.

Artículo 49.  Registro central de sanciones en el 
ámbito del crédito inmobiliario.

1.  Para el control y publicidad de las sancio-
nes impuestas de conformidad con lo dispuesto en 
este Capítulo se establecerá en el Banco de 
España un único registro público. Los órganos com-
petentes para la imposición de las sanciones comu-
nicarán trimestralmente de forma telemática aque-
llas sanciones que en el trimestre inmediatamente 
anterior hayan devenido firmes.

2.  Los órganos competentes publicarán tri-
mestralmente en el «Boletín Oficial del Estado» o el 
Boletín oficial de su Comunidad Autónoma, según 
el caso, las sanciones que hayan devenido firmes, 
siempre que el órgano sancionador así lo acuerde, 
de conformidad con la normativa sobre publicidad 
de las sanciones que resulte aplicable.

3.  En la inscripción que se efectúe en el regis-
tro previsto en el apartado  1, deberá figurar, al 
menos, la denominación del prestamista, el tipo de 
infracción, la sanción impuesta, y las fechas de 
comisión de la infracción y de la firmeza de la san-
ción impuesta.

Disposición adicional primera.  Autoridad indepen-
diente para velar por la protección y transparen-
cia en la contratación inmobiliaria.

Las quejas y reclamaciones que presenten los 
potenciales prestatarios, prestatarios o garantes 
que estén relacionadas con sus intereses y dere-
chos legalmente reconocidos, y que deriven de pre-
suntos incumplimientos de esta Ley, de sus normas 
de desarrollo, de los estándares o de las buenas 
prácticas y usos financieros que resulten aplicables, 
serán resueltas por la entidad de resolución de liti-
gios de consumo en el sector financiero a la que 
hace referencia la disposición adicional primera de 
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la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Direc-
tiva  2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la reso-
lución alternativa de litigios en materia de consumo.

Disposición adicional segunda.  Cooperación con 
otras autoridades supervisoras competentes.

1.  El Banco de España cooperará con las 
autoridades supervisoras competentes de otros 
Estados miembros de la Unión Europea siempre 
que sea necesario para llevar a cabo las funciones 
establecidas en virtud del Capítulo III, haciendo uso 
a tal fin de las facultades que les atribuya la pre-
sente Ley y su normativa de desarrollo.

El Banco de España prestará ayuda a las auto-
ridades supervisoras competentes de los demás 
Estados miembros de la Unión Europea, y en parti-
cular, intercambiará información y colaborará en 
toda investigación o en las actividades de supervi-
sión.

Cuando el Banco de España intercambie infor-
mación con otras autoridades supervisoras compe-
tentes con arreglo a la presente Ley podrá indicar 
en el momento de la comunicación que dicha infor-
mación solo puede divulgarse si cuenta con su con-
sentimiento expreso, en cuyo caso la información 
únicamente podrá intercambiarse para los fines que 
haya autorizado.

El Banco de España podrá transmitir la informa-
ción recibida a las demás autoridades supervisoras 
competentes. Sin embargo, solo podrá transmitir 
esa información a otros organismos o personas físi-
cas o jurídicas cuando las autoridades supervisoras 
competentes que hayan transmitido la información 
den su consentimiento expreso y únicamente para 
los fines aprobados por dichas autoridades, excepto 
en circunstancias debidamente justificadas, en cuyo 
caso informará inmediatamente de ello a la autori-
dad competente que facilitó la información.

2.  El Banco de España solo podrá negarse a 
dar curso a una solicitud de cooperación en una 
actividad de investigación o supervisión, o a inter-
cambiar información conforme a lo previsto en esta 
disposición adicional en caso de que:

a)  la investigación, la verificación in situ, la 
actividad de supervisión o el intercambio de infor-
mación puedan atentar contra la soberanía de 
España, la seguridad o el orden público,

b)  se haya incoado ya un procedimiento judi-
cial o arbitral en España por los mismos hechos y 
contra las mismas personas, o
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c)  haya recaído sentencia firme en España 
con respecto a las mismas personas y los mismos 
hechos.

En caso de denegación, el Banco de España lo 
notificará debidamente a la autoridad competente 
solicitante, facilitando la mayor información posible 
al respecto.

3.  El Banco de España podrá remitir a la Auto-
ridad Europea de Supervisión (ABE) los casos en 
que una solicitud de cooperación, en particular el 
intercambio de información, haya sido denegada o 
no haya recibido respuesta en un plazo razonable, 
y solicitar la asistencia de la ABE de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 19 del Reglamento 
(UE) n.º 1093/2010.

3.  El Banco de España podrá remitir a la 
Autoridad Bancaria Europea (ABE) los casos en 
que una solicitud de cooperación, en particular el 
intercambio de información, haya sido denegada o 
no haya recibido respuesta en un plazo razonable, 
y solicitar la asistencia de la ABE de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 19 del Reglamento 
(UE) n.º 1093/2010.

En tales casos, la ABE podrá actuar con arreglo 
a los poderes que le confiere dicho artículo, y toda 
decisión vinculante que adopte de conformidad con 
dicho artículo será vinculante para las autoridades 
supervisoras competentes, con independencia de 
que dichas autoridades sean miembros de la ABE o 
no.

4.  La autoridad competente informará a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores y a la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensio-
nes, según corresponda, cuando en el ejercicio de 
sus competencias tenga conocimiento de posibles 
irregularidades en la comercialización de productos 
y servicios financieros que sean objeto de venta 
combinada junto con préstamos, al objeto de coor-
dinar sus actuaciones de supervisión.

Disposición adicional tercera.  Educación finan-
ciera.

1.  El Banco de España, las Comunidades 
Autónomas y los Entes Locales, promoverán medi-
das de fomento de la educación de los consumido-
res sobre los riesgos que pueden derivarse de la 
contratación de préstamos, y la gestión de deudas, 
en particular en relación con los contratos de prés-
tamo inmobiliario, los derechos que ostentan los 
consumidores, su forma de ejercicio, las obligacio-
nes que recaen sobre las entidades de crédito, los 
prestamistas, los intermediarios inmobiliarios y las 
sociedades de tasación.

1.  El Ministerio de Economía y Empresa, el 
Banco de España, las Comunidades Autónomas y 
los Entes Locales, promoverán medidas de fomento 
de la educación de los consumidores sobre los ries-
gos que pueden derivarse de la contratación de 
préstamos, y la gestión de deudas, en particular en 
relación con los contratos de préstamo inmobiliario, 
los derechos que ostentan los consumidores, su 
forma de ejercicio, las obligaciones que recaen 
sobre las entidades de crédito, los prestamistas, los 
intermediarios inmobiliarios y las sociedades de 
tasación.

2.  El Banco de España elaborará y mantendrá 
actualizada una «Guía de Acceso al Préstamo 
Hipotecario» y una «Guía de Acceso a la Hipoteca 
Inversa». Los prestamistas e intermediarios de cré-
dito inmobiliario tendrán dichas guías a disposición 
de los prestatarios en la forma que se determine 
por la persona titular del Ministerio de Economía y 
Empresa. En todo caso, se incorporará una referen-
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cia a la web del Banco de España en los folletos 
informativos.

Disposición adicional cuarta.  Conservación de 
documentación precontractual.

Las personas que realicen las actividades regu-
ladas en esta Ley estarán obligadas a conservar los 
documentos en los que se plasme la información 
precontractual entregada al prestatario en cumpli-
miento de las obligaciones establecidas en esta Ley 
y su normativa de desarrollo, al objeto de acreditar 
el cumplimiento de dichas obligaciones, durante un 
plazo mínimo de 6 años desde el momento de la 
finalización de los efectos del contrato respecto del 
prestatario. Al final de dicho periodo, notificarán al 
prestatario de manera fehaciente su derecho a reci-
bir dicha documentación y, si éste la requiere, la 
pondrán a su disposición. La misma obligación ten-
drán respecto de la información precontractual rela-
tiva a productos o servicios que sean objeto de 
venta vinculada o combinada exigida por la norma-
tiva sectorial correspondiente en cada caso.

En el caso de subrogación o de cesión, el pres-
tamista que suscribió el préstamo deberá seguir 
conservando la documentación precontractual 
durante el plazo señalado en el párrafo anterior y 
trasladar al cesionario o prestamista que se 
subroga, en el caso que le fuera requerida por éste 
y a costa de éste, copia de la misma. Tanto el pres-
tamista inicial como el prestamista que se subroga 
o el cesionario estarán obligados a facilitar dicha 
documentación al prestatario, si es reclamada por 
éste.

Disposición adicional quinta.  Desarrollo autonó-
mico.

Sin perjuicio del desarrollo de la legislación 
básica estatal que realicen las Comunidades Autó-
nomas en el ejercicio de las competencias asumi-
das estatutariamente, la información precontractual 
a facilitar a los prestatarios debe ser homogénea, 
en aras de la unidad de mercado, de tal forma que 
puedan valorar adecuadamente las diferencias 
entre unas ofertas y otras en todo el territorio espa-
ñol, por lo que la normativa autonómica deberá res-
petar los modelos normalizados de información que 
se establezcan por la normativa básica, y no podrá 
exigir adicionar documentación complementaria 
que pueda producir confusión en el prestatario y 
distorsione el objeto de la normativa básica de 
transparencia.
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Disposición adicional sexta.  Supuestos de subro-
gación de deudor y novación modificativa del 
contrato de préstamo.

Las disposiciones previstas en esta Ley serán 
de aplicación a los supuestos de subrogación de 
deudor en la obligación personal cuando la misma 
se produzca con ocasión de la transmisión del bien 
hipotecado y a los de novación modificativa del con-
trato de préstamo.

Disposición adicional séptima.  Obligaciones del 
empresario con ocasión de la transmisión del 
inmueble hipotecado.

El empresario que, con ocasión de la transmi-
sión de un inmueble hipotecado, vaya a pactar con 
el comprador la subrogación de éste en la obliga-
ción personal de un préstamo inmobiliario sujeto a 
esta Ley, debe comunicarlo al prestamista con al 
menos 30 días de antelación a la fecha de la firma 
prevista, al objeto de que el prestamista pueda rea-
lizar el necesario análisis de su solvencia y dar 
cumplimiento a los requisitos de información pre-
contractual y el resto de las obligaciones exigidas 
en esta Ley y su desarrollo reglamentario, dando 
tiempo al potencial prestatario a buscar alternativas 
de financiación hipotecaria.

Disposición adicional octava.  Obligaciones de 
notarios y registradores con ocasión de la auto-
rización e inscripción del préstamo hipotecario.

El notario autorizante de una escritura de prés-
tamo sujeto a la presente Ley entregará o remitirá 
telemáticamente al prestatario sin coste copia sim-
ple de aquella. Los registradores de la propiedad 
remitirán también gratuitamente y de forma telemá-
tica al prestatario nota simple literal de la inscripción 
practicada y de la nota de despacho y calificación, 
con indicación de las cláusulas no inscritas y con la 
motivación de su respectiva suspensión o denega-
ción.

En la escritura se hará constar una dirección de 
correo electrónico del prestatario para la práctica de 
estas comunicaciones.

Disposición adicional novena.  Honorarios notaria-
les y registrales en la subrogación o en la nova-
ción modificativa de préstamos hipotecarios por 
cambio de tipo de interés variable a fijo.

Para el cálculo de los honorarios notariales de 
las escrituras de subrogación de un tercero en los 
derechos del acreedor o de novación modificativa 
de los créditos o préstamos hipotecarios incluidos 
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en el ámbito de aplicación de esta Ley en las que 
se sustituya un tipo de interés variable por uno fijo, 
con o sin bonificaciones en el mismo, se aplicará lo 
dispuesto en la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre 
subrogación y modificación de préstamos hipoteca-
rios.

Disposición adicional décima.  Régimen de valora-
ción de bienes inmuebles.

1.  El Gobierno aprobará en el plazo de seis 
meses desde la entrada en vigor de esta norma el 
régimen de homologación de aquellos profesiona-
les que puedan realizar tasaciones de conformidad 
con lo previsto en el artículo 13 de esta Ley.

2.  El Ministerio de Economía y Empresa eva-
luará, en el plazo de seis meses, la conveniencia de 
modificar la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, 
sobre normas de valoración de bienes inmuebles y 
de determinados derechos para ciertas finalidades 
financieras, con la finalidad de incorporar, adicional-
mente a las ya previstas, otras tipologías avanza-
das de tasación.

Disposición adicional undécima.  Adhesión al 
«Código de Buenas Prácticas para la reestruc-
turación viable de las deudas con garantía hipo-
tecaria sobre la vivienda habitual».

1.  Todas las entidades que a la entrada en 
vigor de esta Ley se encontrasen adheridas al 
«Código de Buenas Prácticas para la reestructura-
ción viable de las deudas con garantía hipotecaria 
sobre la vivienda habitual», regulado en el anexo 
del Real Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, de 
conformidad con la redacción vigente en el 
momento de su adhesión, se considerarán adheri-
das al mencionado Código en la redacción dada en 
esta Ley, salvo que en el plazo de un mes desde su 
entrada en vigor comuniquen expresamente a la 
Secretaría General del Tesoro y Financiación Inter-
nacional el acuerdo de su órgano de administración 
por el que solicitan mantenerse en el ámbito de 
aplicación de la versión previa que corresponda.

2.  En los diez días siguientes al transcurso del 
plazo de un mes establecido en el apartado ante-
rior, la Secretaria de Estado de Economía y Apoyo 
a la Empresa, mediante resolución, ordenará la 
publicación del listado de entidades adheridas en la 
sede electrónica de la Secretaría General del 
Tesoro y Financiación Internacional y en el «Boletín 
Oficial del Estado». Las posteriores variaciones se 
publicarán trimestralmente en la sede electrónica 
de la Secretaría General del Tesoro y Política 
Financiera y en el «Boletín Oficial del Estado», 
salvo que no hubiera modificación alguna.
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Disposición adicional duodécima.  Información en 
materia de contratos de crédito al consumo.

En los mismos términos que los indicados en el 
artículo 12 de la presente Ley y de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, los prestamistas 
podrán consultar el historial crediticio del cliente o 
deudor y, en caso de conceder el crédito o prés-
tamo, comunicar a las entidades privadas de infor-
mación crediticia los datos que correspondan, todo 
ello en cumplimiento de lo dispuesto en los artícu-
los 14 y 15 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de 
contratos de crédito al consumo, y del artículo 29 
de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sos-
tenible.

En los mismos términos que los indicados en el 
artículo 12 de la presente Ley y de conformidad con 
lo dispuesto en la legislación de protección de 
datos personales, los prestamistas podrán consul-
tar el historial crediticio del cliente o deudor y, en 
caso de conceder el crédito o préstamo, comunicar 
a las entidades privadas de información crediticia 
los datos que correspondan, todo ello en cumpli-
miento de lo dispuesto en los artículos 14 y 15 de la 
Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito 
al consumo, y del artículo 29 de la Ley 2/2011, de 4 
de marzo, de Economía Sostenible.

Disposición adicional  decimotercera 
(nueva).  Crédito Verde como medida de 
apoyo y fomento en eficiencia energética y 
uso de fuentes de energía renovable en edi-
ficios.

Se crea la figura del Crédito Verde como 
medida adicional de estímulo para la canaliza-
ción de capital privado en la financiación de 
proyectos de inversión en eficiencia energética, 
ahorro de agua y uso y almacenamiento de 
energías de fuente renovable en cualquier tipo-
logía de edificio y en atención al interés general 
e impacto que tales proyectos tienen sobre la 
lucha contra el cambio climático y el bienestar 
social.

1.  Será el Crédito Verde la garantía real 
establecida sobre un bien susceptible de ser 
inscrito en un registro de la propiedad que se 
otorgue en garantía para el repago de una finan-
ciación relacionada con un Proyecto Cualificado 
y exclusivamente por el importe destinado al 
mismo, si fuera el caso de que forma parte de 
un paquete de financiación más extenso que 
comprende la adquisición, construcción o 
reforma del inmueble o conjunto de inmuebles.

2.  «Proyecto Cualificado»: significa (i) la 
instalación o modificación de una Mejora Cuali-
ficada en el terreno o la edificación, que genera 
ahorros medibles en gasto energético y/o agua 
calculados sobre una Base de Coste energético 
y agua, y es llevada a cabo por un Contratista 
Cualificado, así como (ii) la financiación de una 
Mejora Cualificada a través de un contrato de 
compra de energía a largo plazo o (iii) en edifi-
cios en construcción, aquellas inversiones 
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necesarias para obtener la más alta calificación 
en su certificado de eficiencia energética.

3.  «Mejora Cualificada»: significa una 
mejora permanente de un inmueble que sirve 
para reducir el consumo o la demanda de agua 
o energía, calculada sobre su Base de Coste 
energético y agua, incluyendo productos, dispo-
sitivos o conjuntos interactivos de productos o 
dispositivos del lado del cliente que usan tecno-
logía energética y/o fuentes renovables para 
generar o almacenar electricidad, aportar ener-
gía térmica, regular la temperatura o servir de 
aislamiento.

4.  «Base de Coste energético y agua»: será 
la media mensual ponderada del consumo y 
coste efectivamente incurrido en los últimos 
cinco años del edificio o de edificios similares 
en la misma zona. Las compañías eléctricas, de 
gas y comercializadoras deberán facilitar a las 
entidades administradoras de programas PACE 
los datos relativos a tales medias.

5.  «Contratista Cualificado»: el contratista 
o sus subcontratistas deberán cumplir los 
siguientes estándares:

a)  Tener la experiencia y todas las cualifi-
caciones técnicas, recursos, personal y finan-
cieros necesarios y suficientes para planear, 
ejecutar y responder de las responsabilidades 
asumidas en el Proyecto Cualificado.

b)  Estar al corriente y contar con todas las 
licencias, registros y certificaciones requeridas 
por la normativa para el desarrollo de su fin 
social y del Proyecto Cualificado.

c)  Estar al corriente de todas sus obliga-
ciones fiscales y laborales y contar y estar al 
corriente en el pago de las comisiones y primas 
de las garantías y seguros necesarios o conve-
nientes en relación a la ejecución de Proyectos 
Cualificados.

d)  Tener aprobado y vigente un código 
ético relativo a sus políticas de captación de 
clientes, transparencia y profesionalidad en la 
ejecución de sus proyectos, controles en la 
contratación de material, equipos y subcontra-
tistas, medidas anticorrupción y en general 
todos aquellos otros aspectos recomendados 
por la asociación profesional de su sector.

6.  El Crédito Verde gozará de los privile-
gios de los créditos refaccionarios en cuanto a 
la posibilidad de su anotación preventiva tele-
mática en el registro de la propiedad sin necesi-
dad de otorgamiento de escritura pública y se 
podrá solicitar la conversión de la anotación en 
inscripción definitiva con efectos ejecutivos 
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desde la fecha de su anotación preventiva, en 
cualquier momento durante la vigencia de la 
financiación, a instancias del prestamista, y 
dicha conversión estará exenta del Impuesto de 
Actos Jurídicos Documentados.

7.  La anotación preventiva del Crédito 
Verde deberá venir acompañada, para ser admi-
tida en los registros, de una certificación de una 
entidad de verificación acreditada por el IDAE 
sobre la idoneidad del Proyecto Cualificado a 
efectos de los parámetros que se establezcan 
reglamentariamente.

Disposición transitoria primera.  Contratos preexis-
tentes.

1.  Esta Ley no será de aplicación a los contra-
tos de préstamo suscritos con anterioridad a su 
entrada en vigor.

2.  No obstante, las previsiones de esta Ley 
resultarán de aplicación a aquellos contratos cele-
brados con anterioridad si son objeto de novación o 
de subrogación con posterioridad a su entrada en 
vigor. En particular, el prestamista deberá informar 
al prestatario en los términos señalados en el artí-
culo  14 de aquellos contenidos que hayan sido 
objeto de modificación respecto de lo contratado 
inicialmente.

3.  Cualquiera que sea el momento en el 
que se hubiera celebrado el contrato, el presta-
tario siempre tendrá derecho de reembolso anti-
cipado en el supuesto previsto en el apartado 6 
del artículo 23.

4.  Para los contratos anteriores a la entrada 
en vigor de esta Ley en los que se incluyan 
cláusulas de vencimiento anticipado, será de 
aplicación lo previsto en el artículo 24 de esta Ley, 
salvo que la previsión que contengan resulte más 
favorable para el deudor. Sin embargo, no será de 
aplicación este artículo a los contratos cuyo 
vencimiento anticipado se hubiera producido con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, se 
hubiese instado o no un procedimiento de ejecución 
hipotecaria para hacerlo efectivo, y estuviera este 
suspendido o no.

4.  Para los contratos anteriores a la entrada 
en vigor de esta Ley en los que se incluyan 
cláusulas de vencimiento anticipado, será de 
aplicación lo previsto en el artículo 24 de esta Ley, 
salvo que el deudor alegara que la previsión que 
contiene resulta más favorable para él. Sin 
embargo, no será de aplicación este artículo a los 
contratos cuyo vencimiento anticipado se hubiera 
producido con anterioridad a la entrada en vigor de 
esta Ley, se hubiese instado o no un procedimiento 
de ejecución hipotecaria para hacerlo efectivo, y 
estuviera este suspendido o no.
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Disposición transitoria segunda.  Reconocimiento 
de intermediarios de crédito inmobiliario y pres-
tamistas inmobiliarios preexistentes.

Los intermediarios de crédito inmobiliario, sus 
representantes designados, y los prestamistas 
inmobiliarios, que a la entrada en vigor de esta Ley 
vinieran realizando las actividades definidas en el 
artículo 2.1, deberán solicitar su reconocimiento en 
el plazo de seis meses conforme a lo dispuesto en 
los artículos 27 y 42.

Los intermediarios de crédito inmobiliario, sus 
representantes designados, y los prestamistas 
inmobiliarios, que a la entrada en vigor de esta Ley 
vinieran realizando las actividades definidas en el 
artículo 2.1, deberán solicitar su reconocimiento en 
el plazo de seis meses conforme a lo dispuesto en 
los artículos 27, 39 y 42.

A estos efectos, los intermediarios de crédito 
inmobiliario, sus representantes designados, y los 
prestamistas inmobiliarios deberán realizar una 
evaluación del cumplimiento de los requisitos para 
su inscripción con carácter previo a solicitar la 
misma, la cual deberán adjuntar a su solicitud de 
registro.

Disposición transitoria tercera.  Régimen especial 
en los procesos de ejecución en curso a la 
entrada en vigor de la Ley 1/2013, de 14 de 
mayo, de medidas para reforzar la protección a 
los deudores hipotecarios, reestructuración de 
deuda y alquiler social.

1.  En los procedimientos ejecutivos en curso a 
la entrada en vigor de esta Ley en los que al entrar 
en vigor la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas 
para reforzar la protección a los deudores hipoteca-
rios, reestructuración de deuda y alquiler social, 
hubiera transcurrido el periodo de oposición de diez 
días previsto en el artículo 556.1 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, las partes ejecutadas dispondrán 
nuevamente del plazo señalado en dicho artículo 
para formular un incidente extraordinario de oposi-
ción basado en la existencia de las causas de opo-
sición previstas en el apartado 7.ª del artículo 557.1 
y 4.ª del artículo 695.1 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

2.  Dicho plazo preclusivo se computará desde 
el día siguiente a la notificación de la resolución por 
la que se comunique a las partes ejecutadas la 
posibilidad de formular incidente extraordinario en 
los términos indicados en el apartado anterior. Esta 
notificación deberá realizarse en el plazo de quince 
días naturales a contar desde la entrada en vigor de 
esta Ley.

3.  La formulación del incidente de oposición 
tendrá como efecto la suspensión del curso del pro-
ceso hasta la resolución del incidente, conforme a 
lo previsto en los artículos 558 y siguientes y 695 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

4.  Este artículo se aplicará a todo procedi-
miento ejecutivo que no haya culminado con la 
puesta en posesión del inmueble al adquirente con-
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forme a lo previsto en el artículo 675 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, siempre que en su día no se 
hubiera notificado personalmente al ejecutado de 
la posibilidad de formular un incidente extraordina-
rio de oposición basado en la existencia de las 
causas de oposición previstas en el apartado 7.ª 
del artículo 557.1 y 4.ª del artículo 695.1 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, ni se hubiera formulado 
por el ejecutado incidente extraordinario de oposi-
ción, conforme a lo recogido en la Disposición 
transitoria cuarta de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, 
ni se hubiere admitido la oposición del ejecutado 
con base en la sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea de 29 de octubre de 2015 o 
cuando el juez de oficio ya hubiera analizado la 
abusividad de las cláusulas contractuales.

Disposición transitoria cuarta.  Ficha de Informa-
ción Personalizada de la Orden EHA/2899/2011, 
de 28 de octubre, de transparencia y protección 
del cliente de servicios bancarios.

Hasta el 21 de marzo de 2019 los prestamistas 
podrán seguir utilizando la Ficha de Información 
Personalizada prevista en el artículo 22 y el Anexo 
II de la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de 
transparencia y protección del cliente de servicios 
bancarios, en lugar de la Ficha Europea de Informa-
ción Normalizada (FEIN) señalada en el artí-
culo 10.2 de esta Ley, así como la Ficha de Infor-
mación Precontractual prevista en el artículo 21 y 
en el Anexo I de dicha Orden.

Disposición transitoria quinta.  Régimen transitorio 
para la resolución de quejas y reclamaciones.

Hasta la entrada en vigor de la Ley prevista en 
la disposición adicional primera de la Ley 7/2017, 
de 2 de noviembre, por la que se incorpora al orde-
namiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo, el servicio de recla-
maciones del Banco de España, regulado en el artí-
culo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de 
Medidas de Reforma del Sistema Financiero, aten-
derá las quejas y reclamaciones que presenten los 
potenciales prestatarios, prestatarios o garantes, 
que estén relacionadas con sus intereses y dere-
chos legalmente reconocidos, y que deriven de pre-
suntos incumplimientos por las entidades reclama-
das, de la normativa de transparencia y protección 
de la clientela o de las buenas prácticas y usos 
financieros.
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Disposición derogatoria.

Queda derogado el artículo 6 de la Ley 1/2013, 
de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protec-
ción a los deudores hipotecarios, reestructuración 
de deuda y alquiler social, y cuantas disposiciones 
de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 
en la presente Ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 
Hipotecaria.

La Ley Hipotecaria queda modificada como 
sigue:

Uno.  El artículo  12 queda redactado del 
siguiente modo:

«En la inscripción del derecho real de hipoteca 
se expresará el importe del principal de la deuda y, 
en su caso, el de los intereses pactados, o, el 
importe máximo de la responsabilidad hipotecaria, 
identificando las obligaciones garantizadas, cual-
quiera que sea la naturaleza de éstas y su dura-
ción.

Las cláusulas de vencimiento anticipado y 
demás cláusulas financieras de las obligaciones 
garantizadas por la hipoteca, cualquiera que sea la 
entidad acreedora, en caso de calificación registral 
favorable de las mismas y de las demás cláusulas 
de trascendencia real, se harán constar en el 
asiento en los términos que resulten de la escritura 
de formalización.»

Dos (nuevo). Se añade un apartado octavo 
bis al artículo 42, con la siguiente redacción:

«Octavo. bis.  El acreedor del crédito para 
un proyecto de eficiencia energética y uso de 
fuentes de energías renovables a realizar sobre 
el inmueble objeto de garantía.»

Tres (nuevo).  Se modifica el artículo  44, 
quedando con la siguiente redacción:

«El acreedor que obtenga anotación a su 
favor en los casos de los números segundo, ter-
cero, cuarto y octavo.bis del artículo cuarenta y 
dos, tendrá para el cobro de su crédito la prefe-
rencia establecida en el artículo  1.923 del 
Código Civil.»

Cuatro (nuevo).  Se suprime la parte refe-
rida a los créditos refaccionarios, del artí-
culo 55, quedando con la siguiente redacción:

«La anotación preventiva de los legados no 
se decretará judicialmente sin audiencia previa 
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y sumaria de los que puedan tener interés en 
contradecirla.»

Cinco (nuevo).  Se modifica el artículo 59, 
quedando con la siguiente redacción:

«El acreedor refaccionario y el acreedor del 
crédito para un proyecto de eficiencia energética 
y uso de fuentes de energías renovables, podrá 
exigir anotación sobre la finca por las cantida-
des que, de una vez o sucesivamente, anticipare, 
presentando el documento privado de contrato 
celebrado con el deudor, pudiendo adoptar el 
formato electrónico accesible por el consumidor 
con los requisitos técnicos exigidos en la Ley. 
En ellos se harán constar, además de los ele-
mentos esenciales del contrato, los datos y los 
elementos que se determinen en la Ley 59/2003, 
de 19 de diciembre, de firma electrónica.

Esta anotación surtirá todos los efectos de 
la hipoteca, respecto al crédito refaccionario, 
así como respecto del crédito para un proyecto 
de eficiencia energética y uso de fuentes de 
energías renovables a realizar sobre el inmueble 
objeto de garantía.»

Seis (nuevo).  Se modifica el artículo  60, 
quedando con la siguiente redacción:

«En los títulos en cuya virtud se pida la ano-
tación de créditos refaccionarios o de créditos 
para un proyecto de eficiencia energética y uso 
de fuentes de energías renovables se expresará 
el importe de dicho crédito, y si no fuera líquido, 
al menos el importe máximo del mismo.»

Siete (nuevo).  Se suprime el artículo 61.

Ocho (nuevo).  Se suprime el artículo 62.

Nueve (nuevo).  Se modifica el artículo 63, 
quedando con la siguiente redacción:

«El valor de tasación que se diere a la finca 
refaccionada o dada en garantía de un crédito 
para un proyecto de eficiencia energética y uso 
de fuentes de energías renovables a realizar 
sobre el inmueble, se hará constar en la anota-
ción del crédito, así como un domicilio a los 
efectos del procedimiento judicial sumario de 
los artículo 681 y siguientes de la LEC.»

Diez (nuevo).  Se modifica el artículo 64, en 
coherencia con el artículo anterior, quedando 
con la siguiente redacción:

«El acreedor refaccionario o del crédito para 
un proyecto de eficiencia energética y uso de 
fuentes de energías renovables, tendrá sobre la 
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finca objeto de la refacción los mismos dere-
chos que el acreedor hipotecario desde la fecha 
de la respectiva anotación preventiva, que 
determinará el correspondiente rango hipoteca-
rio.

Las personas a cuyo favor estuvieren cons-
tituidos derechos reales sobre la finca refaccio-
nada, conservarán su derecho de preferencia 
respecto al acreedor refaccionario o del crédito 
para un proyecto de eficiencia energética y uso 
de fuentes de energías renovables.»

Once (nuevo).  Se añade un último párrafo 
al artículo 86, quedando con la siguiente redac-
ción:

«Las anotaciones preventivas, cualquiera 
que sea su origen, caducarán a los cuatro años 
de la fecha de la anotación misma, salvo aque-
llas que tengan señalado en la Ley un plazo más 
breve. No obstante, a instancia de los interesa-
dos o por mandato de las autoridades que las 
decretaron, podrán prorrogarse por un plazo de 
cuatro años más, siempre que el mandamiento 
ordenando la prórroga sea presentado antes de 
que caduque el asiento. La anotación prorro-
gada caducará a los cuatro años de la fecha de 
la anotación misma de prórroga. Podrán practi-
carse sucesivas ulteriores prórrogas en los mis-
mos términos.

La caducidad de las anotaciones preventi-
vas se hará constar en el Registro a instancia 
del dueño del inmueble o derecho real afectado.

Se exceptúan de lo dispuesto en este artí-
culo, las anotaciones preventivas de crédito 
para un proyecto de eficiencia energética y uso 
de fuentes de energías renovables a realizar 
sobre el inmueble objeto de garantía, cuya 
caducidad se computará desde la fecha en que, 
a tenor de lo consignado en el Registro, debiera 
haber quedado satisfecho el crédito garanti-
zado.»

Doce (nuevo).  Se modifica el artículo 94, 
quedando con la siguiente redacción:

«Para convertir en inscripción de hipoteca la 
anotación derivada de un Crédito Verde se otor-
gará escritura pública por el importe a esa fecha 
del saldo vivo de la financiación de la que trae 
causa, más sus intereses ordinarios, de demora, 
comisiones y gastos. Esta inscripción, en aras 
del interés público, estará exenta del Impuesto 
de Actos Jurídicos Documentados.»
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Trece (nuevo).  Se modifica el artículo 95, 
quedando con la siguiente redacción:

«Las cuestiones que se susciten entre el 
acreedor y el deudor sobre la liquidación del 
crédito refaccionario o del crédito para un pro-
yecto de eficiencia energética y uso de fuentes 
de energías renovables sobre la constitución de 
la hipoteca en estos casos, se decidirán en jui-
cio ordinario. Mientras éste se sustancie y ter-
mine, subsistirá la anotación preventiva y pro-
ducirá todos sus efectos.»

Dos.  El párrafo tercero del artículo 114 queda 
redactado de la siguiente forma:

Catorce (antes Dos).  El párrafo tercero del 
artículo 114 queda redactado de la siguiente forma:

«En el caso de préstamo o crédito concluido por 
una persona física que esté garantizado mediante 
hipoteca sobre bienes inmuebles para uso residen-
cial, el interés de demora será el interés remunera-
torio más tres puntos porcentuales a lo largo del 
período en el que aquel resulte exigible. El interés 
de demora sólo podrá devengarse sobre el principal 
vencido y pendiente de pago y no podrá ser capita-
lizado en ningún caso, salvo en el supuesto previsto 
en el artículo 579.2.a) de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. Las reglas relativas al interés de demora con-
tenidas en este párrafo no admitirán pacto en con-
trario.»

Tres.  El apartado 2.a) del artículo 129 queda 
redactado como sigue:

Quince (antes Tres).  El apartado  2.a) del 
artículo 129 queda redactado como sigue:

«a)  El valor en que los interesados tasen la 
finca para que sirva de tipo en la subasta no podrá 
ser distinto del que, en su caso, se haya fijado para 
el procedimiento de ejecución judicial directa, ni 
podrá en ningún caso ser inferior al valor señalado 
en la tasación que, en su caso, se hubiere realizado 
en virtud de lo previsto en la Ley 2/1981, de 25 de 
marzo, de regulación del mercado hipotecario.»

Cuatro.  Se añade un nuevo artículo 129 bis, 
con la siguiente redacción:

Dieciséis (antes Cuatro).  Se añade un nuevo 
artículo 129 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 129 bis.

Tratándose de un préstamo o crédito concluido 
por una persona física y que esté garantizado 
mediante hipoteca sobre bienes inmuebles para 
uso residencial o cuya finalidad sea adquirir o con-
servar derechos de propiedad sobre terrenos o 
inmuebles construidos o por construir para uso resi-
dencial, perderá el deudor el derecho al plazo y se 
producirá el vencimiento anticipado del contrato, 
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pudiendo ejercitarse la acción hipotecaria, si concu-
rren conjuntamente los siguientes requisitos:

a)  Que el prestatario se encuentre en mora en 
el pago de una parte del capital del préstamo o de 
los intereses.

b)  Que la cuantía de las cuotas vencidas y no 
satisfechas equivalgan al menos:

i)  Al tres por ciento de la cuantía del capital 
concedido, si la mora se produjera dentro de la pri-
mera mitad de la duración del préstamo. Se consi-
derará cumplido este requisito cuando las cuotas 
vencidas y no satisfechas equivalgan al impago de 
doce plazos mensuales o un número de cuotas tal 
que suponga que el deudor ha incumplido su obli-
gación por un plazo al menos equivalente a doce 
meses.

ii)  Al siete por ciento de la cuantía del capital 
concedido, si la mora se produjera dentro de la 
segunda mitad de la duración del préstamo. Se 
considerará cumplido este requisito cuando las cuo-
tas vencidas y no satisfechas equivalgan al impago 
de quince plazos mensuales o un número de cuotas 
tal que suponga que el deudor ha incumplido su 
obligación por un plazo al menos equivalente a 
quince meses.

c)  Que el prestamista haya requerido el pago 
al prestatario concediéndole un plazo de al menos 
un mes para su cumplimiento y advirtiéndole de 
que, de no ser atendido, reclamará el reembolso 
total del préstamo.

Las reglas contenidas en este apartado no 
admitirán pacto en contrario.»

Cinco.  El apartado 2 del artículo 258 queda 
redactado de la siguiente forma:

Diecisiete (antes Cinco).  El apartado 2 del 
artículo 258 queda redactado de la siguiente forma:

«2.  El registrador de la propiedad denegará la 
inscripción de aquellas cláusulas de los contratos 
que sean contrarias a normas imperativas o prohi-
bitivas o hubieran sido declaradas nulas por abusi-
vas por sentencia del Tribunal Supremo con valor 
de jurisprudencia o por sentencia firme inscrita en el 
Registro de Condiciones Generales de la Contrata-
ción.»

Disposición final segunda.  Modificación del Texto 
Refundido de la Ley 1/1993, de 24 de septiem-
bre, del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados.

1.  Se da una nueva redacción al artículo 29 
del Texto Refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
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Jurídicos Documentados, que queda redactado 
como sigue:

«Artículo 29.

Será sujeto pasivo el adquiriente del bien o 
derecho, en su defecto, las personas que insten 
o soliciten los documentos notariales, o aque-
llos en cuyo interés se expidan.

Cuando se trate de escritura de préstamo o 
crédito con garantía hipotecaria, se considerará 
sujeto pasivo al prestamista que para el caso de 
primera vivienda el tipo impositivo aplicable 
será igual a cero.»

Se añade el siguiente párrafo final al artículo 45, 
que queda redactado de la siguiente forma:

2.  Se añade un párrafo final al artículo 45, 
del Texto Refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.

«Los beneficios fiscales y exenciones subjetivas 
concedidos por esta u otras leyes en la modalidad 
de cuota variable de documentos notariales del 
impuesto sobre actos jurídicos documentados no 
serán aplicables en las operaciones en las que el 
sujeto pasivo se determine en función del párrafo 
segundo del artículo 29 del Texto Refundido, salvo 
que se dispusiese expresamente otra cosa.»

«III.  Los beneficios fiscales y exenciones 
concedidos por esta u otras leyes en la modalidad 
de cuota variable de documentos notariales del 
impuesto sobre actos jurídicos documentados no 
serán aplicables en las operaciones en las que el 
sujeto pasivo se determine en función del párrafo 
segundo del artículo 29 del Texto Refundido, salvo 
que se dispusiese expresamente otra cosa.»

Disposición final tercera.  Modificación de la 
Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación 
y modificación de préstamos hipotecarios, 
modificada por la Ley 41/2007, de 7 de diciem-
bre, por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 
de marzo, de Regulación del Mercado Hipote-
cario y otras normas del sistema hipotecario y 
financiero, de regulación de las hipotecas inver-
sas y el seguro de dependencia y por la que se 
establece determinada norma tributaria.

Se modifica el artículo 2 de la Ley 2/1994, de 30 
de marzo, sobre subrogación y modificación de 
préstamos hipotecarios, que queda redactado como 
sigue:

«Artículo 2.  Requisitos de la subrogación.

El deudor podrá subrogar a otra entidad finan-
ciera de las mencionadas en el artículo anterior sin 
el consentimiento de la entidad acreedora, cuando 
para pagar la deuda haya tomado prestado el 
dinero de aquélla por escritura pública, haciendo 
constar su propósito en ella, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 1.211 del Código Civil.

La entidad que esté dispuesta a subrogarse 
presentará al deudor una oferta vinculante en la 
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que constarán las condiciones financieras del 
nuevo préstamo hipotecario.

La aceptación de la oferta por el deudor impli-
cará su autorización para que la oferente se la noti-
fique a la entidad acreedora y la requiera para que 
le entregue, en el plazo máximo de siete días natu-
rales, certificación del importe del débito del deudor 
por el préstamo hipotecario en que se ha de subro-
gar.

La certificación deberá ser entregada con 
carácter obligatorio en el plazo máximo de siete 
días naturales por parte de la entidad acreedora.

Entregada la certificación y durante los quince 
días naturales siguientes a esa fecha, la entidad 
acreedora podrá ofrecer al deudor una modificación 
de las condiciones de su préstamo, en los términos 
que estime convenientes. Durante ese plazo no 
podrá formalizarse la subrogación.

Transcurrido el plazo de quince días sin que el 
deudor haya formalizado con la entidad acreedora 
la novación modificativa del préstamo o crédito 
hipotecario, podrá otorgarse la escritura de subro-
gación.

Para ello bastará que la entidad subrogada 
declare en la misma escritura haber pagado a la 
acreedora la cantidad acreditada por ésta, por capi-
tal pendiente e intereses y comisión devengados y 
no satisfechos. Se incorporará a la escritura un res-
guardo de la operación bancaria realizada con tal 
finalidad solutoria. En ningún caso, la entidad 
acreedora podrá negarse a recibir el pago.

En caso de discrepancia en cuanto a la canti-
dad debida, y sin perjuicio de que la subrogación 
surta todos sus efectos, el juez que fuese compe-
tente para entender del procedimiento de ejecución, 
a petición de la entidad acreedora o de la entidad 
subrogada, citará a éstas, dentro del término de 
ocho días, a una comparecencia, y, después de oír-
las, admitirá los documentos que se presenten, y 
acordará, dentro de los tres días, lo que estime pro-
cedente. El auto que dicte será apelable en un sólo 
efecto, y el recurso se sustanciará por los trámites 
de apelación de los incidentes.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la 
Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones 
Generales de la Contratación.

Uno.  Se modifica el párrafo segundo del apar-
tado 5 del artículo 5, que queda redactado como 
sigue:

«La redacción de las cláusulas generales 
deberá ajustarse a los criterios de transparencia, 
claridad, concreción y sencillez. Las condiciones 
incorporadas de modo no transparente en los con-
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tratos en perjuicio de los consumidores serán nulas 
de pleno derecho.»

Dos.  Se modifica el apartado 4 del artículo 11, 
que queda redactado como sigue:

Dos.  Se modifican los apartados 2 y 4 del 
artículo 11, que quedan redactados como sigue:

«4.  En dicho Registro podrán inscribirse las 
cláusulas contractuales que tengan el carácter de 
condiciones generales de la contratación con 
arreglo a lo dispuesto en la presente Ley, a cuyo 
efecto se presentarán para su depósito, por 
duplicado, los ejemplares, tipo o modelos en que se 
contengan, a instancia de cualquier interesado, 
conforme a lo establecido en el apartado  8 del 
presente artículo. Los formularios de los préstamos 
y créditos hipotecarios comprendidos en el ámbito 
de aplicación de la Ley …./2019, reguladora de los 
contratos de crédito inmobiliario, deberán 
depositarse obligatoriamente por el prestamista en 
el Registro antes de empezar su comercialización. 
Adicionalmente, el Gobierno, a propuesta conjunta 
del Ministerio de Justicia y del Departamento 
ministerial correspondiente, podrá imponer la 
inscripción obligatoria en el Registro de las 
condiciones generales en determinados sectores 
específicos de la contratación. 

«2.  En dicho Registro podrán inscribirse las 
cláusulas contractuales que tengan el carácter de 
condiciones generales de la contratación con 
arreglo a lo dispuesto en la presente Ley, a cuyo 
efecto se presentarán para su depósito, por 
duplicado, los ejemplares, tipo o modelos en que se 
contengan, a instancia de cualquier interesado, 
conforme a lo establecido en el apartado  8 del 
presente artículo. Los formularios de los préstamos 
y créditos hipotecarios comprendidos en el ámbito 
de aplicación de la Ley …./2019, reguladora de los 
contratos de crédito inmobiliario, deberán 
depositarse obligatoriamente por el prestamista en 
el Registro antes de empezar su comercialización. 
Adicionalmente, el Gobierno, a propuesta conjunta 
del Ministerio de Justicia y del Departamento 
ministerial correspondiente, podrá imponer la 
inscripción obligatoria en el Registro de las 
condiciones generales en determinados sectores 
específicos de la contratación.»

Serán objeto de inscripción las ejecutorias en 
que se recojan sentencias firmes estimatorias de 
cualquiera de las acciones a que se refiere el 
apartado anterior. Obligatoriamente se remitirán al 
Registro de Condiciones Generales las sentencias 
firmes dictadas en acciones colectivas o 
individuales por las que se declare la nulidad, 
cesación o retractación en la utilización de 
condiciones generales abusivas.»

«4.  Serán objeto de inscripción las ejecutorias 
en que se recojan sentencias firmes estimatorias de 
cualquiera de las acciones a que se refiere el 
apartado anterior. Obligatoriamente se remitirán al 
Registro de Condiciones Generales las sentencias 
firmes dictadas en acciones colectivas o 
individuales por las que se declare la nulidad, 
cesación o retractación en la utilización de 
condiciones generales abusivas.»

Disposición final quinta.  Modificación de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

La Ley  1/2000, de  7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil, queda modificada en los siguientes 
términos:

Uno.  Se añade un apartado 5 al artículo 212, 
que queda redactado como sigue:

Uno.  Se añade un apartado 4 al artículo 521, 
que queda redactado como sigue:

«5.  Las sentencias firmes dictadas en 
acciones colectivas o individuales por las que se 
declare la nulidad, cesación o retractación en la 
utilización de condiciones generales abusivas, se 
remitirán de oficio por el órgano judicial al Registro 
de Condiciones Generales de la Contratación.»

«4.  Las sentencias firmes dictadas en 
acciones colectivas o individuales por las que 
se declare la nulidad, cesación o retractación en 
la utilización de condiciones generales 
abusivas, se remitirán de oficio por el órgano 
judicial al Registro de Condiciones Generales 
de la Contratación, para su inscripción.»
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Dos.  Se modifica el apartado 2 del artículo 693, 
que queda redactado en la siguiente forma:

«2.  Podrá reclamarse la totalidad de lo adeu-
dado por capital y por intereses en los términos en 
los que así se hubiese convenido en la escritura de 
constitución y consten en el asiento respectivo. 
Siempre que se trate de un préstamo o crédito con-
cluido por una persona física y que esté garanti-
zado mediante hipoteca sobre vivienda o cuya fina-
lidad sea la adquisición de bienes inmuebles para 
uso residencial, se estará a lo que prescriben el 
artículo 24 de la Ley XX/2019, reguladora de los 
contratos de crédito inmobiliario y, en su caso, el 
artículo 129 bis de la Ley Hipotecaria.»

Disposición final sexta.  Modificación de la 
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social.

Se modifica la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, 
de Medidas fiscales, administrativas y del orden 
social añadiendo un apartado e) al apartado h) de 
la letra A), Infracciones muy graves, del apartado 
Dos. Régimen Disciplinario de los Notarios, art. 43, 
Régimen del Cuerpo único de Notarios, teniendo 
aquél la siguiente redacción:

«e)  El incumplimiento del período de informa-
ción precontractual obligatorio previo a la autoriza-
ción de la escritura en los préstamos y créditos 
hipotecarios sobre vivienda residencial y de levan-
tar el acta previa a su formalización en los términos 
previstos en la Ley.»

Disposición final séptima.  Modificación de la 
Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas 
de Reforma del Sistema Financiero.

La Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medi-
das de Reforma del Sistema Financiero, queda 
modificada como sigue:

Uno.  Se modifica el apartado primero del artí-
culo 60, que queda redactado en los siguientes tér-
minos:

«Primero.  Tendrán la consideración de entida-
des declarantes, a los efectos de esta Ley, las 
siguientes: el Banco de España, las entidades de 
crédito españolas, las sucursales en España de las 
entidades de crédito extranjeras, las entidades de 
crédito que operen en régimen de libre prestación 
de servicios, el fondo de garantía de depósitos, las 
sociedades de garantía recíproca y de reafianza-
miento, los establecimientos financieros de crédito, 
los prestamistas inmobiliarios y aquellas otras enti-
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dades que determine el Ministerio de Economía y 
Empresa, a propuesta del Banco de España.»

Dos.  Se modifica el apartado segundo del artí-
culo 61, que queda redactado en la siguiente forma:

«Segundo. Las entidades declarantes y los 
intermediarios de crédito inmobiliario, tendrán dere-
cho a obtener informes sobre los riesgos de las per-
sonas físicas o jurídicas, incluidas las Administra-
ciones públicas, registrados en la CIR, siempre que 
dichas personas cumplan alguna de las circunstan-
cias siguientes:

a)  Mantener con la entidad algún tipo de 
riesgo.

b)  Haber solicitado a la entidad un préstamo o 
cualquier otra operación de riesgo.

c)  Figurar como obligadas al pago o garantes 
en documentos cambiarios o de crédito cuya adqui-
sición o negociación haya sido solicitada a la enti-
dad.

Las entidades deberán informar por escrito a 
las personas en las que concurra el supuesto con-
templado por la letra b) precedente del derecho de 
la entidad previsto en este apartado.

Las entidades conservarán los documentos jus-
tificativos de las solicitudes a que se refieren las 
letras b) y c) precedentes que hayan sido denega-
das durante el plazo establecido con carácter gene-
ral en el artículo 30 del Código de Comercio.

El Banco de España podrá impedir temporal-
mente el acceso de una entidad declarante a los 
datos de la CIR cuando haya incumplido sus obliga-
ciones de información con la calidad y exactitud 
necesarias a juicio del Banco de España.»

Disposición final octava.  Modificación del Texto 
Refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Uno.  Se añade un nuevo párrafo en el 
artículo 83 del Texto Refundido de la Ley General 
para la Defensa de los consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 
queda redactado en los siguientes términos:

Se añade un nuevo párrafo en el artículo 83 
del Texto Refundido de la Ley General para la 
Defensa de los consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 
queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 83.  Nulidad de las cláusulas abusivas y 
subsistencia del contrato.

[…]
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Las condiciones incorporadas de modo no 
transparente en los contratos en perjuicio de los 
consumidores serán nulas de pleno derecho.»

Dos.  El artículo 84 del Texto Refundido de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de  16 de noviembre, queda redactado en los 
siguientes términos:

Se suprime este apartado Dos.

«Artículo 84.  Autorización e inscripción de cláusu-
las declaradas abusivas.

Los registradores de la propiedad y mercantiles, 
en el ejercicio profesional de sus respectivas fun-
ciones públicas, no inscribirán aquellas cláusulas 
contenidas en los contratos o negocios jurídicos 
con consumidores que sean contrarias a normas 
imperativas o prohibitivas o hubieran sido declara-
das nulas por abusivas en sentencia del Tribunal 
Supremo con valor de jurisprudencia o por senten-
cia firme inscrita en el Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación.

Los notarios en caso de que aprecien que 
alguna de las cláusulas que se pretendan incluir en 
el contrato estén incursas en alguna de las situacio-
nes señaladas en el párrafo anterior, informarán de 
ello a las partes y formularán la correspondiente 
advertencia legal en caso de que aquellas insistan 
en su otorgamiento.»

Disposición final novena.  Modificación de la 
Ley  2/2009, de  31 de marzo, por la que se 
regula la contratación con los consumidores de 
préstamos o créditos hipotecarios y de servicios 
de intermediación para la celebración de con-
tratos de préstamo o crédito.

La Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se 
regula la contratación con los consumidores de 
préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de 
intermediación para la celebración de contratos de 
préstamo o crédito, queda modificada como sigue:

Uno.  El artículo 1 pasará a tener la siguiente 
redacción:

«Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

1.  Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación 
a la contratación de los consumidores con aquellas 
personas físicas o jurídicas (en adelante, las empre-
sas) que, de manera profesional, realicen cual-
quiera de las actividades que consistan en:

a)  La concesión de préstamos o créditos hipo-
tecarios, distintos a los previstos en el artículo 2.1.a) cv
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y b) de la Ley XX/2019, reguladora de los contratos 
de crédito inmobiliario, bajo la forma de pago apla-
zado, apertura de crédito o cualquier otro medio 
equivalente de financiación.

b)  La intermediación para la celebración de un 
contrato de préstamo o crédito con cualquier finali-
dad, a un consumidor, salvo la prevista en el artí-
culo 2.2 de la Ley XX/2019, reguladora de los con-
tratos de crédito inmobiliario, mediante la 
presentación, propuesta o realización de trabajos 
preparatorios para la celebración de los menciona-
dos contratos, incluida, en su caso, la puesta a dis-
posición de tales contratos a los consumidores para 
su suscripción.

A los proveedores de bienes y servicios que 
actúen como intermediarios para la contratación de 
préstamos o créditos destinados a la financiación 
de los productos que comercialicen, únicamente les 
será de aplicación lo dispuesto en el artículo 22.5.

Tienen la consideración de consumidores las 
personas físicas y jurídicas que, en los contratos a 
que se refiera esta Ley, actúan en un ámbito ajeno 
a su actividad empresarial o profesional.

2.  Lo dispuesto en esta Ley no será de aplica-
ción cuando las actividades previstas en el apar-
tado anterior sean prestadas por entidades de cré-
dito o sus agentes, ni a las actividades incluidas en 
el ámbito de aplicación de la Ley 28/1998, de 13 de 
julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles.

3.  Lo establecido en esta Ley se entenderá 
sin perjuicio de lo dispuesto en otras leyes 
generales o en la legislación de protección de los 
derechos de los consumidores y usuarios, en 
particular en el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, la Ley 7/1998, de 13 de abril, 
sobre condiciones generales de la contratación, la 
Ley  34/1988, de  11 de noviembre, General de 
Publicidad, la Ley de 23 de julio de 1908, de nulidad 
de los contratos de préstamos usurarios, la 
Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al Consumo 
y la Ley  22/2007, de  11 de julio, sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros 
destinados a los consumidores. En caso de 
conflicto, será de aplicación la norma que contenga 
un régimen más preciso de control de las 
actividades definidas en el apartado primero o 
suponga una mayor protección de los consumidores 
y usuarios.»

3.  Lo establecido en esta Ley se entenderá 
sin perjuicio de lo dispuesto en otras leyes 
generales o en la legislación de protección de los 
derechos de los consumidores y usuarios, en 
particular en el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, la Ley 7/1998, de 13 de abril, 
sobre condiciones generales de la contratación, la 
Ley  34/1988, de  11 de noviembre, General de 
Publicidad, la Ley de 23 de julio de 1908, de nulidad 
de los contratos de préstamos usurarios, la 
Ley 16/2011, de 24 de junio, de Contratos de 
Crédito al Consumo y la Ley 22/2007, de 11 de 
julio, sobre comercialización a distancia de servicios 
financieros destinados a los consumidores. En caso 
de conflicto, será de aplicación la norma que 
contenga un régimen más preciso de control de las 
actividades definidas en el apartado primero o 
suponga una mayor protección de los consumidores 
y usuarios.»
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Dos.  Se da nueva redacción al artículo 5, que 
pasará a tener el siguiente tenor:

«1.  Las empresas establecerán libremente 
sus tarifas de comisiones, condiciones y gastos 
repercutibles a los consumidores, sin otras limita-
ciones que las contenidas en esta Ley, en la Ley 
de 23 de julio de 1908 y en el Real Decreto Legisla-
tivo 1/2007, de 16 de noviembre, en materia de 
cláusulas abusivas.

En las tarifas de comisiones o compensaciones 
y gastos repercutibles, incluidas las actividades de 
asesoramiento, se indicarán los supuestos y, en su 
caso, periodicidad con que serán aplicables. Las 
comisiones o compensaciones y gastos repercuti-
dos deben responder a servicios efectivamente 
prestados o a gastos habidos. En ningún caso 
podrán cargarse comisiones o gastos por servicios 
no aceptados o solicitados en firme y de forma 
expresa por el consumidor.

2.  No obstante lo establecido en el apartado 
anterior, en los préstamos o créditos hipotecarios 
será de aplicación lo dispuesto en materia de com-
pensación por amortización anticipada por la legis-
lación específica reguladora del mercado hipoteca-
rio, salvo que se tratara de préstamos o créditos 
hipotecarios concedidos con anterioridad al 9 de 
diciembre de 2007 y el contrato estipule el régimen 
de la comisión por amortización anticipada conte-
nido en la Ley  2/1994, de  30 de marzo, sobre 
subrogación y modificación de préstamos hipoteca-
rios, en cuyo caso, será éste el aplicable.

Las restantes comisiones y gastos repercutibles 
a cargo del consumidor, que la empresa aplique 
sobre estos préstamos o créditos, deberán respon-
der a la prestación de un servicio específico distinto 
de la concesión o de la administración ordinaria del 
préstamo o crédito.

3.  Las empresas no podrán cargar cantidades 
superiores a las que se deriven de las tarifas, apli-
cando condiciones más gravosas o repercutiendo 
gastos no previstos.

4.  Las empresas están obligadas a notificar al 
Registro en el que figuren inscritas, con carácter 
previo a su aplicación, los precios de los servicios, 
las tarifas de las comisiones o compensaciones y 
gastos repercutibles que aplicarán, como máximo, 
a las operaciones y servicios que prestan, y los 
tipos de interés máximos de los productos que 
comercializan, incluidos, en su caso, los tipos de 
interés por demora.

5.  Los precios, tarifas y gastos repercutibles a 
que se refiere el apartado anterior se recogerán en 
un folleto, que se redactará de forma clara, con-
creta y fácilmente comprensible para los consumi-
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dores, evitando la inclusión de conceptos innecesa-
rios o irrelevantes. Este folleto, que estará 
disponible para los consumidores conforme a lo 
previsto en el artículo siguiente, será asimismo 
remitido al Registro en el que figuren inscritas y su 
contenido se ajustará a las normas que reglamenta-
riamente puedan dictar las Comunidades Autóno-
mas en el ejercicio de sus competencias.»

Disposición final décima.  Modificación del Real 
Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medi-
das urgentes de protección de deudores hipote-
carios sin recursos.

Se modifica el artículo  2 del Real Decreto-
Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes 
de protección de deudores hipotecarios sin recur-
sos, que pasa a tener el siguiente tenor literal:

«Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

Las medidas previstas en este Real Decreto-
Ley se aplicarán a los contratos de préstamo o cré-
dito garantizados con hipoteca inmobiliaria cuyo 
deudor se encuentre situado en el umbral de exclu-
sión y que estén vigentes a la fecha de entrada en 
vigor o que se suscriban posteriormente.

Las medidas previstas en este Real Decreto-
Ley se aplicarán igualmente a los fiadores y avalis-
tas hipotecarios del deudor principal, respecto de 
su vivienda habitual y con las mismas condiciones 
que las establecidas para el deudor hipotecario.»

Disposición final undécima.  Modificación de la 
Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructu-
ración y resolución de entidades de crédito.

Se añade una disposición adicional a la 
Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructura-
ción y resolución de entidades de crédito, en los 
siguientes términos:

«Disposición adicional vigésima segunda.  Deman-
das ejecutivas iniciadas por la Sociedad de 
Gestión de Activos Procedentes de la Reestruc-
turación Bancaria, S.A. (SAREB).

Si SAREB careciera de copia con eficacia eje-
cutiva y no pudiera expedirse directamente a su 
favor con arreglo al artículo 517 de la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y la legisla-
ción notarial, bastará que acompañe a la demanda 
ejecutiva una copia autorizada de la escritura, que 
podrá ser parcial, en la que conste que se expide al 
amparo de esta disposición y a los efectos del artí-
culo 685 de la citada Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, junto con la pertinente certifi- cv
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cación del Registro de la Propiedad que acredite la 
inscripción y la subsistencia de la hipoteca, sin per-
juicio del derecho del deudor a oponerse por doble 
ejecución.»

Disposición final duodécima.  Modificación de la 
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito.

Uno.  Se modifica el artículo  5, que queda 
redactado del siguiente modo:

«Artículo 5.  Protección del cliente de entidades de 
crédito.

1.  Sin perjuicio de la reglas de cálculo de la 
TAE establecidas en el Anexo I y la Ficha Europea 
de Información Normalizada recogida en el Anexo II 
de la Ley XXX/2019, reguladora de los contratos de 
crédito inmobiliario, la persona titular del Ministerio 
de Economía y Empresa, con el fin de proteger los 
legítimos intereses de los clientes de servicios o 
productos bancarios, distintos de los de inversión, 
prestados por las entidades de crédito, y de los de 
préstamo objeto de dicha Ley, podrá dictar disposi-
ciones relativas a:

1.  Sin perjuicio de la reglas de cálculo de la 
TAE establecidas en el Anexo II y la Ficha Europea 
de Información Normalizada recogida en el Anexo I 
de la Ley XXX/2019, reguladora de los contratos de 
crédito inmobiliario, la persona titular del Ministerio 
de Economía y Empresa, con el fin de proteger los 
legítimos intereses de los clientes de servicios o 
productos bancarios, distintos de los de inversión, 
prestados por las entidades de crédito, y de los de 
préstamo objeto de dicha Ley, podrá dictar disposi-
ciones relativas a:

a)  La información precontractual que debe 
facilitarse a los clientes, la información y contenido 
de los contratos y las comunicaciones posteriores 
que permitan el seguimiento de los mismos, de 
modo que reflejen de forma explícita y con la 
máxima claridad los derechos y obligaciones de las 
partes, los riesgos derivados del servicio o producto 
para el cliente y las demás circunstancias necesa-
rias para garantizar la transparencia de las condi-
ciones más relevantes de los servicios o productos 
y permitir al cliente evaluar si estos se ajustan a sus 
necesidades y a su situación financiera. A tal efecto, 
los contratos de estos servicios o productos siem-
pre se formalizarán por escrito o en formato electró-
nico o en otro soporte duradero y la persona titular 
del Ministerio de Economía y Empresa podrá, en 
particular, fijar las cláusulas que los contratos refe-
rentes a servicios o productos bancarios típicos 
habrán de tratar o prever de forma expresa.

b)  La transparencia de las condiciones bási-
cas de comercialización o contratación de los servi-
cios o productos bancarios que ofrecen las entida-
des de crédito y, en su caso, el deber y la forma en 
que deben comunicar tales condiciones a su clien-
tela o al Banco de España. Se podrán establecer, 
asimismo, condiciones básicas de los servicios o 
productos bancarios de debido cumplimiento para 
las entidades de crédito. En particular, solo podrán 
percibirse comisiones o repercutirse gastos por ser-
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vicios solicitados en firme o aceptados expresa-
mente por un cliente y siempre que respondan a 
servicios efectivamente prestados o gastos habidos 
que puedan acreditarse.

c)  Los principios y criterios a los que debe 
sujetarse la actividad publicitaria de los servicios o 
productos bancarios, y las modalidades de control 
administrativo sobre la misma, con la finalidad de 
que ésta resulte clara, suficiente, objetiva y no 
engañosa.

d)  Las especialidades de la contratación de 
servicios o productos bancarios de forma electró-
nica o por otras vías de comunicación a distancia y 
la información que, al objeto de lo previsto en este 
artículo, debe figurar en las páginas electrónicas de 
las entidades de crédito.

e)  El ámbito de aplicación de las normas dic-
tadas al amparo de este artículo a cualesquiera 
contratos u operaciones de la naturaleza prevista 
en dichas normas, aun cuando la entidad que inter-
venga no tenga la condición de entidad de crédito.

2.  En particular, en la comercialización de 
préstamos o créditos, la persona titular del Ministe-
rio de Economía y Empresa, podrá dictar normas 
que favorezcan:

a)  La adecuada atención a los ingresos de los 
clientes en relación con los compromisos que 
adquieran al recibir un préstamo.

b)  La adecuada e independiente valoración de 
las garantías inmobiliarias que aseguren los présta-
mos de forma que se contemplen mecanismos que 
eviten las influencias indebidas de la propia entidad 
o de sus filiales en la valoración.

c)  La consideración de diferentes escenarios 
de evolución de los tipos en los préstamos a interés 
variable, las posibilidades de cobertura frente a 
tales variaciones y todo ello teniendo además en 
cuenta el uso o no de índices oficiales de referen-
cia.

d)  La obtención y documentación apropiada 
de datos relevantes del solicitante.

e)  La información precontractual y asistencia 
apropiadas para el cliente.

f)  El respeto de las normas de protección de 
datos.

3.  Sin perjuicio de la libertad contractual, el 
Ministerio de Economía y Empresa, podrá efectuar, 
por sí o a través del Banco de España, la publica-
ción regular, con carácter oficial, de determinados 
índices o tipos de interés de referencia que puedan 
ser aplicados por las entidades de crédito a los 
préstamos a interés variable, especialmente en el 
caso de créditos o préstamos hipotecarios. Los cita-
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dos índices o tipos de referencia deberán ser cla-
ros, accesibles, objetivos y verificables.

Los proveedores de estos índices para el cál-
culo de los tipos deudores y los prestamistas debe-
rán conservar registros históricos de dichos índices.

4.  Las disposiciones que en el ejercicio de sus 
competencias puedan dictar las Comunidades 
Autónomas sobre las materias contempladas en 
este artículo no podrán establecer un nivel de pro-
tección inferior al dispensado en las normas que 
apruebe la persona titular del Ministerio de Econo-
mía y Empresa. Asimismo, podrán establecerse con 
carácter básico modelos normalizados de informa-
ción que no podrán ser modificados por la norma-
tiva autonómica, en aras de la adecuada transpa-
rencia y homogeneidad de la información 
suministrada a los clientes de servicios o productos 
bancarios.

5.  Las normas dictadas al amparo de lo pre-
visto en este artículo serán consideradas normativa 
de ordenación y disciplina y su supervisión corres-
ponderá al Banco de España.»

Dos.  Se modifica el artículo 90, que queda 
redactado del siguiente modo:

«Artículo 90.  Competencia para la instrucción de 
expedientes.

1.  Corresponde al Banco de España la com-
petencia para la instrucción y resolución de los 
expedientes a que se refiere este Título, pudiendo 
imponer las sanciones en él descritas y las medidas 
administrativas que, en su caso, procedan. Cuando 
los intermediarios de crédito inmobiliario, sus repre-
sentantes designados, tasadores y los prestamistas 
inmobiliarios tenga su ámbito de actuación en una 
sola Comunidad Autónoma o cuando los hechos 
sancionables tengan su causa en relaciones comer-
ciales directas entre los prestatarios y las entidades 
inmobiliarias y financieras, las Comunidades Autó-
nomas serán quienes determinen los órganos com-
petentes para la instrucción de las sanciones deri-
vadas de la aplicación de la Ley …./2019, 
reguladora de los contratos de crédito inmobiliario.

2.  El Banco de España dará cuenta razonada 
a la persona titular del Ministerio de Economía y 
Empresa de la imposición de sanciones por infrac-
ciones muy graves y, en todo caso, le remitirá con 
periodicidad trimestral la información esencial sobre 
los procedimientos en tramitación y las resolucio-
nes adoptadas.»
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Tres.  Se adiciona una letra o) al artículo 103, 
que queda redactada del siguiente modo:

«Artículo 103.  Criterios para la determinación de 
sanciones.

Las sanciones aplicables en cada caso por la 
comisión de infracciones muy graves, graves o 
leves se determinarán en base a los siguientes cri-
terios:

o)  El hecho de que los perjudicados por la 
infracción realizada sean prestatarios o avalistas en 
situación de vulnerabilidad o exclusión social.»

Disposición final decimotercera.  Título competen-
cial.

Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido 
en el artículo 149.1.6.ª, 8.ª, 11.ª y 13.ª de la Consti-
tución Española que atribuye al Estado la compe-
tencia exclusiva sobre legislación mercantil, proce-
sal, hipotecaria, ordenación de los registros e 
instrumentos públicos, bases de la ordenación de 
crédito, banca y seguro, y bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica, 
respectivamente.

Disposición final decimocuarta.  Incorporación de 
derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley se incorpora parcialmente al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2014/17/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
febrero de  2014, sobre los contratos de crédito 
celebrados con los consumidores para bienes 
inmuebles de uso residencial y por la que se modi-
fican las Directivas 2008/48/CE y 2013/36/UE y el 
Reglamento (UE) n.º 1093/2010.

Disposición final decimoquinta.  Desarrollo regla-
mentario.

1.  El Gobierno podrá dictar las disposiciones 
necesarias para el desarrollo de esta Ley, y en par-
ticular, en relación con las actividades determina-
das en el artículo  2, podrá desarrollar mediante 
Real Decreto disposiciones relativas a:

a)  La información precontractual y asistencia 
adecuada que debe facilitarse a los prestatarios o 
prestatarios potenciales, la información y contenido 
de los contratos y las comunicaciones posteriores 
que permitan el seguimiento de los mismos, de 
modo que reflejen de forma explícita y con la 
máxima claridad los derechos y obligaciones de las 
partes, los riesgos derivados del préstamo para el 
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prestatario y las demás circunstancias necesarias 
para garantizar la transparencia de las condiciones 
más relevantes de los préstamos y permitir al pres-
tatario evaluar si estos se ajustan a sus necesida-
des y a su situación financiera. A tal efecto, el 
Gobierno podrá, en particular, fijar las cláusulas que 
los contratos de préstamo habrán de tratar o prever 
de forma expresa.

b)  La transparencia de las condiciones bási-
cas de comercialización o contratación de présta-
mos que ofrecen los prestamistas y, en su caso, el 
deber y la forma en que deben comunicar tales con-
diciones a los prestatarios o prestatarios potencia-
les o a la autoridad competente determinada en los 
artículos 28 y 42. Se podrán establecer, asimismo, 
condiciones básicas de los préstamos de debido 
cumplimiento para los prestamistas.

c)  Las especialidades de la contratación de 
préstamos de forma electrónica o por otras vías de 
comunicación a distancia y la información que, al 
objeto de lo previsto en este artículo, debe figurar 
en las páginas electrónicas de los prestamistas.

d)  El establecimiento de un modelo de con-
trato de préstamo con garantía hipotecaria y de 
medidas que favorezcan su utilización, que será 
voluntaria para las partes.

e)  La adecuada atención a los ingresos de los 
clientes en relación con los compromisos que 
adquieran al recibir un préstamo.

f)  La adecuada e independiente valoración de 
las garantías inmobiliarias que aseguren los présta-
mos de forma que se contemplen mecanismos que 
eviten las influencias indebidas de la propia entidad 
o de sus filiales en la valoración.

g)  La obtención y documentación apropiada 
de datos relevantes del potencial prestatario, así 
como el acceso a bases de datos, garantizándose 
que se haga en condiciones de no discriminación.

h)  Las condiciones y efectos de la evaluación 
de la solvencia del potencial prestatario.

i)  La adaptación y graduación de las medidas 
de aplicación de las normas dictadas al amparo de 
este artículo.

2.  La persona titular del Ministerio de Econo-
mía y Empresa, con el fin de proteger los legítimos 
intereses de los prestatarios en relación con las 
actividades determinadas en el artículo 2, podrá 
dictar disposiciones relativas a:

a)  El contenido específico de la Ficha Euro-
pea de Información Normalizada (FEIN) y la Ficha 
de Advertencias Estandarizadas (FiAE), en el 
marco de la regulación dictada por el Gobierno, de 
conformidad con lo previsto en la letra a) del apar-
tado anterior.
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b)  Los principios y criterios a los que debe 
sujetarse la actividad publicitaria de los préstamos, 
y las modalidades de control administrativo sobre la 
misma, con la finalidad de que ésta resulte clara, 
suficiente, objetiva y no engañosa.

c)  La consideración de diferentes escenarios 
de evolución de los tipos en los préstamos a interés 
variable, las posibilidades de cobertura frente a 
tales variaciones y todo ello teniendo además en 
cuenta el uso o no de índices oficiales de referen-
cia.

3.  El Gobierno con carácter urgente, antes de 
seis meses, procederá a la adopción de las disposi-
ciones reglamentarias y administrativas pertinentes 
para la incorporación completa de la Directiva al 
ordenamiento nacional.

Disposición final decimosexta.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los 30 días 
naturales de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

La presente Ley entrará en vigor a los tres 
meses de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Al objeto de poder realizar las adaptaciones en 
los sistemas y procedimientos necesarios para su 
efectiva implantación, el contenido de los artícu-
los 18, 19, 21 y el Capítulo III entrarán en vigor a los 
tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Por su parte, los artículos 14 y 15 no entra-
rán en vigor hasta el desarrollo reglamentario 
de las especificaciones de los medios telemáti-
cos que deberán utilizarse para la remisión de la 
documentación al notario.

ANEXO I

Ficha Europea de Información Normalizada (FEIN)

Parte A

El texto del presente modelo se reproducirá tal 
cual en la Ficha Europea de Información Normali-
zada (FEIN). Las indicaciones entre corchetes se 
sustituirán por la información correspondiente. En la 
parte B figuran las instrucciones que el prestamista 
o, en su caso, el intermediario de crédito deberá 
seguir para cumplimentar la FEIN.

Cuando, se indique «si ha lugar», el prestamista 
facilitará la información requerida si esta es perti-
nente para el contrato de crédito. Si la información 
no es pertinente, el prestamista suprimirá los datos 
correspondientes o la Sección entera (por ejemplo, 
cuando la Sección no sea aplicable). En caso de 
que se suprima la Sección completa, la numeración 
de las secciones de la FEIN se adaptará en conse-
cuencia.

La información que a continuación se indica se 
facilitará en un solo documento. Se utilizarán carac-
teres tipográficos claramente legibles. Cuando se 
trate de elementos de información que deban resal-
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tarse, se emplearán negrita, sombreado o caracte-
res de mayor tamaño. Se indicarán de forma desta-
cada todas las advertencias de riesgo aplicables.

Modelo de FEIN
(Texto introductorio).

El presente documento se extiende para [nom-
bre del prestatario], a [fecha del día].

Se ha elaborado basándose en la información 
que usted ha facilitado hasta la fecha, así como en 
las actuales condiciones del mercado financiero.

La información que figura a continuación es 
válida hasta el [fecha de validez], (si ha lugar) a 
excepción del tipo de interés y otros gastos. Des-
pués de esa fecha, puede variar con arreglo a las 
condiciones del mercado.

(Si ha lugar) El presente documento no conlleva 
para [nombre del prestamista] la obligación de con-
cederle un préstamo.

1.  Prestamista.

[Identidad].
[Número de teléfono].
[Dirección geográfica].
(Facultativo) [Correo electrónico].
(Facultativo) [Número de fax].
(Facultativo) [Dirección de página web].
(Facultativo) [Persona o punto de contacto].
(Si ha lugar, información que indique si se están 

prestando o no servicios de asesoramiento:) [(Tras 
analizar sus necesidades y circunstancias, reco-
mendamos que suscriba este crédito/No le reco-
mendamos ningún crédito en concreto. Sin 
embargo, basándonos en sus respuestas a algunas 
de la preguntas, le damos información sobre este 
crédito para que pueda tomar su propia decisión)].

2.  (Si ha lugar) Intermediario de crédito.

[Identidad].
[Número de teléfono].
[Dirección geográfica].
(Facultativo) [Correo electrónico].
(Facultativo) [Número de fax].
(Facultativo) [Dirección de página web].
(Facultativo) [Persona o punto de contacto].
(Si ha lugar [información que indique si se están 

prestando o no servicios de asesoramiento]) [(Tras 
analizar sus necesidades y circunstancias, recomen-
damos que suscriba este crédito/No le recomenda-
mos ningún crédito en concreto. Sin embargo, 
basándonos en sus respuestas a algunas de las pre-
guntas, le proporcionamos información sobre este 
crédito para que pueda tomar su propia decisión)].

[Remuneración].
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3.  Características principales del préstamo.

Importe y moneda del préstamo por conceder: 
[valor] [moneda].

(Si ha lugar) El presente préstamo no se 
expresa en [moneda nacional del prestatario].

(Si ha lugar) El valor de su préstamo en 
[moneda nacional del prestatario] puede variar.

(Si ha lugar) Por ejemplo, si el valor del/de la 
[moneda nacional del prestatario] disminuyera en 
un 20 % con respecto al/a la [moneda del crédito], 
el valor de su préstamo aumentaría a [insértese el 
importe en la moneda nacional del prestatario]. El 
incremento podría ser incluso superior si el valor 
del/de la [moneda nacional del prestatario] dismi-
nuye en más del 20 %.

(Si ha lugar) El valor máximo de su préstamo 
será [insértese el importe en la moneda nacional 
del prestatario]. (Si ha lugar) Recibirá una adverten-
cia si el importe del crédito alcanza [insértese el 
importe en la moneda nacional del prestatario]. (Si 
ha lugar) Tendrá usted ocasión de ejercer su [insér-
tese derecho a renegociar el préstamo en moneda 
extranjera o derecho a convertir el préstamo en 
[moneda correspondiente], indicando las condicio-
nes aplicables].

Duración del préstamo: [duración].
[Tipo de préstamo].
[Clase de tipo de interés aplicable].
Importe total a reembolsar:
Esto significa que, por cada [moneda de deno-

minación del préstamo] que tome en préstamo, 
reembolsará usted [importe].

(Si ha lugar) [Este préstamo/Una parte de este 
préstamo] es un préstamo de solo intereses. Al fina-
lizar la vigencia del crédito, seguirá adeudando 
[insértese el importe del préstamo de solo intere-
ses].

(Si ha lugar) Valor del bien inmueble que se ha 
tomado como hipótesis para preparar esta ficha de 
información: [insértese importe].

(Si ha lugar) Importe máximo de préstamo dis-
ponible en relación con el valor del bien inmueble 
[insértese el ratio préstamo-valor] o Valor mínimo 
del bien inmueble exigido para prestar el importe 
indicado [insértese importe].

(Si ha lugar) [Garantía].

4.  Tipo de interés y otros gastos.

La tasa anual equivalente (TAE) es el coste 
total del préstamo expresado en forma de porcen-
taje anual. La TAE sirve para ayudarle a comparar 
las diferentes ofertas.

La TAE aplicable a su préstamo es [TAE].
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Comprende:

El tipo de interés [valor en porcentaje o, si ha 
lugar, indicación de un tipo de referencia y del valor 
porcentual del margen del prestamista].

[Otros componentes de la TAE].

Costes que deben abonarse una sola vez:

(Si ha lugar) Tendrá que pagar una tasa por 
registrar la hipoteca [insértese el importe de la tasa 
si se conoce, o bien la base para su cálculo].

Costes que deben abonarse periódicamente:

(Si ha lugar) Esta TAE se calcula a partir de 
hipótesis sobre el tipo de interés.

(Si ha lugar) Dado que [parte de] su préstamo 
es un préstamo a tipo de interés variable, la TAE 
efectiva podría diferir de la TAE indicada si el tipo 
de interés de su préstamo cambia. Por ejemplo, si 
el tipo de interés aumentase a [situación descrita en 
la parte B], la TAE podría aumentar a [insértese 
TAE ilustrativa correspondiente a esa situación].

(Si ha lugar) Tenga en cuenta que esta TAE se 
calcula partiendo del supuesto de que el tipo de 
interés se mantiene durante toda la vigencia del 
contrato en el nivel fijado para el período inicial.

(Si ha lugar) Los siguientes gastos son desco-
nocidos para el prestamista y no se incluyen por 
tanto en la TAE: [Gastos].

(Si ha lugar) Tendrá que pagar una tasa por 
registrar la hipoteca.

Asegúrese de que tiene conocimiento de todos 
los demás tributos y costes conexos al préstamo.

5.  Periodicidad y número de pagos.

Periodicidad de reembolso: [periodicidad].
Número de pagos: [número].

6.  Importe de cada cuota.

[Importe] [moneda].
Sus ingresos pueden variar. Considere si, en 

caso de que disminuyan sus ingresos, seguirá 
pudiendo hacer frente al reembolso de sus cuotas 
[periodicidad].

(Si ha lugar) Dado que [este préstamo/una 
parte de este préstamo] es un préstamo de solo 
intereses, tendrá que tomar disposiciones específi-
cas para reembolsar la cantidad de [insértese el 
importe del préstamo que es solo de intereses] que 
adeudará al finalizar la vigencia del crédito. No 
olvide añadir a la cuota indicada cualesquiera 
pagos extraordinarios que deba realizar.

(Si ha lugar) El tipo de interés de [una parte de] 
este préstamo es variable. Esto significa que el 
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importe de sus cuotas puede aumentar o disminuir. 
Por ejemplo, si el tipo de interés aumentase a 
[situación descrita en la parte B], sus cuotas podrían 
aumentar a [insértese el importe de la cuota corres-
pondiente a esa situación].

(Si ha lugar) El valor del importe que tiene que 
reembolsar en [moneda nacional del prestatario] 
cada [periodicidad de las cuotas] puede variar. (Si 
ha lugar) Sus pagos podrían incrementarse hasta 
[insértese el importe máximo en la moneda nacio-
nal del prestatario] cada [insértese el período]. (Si 
ha lugar) Por ejemplo, si el valor del/de la [moneda 
nacional del prestatario] disminuyera en un 20 % 
con respecto al/a la [moneda del crédito], tendría 
usted que pagar [insértese el importe en la moneda 
nacional del prestatario] adicionales cada [insértese 
período]. Sus pagos podrían incrementarse en una 
cantidad muy superior a esta.

(Si ha lugar) El tipo de cambio utilizado para la 
conversión del reembolso en [moneda del crédito] a 
[moneda nacional del prestatario] será el publicado 
por [nombre del organismo encargado de la publi-
cación del tipo de cambio] el [fecha], o se calculará 
el [fecha] utilizando [insértese el nombre del valor 
de referencia o el método de cálculo].

(Si ha lugar) [Indicaciones sobre productos de 
ahorro vinculados, préstamos con intereses diferi-
dos].

7.  (Si ha lugar) Tabla ilustrativa de reembolso.

La siguiente tabla muestra el importe que ha de 
pagarse cada [periodicidad].

Las cuotas (columna [n.º pertinente]) son igua-
les a la suma de los intereses adeudados (columna 
[n.º pertinente]), si ha lugar, el capital adeudado 
(columna [n.º pertinente]) y, si ha lugar, otros costes 
(columna [n.º pertinente]). (Si ha lugar) Los costes 
de la columna «otros costes» corresponden a [lista 
de costes]. El capital pendiente (columna 
[n.º pertinente]) es igual al importe del préstamo 
que queda por reembolsar después de cada cuota.

[Tabla].

8.  Otras obligaciones.

Si desea beneficiarse de las condiciones de 
préstamo descritas en el presente documento, el 
prestatario debe cumplir las obligaciones que a 
continuación se indican.

[Obligaciones].
(Si ha lugar) Observe que las condiciones de 

préstamo descritas en el presente documento 
(incluido el tipo de interés) pueden variar en caso 
de incumplimiento de las citadas obligaciones.
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(Si ha lugar) Tenga en cuenta las consecuen-
cias que puede tener el poner término más adelante 
a cualquiera de los servicios accesorios conexos al 
préstamo.

[Consecuencias].

9.  Reembolso anticipado.

Este préstamo puede reembolsarse anticipada-
mente, íntegra o parcialmente.

(Si ha lugar) [Condiciones].
(Si ha lugar) Comisión de reembolso anticipado: 

[insértese el importe o, si no es posible, el método 
de cálculo].

(Si ha lugar) Si decide reembolsar el préstamo 
anticipadamente, consúltenos a fin de determinar el 
nivel exacto de la comisión de reembolso antici-
pado en ese momento.

10.  Elementos de flexibilidad.

(Si ha lugar) [Información sobre portabilidad o 
subrogación] Tiene usted la posibilidad de transferir 
este préstamo a otro [prestamista] [o] [bien inmue-
ble]: [Insértense las condiciones].

(Si ha lugar) Este préstamo no puede ser trans-
ferido a otro [prestamista] [o] [bien inmueble].

(Si ha lugar) Otras prestaciones: [insértese una 
explicación de las prestaciones adicionales enume-
radas en la parte B y, de manera facultativa, cuales-
quiera otras prestaciones ofrecidas por el presta-
mista como parte del contrato de crédito que no se 
hayan mencionado en las secciones anteriores].

11.  Otros derechos del prestatario.

(Si ha lugar) Dispone usted de [duración del 
período de reflexión] a partir del [inicio del período 
de reflexión] para reflexionar antes de comprome-
terse a suscribir este préstamo. (Si ha lugar) No 
puede usted aceptar el contrato de crédito hasta 
que haya transcurrido un período de [duración del 
período de reflexión] a partir del momento en que el 
prestamista le entregue el contrato.

(Si ha lugar) Durante un período de [duración 
del período de desistimiento] a partir de [inicio del 
período de disposición del crédito], el prestatario 
puede ejercer su derecho a cancelar el contrato de 
crédito. [Condiciones] [Insértese el procedimiento].

(Si ha lugar) Si durante ese período compra o 
vende usted una propiedad relacionada con el pre-
sente contrato de crédito, podría perder su derecho 
a cancelar el contrato.

(Si ha lugar) Si decide usted ejercitar su dere-
cho de desistimiento [del contrato de crédito], no 
olvide comprobar si quedará o no vinculado por las 
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demás obligaciones que ha contraído en relación 
con el préstamo [incluidos los servicios accesorios 
asociados al préstamo, contemplados en la Sec-
ción 8].

12.  Reclamaciones.

Si tiene una reclamación, diríjase a [insértense 
los datos del punto de contacto interno y la fuente 
de información sobre el procedimiento].

(Si ha lugar) Plazo máximo para la tramitación 
de la reclamación: [período de tiempo].

(Si ha lugar) [Si no resolvemos internamente la 
reclamación a su entera satisfacción,] puede usted 
dirigirse a: [insértese el nombre del organismo 
externo que se ocupe de las reclamaciones y recur-
sos extrajudiciales] (si ha lugar) o ponerse en con-
tacto con la red FIN-NET para obtener las señas del 
organismo equivalente en su país.

13.  Incumplimiento de los compromisos vincu-
lados al préstamo: consecuencias para el prestata-
rio.

[Tipos de incumplimiento].
[Consecuencias financieras y/o jurídicas].
Si tiene dificultades para efectuar sus pagos 

[periodicidad], póngase en contacto con nosotros 
enseguida para estudiar posibles soluciones.

(Si ha lugar) En última instancia, puede ser des-
poseído de su vivienda si no efectúa sus pagos 
puntualmente.

14.  (Si ha lugar) Información adicional.

(Si ha lugar) [Indicación de la legislación aplica-
ble al contrato de crédito].

(Si el prestamista se propone utilizar una len-
gua distinta de la lengua de la FEIN) la información 
y la documentación contractual se facilitarán en 
[lengua]. Con su consentimiento, durante la vigen-
cia del contrato de crédito, nos comunicaremos con 
usted en [lengua o lenguas].

[Insértese una declaración sobre el derecho del 
prestatario a que se le proporcione u ofrezca, según 
el caso, un proyecto del contrato de crédito].

15.  Supervisor.

El supervisor de este prestamista es [denomi-
nación y dirección electrónica de la autoridad o 
autoridades supervisoras].

(Si ha lugar) El supervisor de este intermediario 
de crédito es [denominación y dirección electrónica 
de la autoridad supervisora].
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Parte B

Instrucciones para cumplimentar la FEIN.

Para cumplimentar la FEIN se seguirán como 
mínimo las instrucciones que figuran a continuación:

Sección «Texto introductorio».

1.  La fecha de validez figurará debidamente 
destacada. A los efectos de esta Sección, se 
entiende por «fecha de validez» el plazo hasta el 
cual la información contenida en la FEIN, el tipo de 
interés, por ejemplo, se mantendrá inalterada y 
será de aplicación en caso de que el prestamista 
decida otorgar el crédito dentro de ese plazo. Si la 
determinación del tipo de interés y otros gastos apli-
cables depende del resultado de la venta de bonos 
u obligaciones subyacentes, el tipo de interés y 
otros gastos finales podrían diferir de los indicados. 
Únicamente en dicho supuesto, se indicará que la 
fecha de validez no se aplicará al tipo de interés y 
otros gastos, mediante la mención siguiente: «a 
excepción del tipo de interés y otros gastos».

Sección «1.  Prestamista».

1.  La identidad, el número de teléfono y la 
dirección geográfica del prestamista corresponde-
rán a las señas de contacto que el prestatario 
pueda utilizar para la correspondencia ulterior.

2.  La indicación de la dirección de correo elec-
trónico, el número de fax, la dirección de la página 
web y la persona o punto de contacto es facultativa.

3.  De conformidad con el artículo  3 de la 
Directiva 2002/65/CE, si la operación se ofrece a 
distancia, el prestamista indicará, en su caso, el 
nombre y la dirección geográfica de su represen-
tante en el Estado miembro de residencia del pres-
tatario. La indicación del número de teléfono, la 
dirección de correo electrónico y la dirección de 
página web del representante del proveedor de cré-
dito es facultativa.

4.  Cuando la Sección 2 no sea de aplicación, 
el prestamista informará al prestatario de si se le 
están prestando o no servicios de asesoramiento y 
en qué condiciones, empleando la formulación indi-
cada en la parte A.

(Si ha lugar) Sección «2.  Intermediario de crédito».

Si quien facilita al prestatario la información 
sobre el producto es un intermediario de crédito, 
este deberá incluir los siguientes datos:

1.  La identidad, el número de teléfono y la 
dirección geográfica del intermediario de crédito 
corresponderán a las señas de contacto que el 
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prestatario pueda utilizar para la correspondencia 
ulterior.

2.  La indicación de la dirección de correo elec-
trónico, el número de fax, la dirección de la página 
web y la persona o punto de contacto es facultativa.

3.  El intermediario de crédito informará al 
prestatario de si se le están prestando o no servi-
cios de asesoramiento y en qué condiciones, 
empleando la formulación indicada en la parte A.

4.  Explicación de la forma en que se remu-
nera al intermediario de crédito. Si el intermediario 
percibe una comisión del prestamista, se indicará el 
importe de la comisión y, si es distinto del indicado 
en la Sección 1, el nombre del prestamista.

Sección «3.  Características principales del 
préstamo»

1.  En esta Sección se explicarán claramente 
las principales características del crédito, en parti-
cular el valor y la moneda y los riesgos potenciales 
asociados al tipo de interés, incluidos los menciona-
dos en la Sección 8, y la estructura de amortiza-
ción.

2.  Cuando la moneda del crédito sea distinta 
de la moneda nacional del prestatario, el presta-
mista indicará que el prestatario recibirá regular-
mente advertencias, como mínimo cuando el tipo 
de cambio registre una fluctuación superior al 20 %; 
mencionará asimismo, si ha lugar, el derecho del 
prestatario a convertir la moneda del contrato de 
crédito o la posibilidad de renegociar las condicio-
nes aplicables, y cualesquiera otros mecanismos a 
los que pueda acogerse el prestatario para limitar 
su exposición al riesgo de tipo de cambio. Si los 
contratos de crédito contienen disposiciones desti-
nadas a limitar el riesgo de tipo de cambio a que 
está expuesto el prestatario, el prestamista indicará 
el importe máximo que deba reembolsar el presta-
tario, si ha lugar. Si los contratos de crédito no con-
tienen disposiciones destinadas a limitar el riesgo 
de tipo de cambio a que está expuesto el prestata-
rio, a una fluctuación del tipo de cambio inferior 
al 20 %, el prestamista indicará una ilustración del 
efecto que tendría en el valor del préstamo una dis-
minución del 20 % del valor de la moneda nacional 
del prestatario frente a la moneda del crédito.

3.  La duración del crédito se expresará en 
años o meses, según resulte más pertinente. Si la 
duración del crédito pudiera variar durante la vigen-
cia del contrato, el prestamista explicará cuándo y 
en qué circunstancias ello puede ocurrir. Si el con-
trato de crédito es de duración indefinida, por ejem-
plo en el caso de una tarjeta de crédito con garan-
tía, el prestamista lo indicará claramente.
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4.  Se indicará claramente el tipo de crédito 
ofrecido (por ejemplo, crédito hipotecario, préstamo 
vivienda, tarjeta de crédito con garantía). En la des-
cripción de la clase de crédito se indicará clara-
mente de qué forma se reembolsarán el capital y 
los intereses durante la vigencia del crédito (esto 
es, la estructura de amortización), precisando 
expresamente si el contrato de crédito se refiere al 
reembolso del capital o a un préstamo de solo inte-
reses, o a una combinación de ambas cosas.

5.  Si el crédito es, en todo o en parte, un cré-
dito de solo intereses, se incluirá de modo desta-
cado al final de esta Sección una declaración que lo 
indique con claridad, empleando la formulación indi-
cada en la parte A.

6.  En esta Sección se explicará si el tipo deu-
dor es fijo o variable y, en su caso, los períodos 
durante los cuales será fijo, así como la periodici-
dad de las revisiones posteriores y la existencia de 
límites a la variabilidad del tipo de interés, ya sean 
máximos o mínimos.

Asimismo, se explicará la fórmula utilizada para 
revisar el tipo deudor y sus diversos componentes 
(como el tipo de referencia o el diferencial de tipos 
de interés). El prestamista indicará, por ejemplo 
mediante la dirección de una página web, dónde 
hallar información adicional sobre los índices o los 
tipos utilizados en la fórmula (como el euríbor o el 
tipo de referencia del banco central).

7.  Si se aplican diferentes tipos deudores en 
diferentes circunstancias, la información antes 
mencionada se facilitará respecto de todos los tipos 
aplicables.

8.  El «importe total a reembolsar» corres-
ponde al importe total adeudado por el prestatario. 
Se expresará como la suma del importe del crédito 
y el coste total del crédito para el prestatario. Si el 
tipo deudor no es fijo para toda la duración del con-
trato, se destacará que el importe es indicativo y 
que puede variar, en particular en función de la 
variación del tipo deudor.

9.  Si el crédito va a estar garantizado 
mediante una hipoteca sobre el bien inmueble u 
otra garantía comparable, o mediante un derecho 
relativo a un bien inmueble, el prestamista así lo 
señalará a la atención del prestatario. Si ha lugar, el 
prestamista también indicará el valor del inmueble u 
otra garantía que se ha tomado como hipótesis 
para preparar la ficha de información.

10.  El prestamista indicará, si ha lugar:

a)  el «importe máximo de préstamo disponible 
en relación con el valor del bien inmueble», que 
representará el ratio préstamo-valor; este ratio irá 
acompañado de un ejemplo en valor absoluto del 
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importe máximo que puede tomarse en préstamo 
para un determinado valor de un bien inmueble, o

b)  el «valor mínimo del bien inmueble exigido 
por el prestamista para prestar el importe indicado».

11.  Cuando los créditos tengan varios tramos 
a diferentes tipos (por ejemplo, préstamos que ten-
gan de manera coincidente tipos en parte fijos y en 
parte variables), esta característica se precisará al 
indicar el tipo de crédito, y la información exigida se 
facilitará respecto de cada tramo del crédito.

Sección «4.  Tipo de interés y otros gastos».

1.  La referencia al «tipo de interés» corres-
ponde al tipo o tipos deudores.

2.  El tipo de interés se mencionará en forma 
porcentual. Si el tipo de interés es variable y se 
basa en un tipo de referencia, el prestamista podrá, 
si lo desea, indicar el tipo de interés mediante un 
tipo de referencia y un valor porcentual que repre-
sente el diferencial del prestamista. Estará obligado 
a indicar, en cambio, el valor del tipo de referencia 
vigente el día en que extienda la FEIN.

Si el tipo de interés es variable, la información 
incluirá:

a)  las hipótesis empleadas para el cálculo de 
la TAE;

b)  si procede, los límites aplicables al alza o a 
la baja; y

c)  una advertencia que indique que la varia-
ción del tipo puede afectar al nivel efectivo de la 
TAE. Para llamar la atención del prestatario, la 
advertencia se resaltará utilizando caracteres tipo-
gráficos de mayor tamaño y figurará de manera 
destacada en el cuerpo principal de la FEIN. La 
advertencia irá acompañada de un ejemplo ilustra-
tivo sobre la TAE. Si la variación del tipo deudor 
tiene un límite al alza, se supondrá en el ejemplo 
que el tipo deudor aumenta en la primera ocasión 
en que tal aumento sea posible al nivel máximo pre-
visto en el contrato de crédito. Si no hay límites al 
alza, el ejemplo ilustrará la TAE al tipo deudor más 
elevado de los últimos 20 años como mínimo, o, si 
solo se dispone de los datos subyacentes utilizados 
para el cálculo del tipo deudor para un período infe-
rior a 20 años, del período más largo para el cual 
tales datos estén disponibles, sobre la base del 
máximo valor de cualquier tipo de referencia 
externo empleado para el cálculo del tipo deudor si 
ha lugar o el máximo valor de un tipo de referencia 
especificado por una autoridad competente o por la 
ABE en caso de que el prestamista no utilice un tipo 
de referencia externo. Este requisito no se aplicará 
a los contratos de crédito en los que el tipo deudor 

cv
e:

 B
O

C
G

-1
2-

A
-1

2-
7



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie A  Núm. 12-7	 14 de febrero de 2019	 Pág. 111

sea fijo durante un período inicial pertinente, de 
varios años, y pueda fijarse luego para otro período 
mediante negociación entre el prestamista y el 
prestatario. Para los contratos de crédito en los que 
el tipo deudor sea fijo durante un período inicial per-
tinente, de varios años, y pueda fijarse luego para 
otro período mediante negociación entre el presta-
mista y el prestatario, la información incluirá una 
advertencia que indique que la TAE se calcula 
sobre la base del tipo deudor aplicable durante el 
período inicial. La advertencia irá acompañada de 
otra TAE ilustrativa, calculada de conformidad con 
el artículo 19, apartado 4. Cuando los créditos ten-
gan varios tramos a diferentes tipos (por ejemplo, 
préstamos que tengan de manera coincidente tipos 
en parte fijos y en parte variables), la información 
exigida se facilitará respecto de cada tramo del cré-
dito.

3.  En el apartado «Otros componentes de la 
TAE» se enumerarán todos los demás gastos inte-
grados en la TAE, incluidos los que deben abonarse 
una sola vez, como las comisiones de administra-
ción, y los gastos recurrentes, como las comisiones 
de administración anuales. El prestamista enume-
rará cada uno de los gastos por categoría (gastos 
que deben abonarse una sola vez, gastos que han 
de pagarse regularmente y que están incluidos en 
las cuotas y gastos que han de pagarse regular-
mente pero que no están incluidos en las cuotas), 
indicando su importe, el destinatario y la fecha de 
pago. No será necesario incluir los costes deriva-
dos del incumplimiento de las obligaciones contrac-
tuales. Si el importe se desconoce, el prestamista 
dará una indicación de su cuantía, si es posible, y, 
si no es posible, indicará la forma en que se calcu-
lará, especificando que el importe mencionado es 
meramente indicativo. En caso de que no se inclu-
yan en la TAE ciertos gastos por ser desconocidos 
para el prestamista, deberá destacarse esta cir-
cunstancia.

Cuando el prestatario haya informado al presta-
mista de uno o más componentes de su crédito pre-
ferido, como por ejemplo la duración del contrato de 
crédito y el importe total del crédito, el prestamista 
deberá utilizar dichos componentes cuando sea 
posible. Si el contrato de crédito prevé diferentes 
formas de disposición de fondos con diferentes 
gastos o tipos deudores, y el prestamista utiliza los 
supuestos mencionados en el Anexo I, parte II, 
deberá indicar que, para ese tipo de contrato de 
crédito, la TAE podría ser más elevada con otros 
mecanismos de disposición de fondos. Si para el 
cálculo de la TAE se utilizan las condiciones de dis-
posición de fondos, el prestamista destacará los 
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gastos asociados a otros mecanismos de disposi-
ción de fondos que no correspondan necesaria-
mente a los utilizados para el cálculo de la TAE.

4.  Cuando  se adeude una tasa por el regis-
tro de la hipoteca o una garantía equivalente, se 
informará de ello en esta Sección, indicando el 
importe si se conoce o, si se desconoce, el método 
para determinarlo. Si las tasas se conocen y se 
incluyen en la TAE, la existencia y el importe de las 
tasas se enumerarán en la rúbrica «Costes que 
deben abonarse una sola vez». Si el prestamista 
desconoce el importe de las tasas y no las ha 
incluido por tanto en la TAE, la existencia de tasas 
se mencionará claramente en la lista de costes que 
el prestamista desconoce. En todo caso, se utilizará 
la formulación normalizada recogida en la parte A 
en la rúbrica pertinente.

Sección «5.  Periodicidad y número de pagos».

1.  Si los pagos deben realizarse de forma 
periódica, se indicará la periodicidad (por ejemplo, 
mensualmente). Si la periodicidad de los pagos no 
va a ser constante, ello deberá explicarse clara-
mente al prestatario.

2.  El número de pagos indicado abarcará todo 
el período de vigencia del crédito.

Sección «6.  Importe de cada cuota».

1.  Se indicará claramente la moneda en que 
vaya expresado el crédito y la moneda de las cuo-
tas.

2.  Si el importe de las cuotas puede variar 
durante la vigencia del crédito, el prestamista espe-
cificará el período durante el cual el importe inicial 
de la cuota se mantendrá sin cambios, y cuándo y 
con qué periodicidad variará posteriormente.

3.  Si el crédito es, en todo o en parte, un cré-
dito de solo intereses, se incluirá de modo desta-
cado al final de esta Sección una declaración que lo 
indique con claridad, empleando la formulación indi-
cada en la parte A.

Si el prestatario está obligado a suscribir un 
producto de ahorro vinculado como condición para 
la concesión de un crédito de solo intereses con 
garantía hipotecaria u otra garantía comparable, se 
indicarán el importe y la frecuencia de cualesquiera 
pagos asociados a este producto.

4.  Si el tipo de interés es variable, la informa-
ción incluirá también la indicación correspondiente, 
utilizando la formulación indicada en la parte A, y un 
ejemplo que ilustre el importe máximo de las cuo-
tas. Si hay un límite al alza, el ejemplo mostrará 
también el importe al que ascenderían las cuotas 
de aumentar el tipo de interés hasta el nivel 
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máximo. Si no hay límite al alza, la ilustración de la 
situación correspondiente a la hipótesis más pesi-
mista mostrará el importe de las cuotas al tipo deu-
dor más elevado de los últimos 20 años, sobre la 
base del máximo valor de cualquier tipo de referen-
cia externo que se utilice para el cálculo del tipo 
deudor, si ha lugar, o, si solo se dispone de los 
datos subyacentes utilizados para el cálculo del tipo 
deudor para un período inferior a  20 años, del 
período más largo para el cual tales datos estén 
disponibles, sobre la base del máximo valor de 
cualquier tipo de referencia externo empleado para 
el cálculo del tipo deudor si ha lugar, o el máximo 
valor de un tipo de referencia especificado por una 
autoridad competente o por la ABE en caso de que 
el prestamista no utilice un tipo de referencia 
externo. El requisito de ofrecer un ejemplo ilustra-
tivo no se aplicará a los contratos de crédito en los 
que el tipo deudor sea fijo durante un período inicial 
pertinente, de varios años, y pueda fijarse luego 
para otro período mediante negociación entre el 
prestamista y el prestatario. Cuando los créditos 
tengan varios tramos a diferentes tipos (por ejem-
plo, préstamos que tengan de manera coincidente 
tipos en parte fijos y en parte variables), la informa-
ción exigida se facilitará respecto de cada tramo del 
crédito y del crédito en su conjunto.

5.(Si ha lugar) Si la moneda del crédito no es la 
moneda nacional del prestatario, o si el crédito está 
indexado a una moneda distinta de la moneda 
nacional del prestatario, el prestamista incluirá un 
ejemplo numérico que indique claramente de qué 
modo las variaciones del tipo de cambio correspon-
diente afectarán al importe de las cuotas, 
empleando la formulación indicada en la parte A. 
Dicho ejemplo se basará en la hipótesis de una 
reducción del 20 % del valor de la moneda nacional 
del prestatario, e irá acompañada de una declara-
ción destacada de que las cuotas podrían registrar 
un incremento superior al importe indicado en el 
ejemplo. Si se aplica un límite al alza que limite el 
incremento inferior al 20 %, se indicará en lugar de 
lo anterior el valor máximo de los pagos en la 
moneda del prestatario, y se omitirá la declaración 
relativa a la posibilidad de que se registren incre-
mentos superiores.

6.  Si el crédito es en todo o en parte un cré-
dito a tipo variable y es de aplicación el punto 3, 
para la ilustración contemplada en el punto 5 se 
tomará como hipótesis el importe de la cuota a que 
se refiere el punto 1.

7.  Si la moneda utilizada para el pago de las 
cuotas es distinta de la moneda del crédito, o si el 
importe de cada cuota expresado en la moneda 
nacional del prestatario depende del importe corres-
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pondiente en una moneda diferente, se indicará en 
esta Sección la fecha de cálculo del tipo de cambio 
aplicable y se precisará bien el tipo de cambio, bien 
la base sobre la cual se calculará este y la periodi-
cidad de su revisión. Si ha lugar, dicha indicación 
incluirá el nombre del organismo encargado de 
publicar el tipo de cambio.

8.  Cuando el crédito sea un crédito con intere-
ses diferidos en el que los intereses adeudados no 
se reembolsen en su totalidad mediante las cuotas 
sino que se añadan al importe total del crédito pen-
diente, se incluirá una explicación del modo y el 
momento en que los intereses diferidos se añadirán 
al préstamo en forma de importe en efectivo, y de 
las consecuencias para el prestatario respecto de la 
deuda restante.

Sección «7.  Tabla ilustrativa de reembolso».

1.  Esta Sección se incluirá cuando el crédito 
sea un crédito con intereses diferidos en el que los 
intereses adeudados no se reembolsen en su tota-
lidad mediante las cuotas sino que se añadan al 
importe pendiente del crédito o cuando el tipo deu-
dor sea fijo durante la vigencia del contrato de cré-
dito.

Si el prestatario tiene derecho a recibir una 
tabla de amortizaciones revisada, se indicará esta 
circunstancia junto con las condiciones en las que 
el prestatario puede acogerse a tal derecho.

2.  Si el tipo de interés pudiera variar durante 
la vigencia del crédito, el prestamista indique el 
período durante el cual se mantendrá sin cambios 
el tipo de interés inicial.

3.  La tabla que ha de insertarse en esta Sec-
ción contendrá las siguientes columnas: «calenda-
rio de reembolso» (por ejemplo, primer mes, 
segundo mes, tercer mes), «importe de la cuota», 
«intereses a abonar en cada cuota», «otros costes 
incluidos en la cuota» (si procede), «capital reem-
bolsado en cada cuota» y «capital pendiente des-
pués de cada cuota».

4.  La información sobre el primer año de 
reembolso se facilitará por cuota, con inclusión de 
un subtotal para cada una de las columnas al final 
del primer año. En lo que atañe a los restantes 
años, la información podrá facilitarse para el con-
junto del año. Al final de la tabla figurará una línea 
para el total general, que reflejará los importes tota-
les de cada columna. Se destacará claramente el 
coste del crédito abonado por el prestatario (esto 
es, el importe total de la columna «importe de la 
cuota»), identificándolo como tal.

5.  Si el tipo de interés está sujeto a revisión y 
se desconoce el importe de la cuota tras cada revi-
sión, el prestamista podrá indicar en la tabla de 
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amortización el mismo importe de cuota para toda 
la duración del crédito. En este caso, el prestamista 
lo señalará a la atención del prestatario, diferen-
ciando para ello visualmente los importes conoci-
dos de los hipotéticos (por ejemplo, utilizando 
caracteres tipográficos, bordes o sombreado dife-
rentes). Se incluirá también un texto claramente 
legible que explique en relación con qué períodos 
pueden variar los importes recogidos en la tabla, y 
por qué razón.

Sección «8.  Otras obligaciones».

1.  En esta Sección, el prestamista indicará las 
obligaciones pertinentes, tales como la obligatorie-
dad de asegurar el bien, contratar un seguro de 
vida, domiciliar la nómina o adquirir otro producto o 
servicio. Para cada obligación, el prestamista espe-
cificará frente a quién se asume esta y en qué plazo 
debe satisfacerse.

2.  El prestamista especificará la duración de 
la obligación (por ejemplo, hasta el final del contrato 
de crédito). El prestamista especificará, para cada 
obligación, todos los costes que deba pagar el pres-
tatario y que no estén incluidos en la TAE.

3.  El prestamista deberá indicar si, para obte-
ner el crédito en los términos establecidos, son obli-
gatorios para el prestatario servicios accesorios y, 
en caso afirmativo, si el prestatario está obligado a 
adquirirlos al proveedor preferido del prestamista o 
puede adquirirlos a un proveedor de su elección. Si 
esta posibilidad está supeditada a la condición de 
que los servicios accesorios reúnan unas caracte-
rísticas mínimas, el prestamista describirá esas 
características en esta Sección.

Cuando el contrato de crédito se combine con 
otros productos, el prestamista deberá indicar las 
características principales de esos otros productos 
y establecer claramente si el prestatario tiene dere-
cho a rescindir por separado el contrato de crédito 
o los productos combinados, así como las condicio-
nes y las consecuencias de dicha rescisión, y, si ha 
lugar, las consecuencias que pueda tener la resci-
sión de los servicios accesorios exigidos en rela-
ción con el contrato de crédito.

Sección «9.  Reembolso anticipado». 

1.  El prestamista indicará en qué condiciones 
puede el prestatario reembolsar anticipadamente el 
crédito, total o parcialmente.

2.  En la rúbrica relativa a la comisión de reem-
bolso anticipado, el prestamista señalará a la aten-
ción del prestatario todas las comisiones u otros 
gastos que este deba abonarle como compensa-
ción en el momento del reembolso anticipado y, si 
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es posible, indicará su importe. Cuando el importe 
de la compensación dependa de diversos factores, 
como el importe reembolsado o el tipo de interés 
vigente en el momento de efectuar el pago antici-
pado, el prestamista indicará la forma de cálculo de 
la compensación e indicará cuál podría ser su 
importe máximo o, si este se desconoce, dará un 
ejemplo ilustrativo con el fin de mostrar al prestata-
rio el importe de la compensación según distintas 
hipótesis posibles.

Sección «10.  Elementos de flexibilidad». 

1.  Si ha lugar, el prestamista explicará la posi-
bilidad de transferir el crédito a otro prestamista o 
bien inmueble y las condiciones en que puede ejer-
cerse esta opción.

2.(Si ha lugar) Otras prestaciones: Si el pro-
ducto tiene alguna de las prestaciones enumeradas 
en el punto 5, en esta Sección se enumerarán tales 
prestaciones y se facilitará una breve explicación 
de: las circunstancias en que el prestatario puede 
hacer uso de la prestación; todas las condiciones 
asociadas a la prestación; si la prestación del cré-
dito con garantía hipotecaria u otra garantía compa-
rable implica que el prestatario pierde las proteccio-
nes legales o de otro tipo asociadas habitualmente 
a la prestación; y la empresa responsable de la 
prestación (si no es el prestamista).

3. Si la prestación incluye un crédito adicional, 
en esta Sección se deberá explicar al prestatario: el 
importe total del crédito (incluido el crédito con 
garantía hipotecaria u otra garantía comparable); si 
el crédito adicional está o no garantizado; los tipos 
de interés correspondientes; y si está o no regu-
lado. El prestamista deberá incluir en la evaluación 
inicial de la solvencia el importe de este tipo de cré-
ditos adicionales o bien, si no lo ha hecho, deberá 
precisar en esta Sección que la posibilidad de dis-
poner de este importe adicional está supeditada a 
una nueva evaluación de la capacidad del prestata-
rio para reembolsar el préstamo.

4.  Si la prestación implica un instrumento de 
ahorro, se deberá explicar el tipo de interés corres-
pondiente.

5.  Las prestaciones adicionales posibles son: 
«pagos superiores o inferiores a lo estipulado» 
[pagar más o menos de lo correspondiente a la 
cuota normalmente exigida con arreglo a la estruc-
tura de amortización]; «suspensión del pago de las 
cuotas» [períodos durante los cuales el prestatario 
no está obligado a efectuar pagos]; «renovación del 
préstamo de cantidades ya reembolsadas» [posibi-
lidad de que el prestatario vuelva a tomar prestados 
fondos de los que ya ha dispuesto y que ha reem-
bolsado]; «préstamos adicionales sin necesidad de 
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nueva aprobación»; «préstamos adicionales, garan-
tizados o no garantizados» [de conformidad con el 
anterior punto  3]; «tarjeta de crédito»; «cuenta 
corriente vinculada»; y «cuenta de ahorro vincu-
lada».

6.  El prestamista podrá incluir cualesquiera 
otras prestaciones que ofrezca como parte del con-
trato de crédito no mencionadas en las secciones 
anteriores.

Sección «11.  Otros derechos del prestatario». 

1.  El prestamista aclarará el derecho o dere-
chos existentes, por ejemplo, el derecho de desisti-
miento o reflexión y, si ha lugar, otros derechos 
como la portabilidad (incluida la subrogación), 
especificará las condiciones en las que se podrá 
ejercer ese derecho o derechos, el procedimiento 
que tendrá que seguir el prestatario para ello, entre 
otras cosas la dirección a la que deberá remitir la 
notificación de desistimiento, y los correspondien-
tes gastos (en su caso).

2.  Si el prestatario dispone de un período de 
reflexión o de un derecho de desistimiento, así se 
mencionará expresamente.

3.  De conformidad con el artículo  3 de la 
Directiva 2002/65/CE, si la operación se ofrece a 
distancia, se informará al prestatario de si existe o 
no derecho de desistimiento.

Sección «12.  Reclamaciones».

1.  En esta Sección se indicará el punto de 
contacto interno [nombre del departamento corres-
pondiente] y una forma de dirigirse a él para pre-
sentar una reclamación [dirección geográfica] o 
[número de teléfono] o una persona de contacto 
[datos de contacto]; se incluirá también un enlace al 
procedimiento de contacto en la página correspon-
diente de un sitio web o una fuente de información 
similar.

2.  Se indicará el nombre del organismo 
externo pertinente encargado de las reclamaciones 
y recursos extrajudiciales y, si el acceso a este 
organismo está supeditado a la reclamación previa 
por el procedimiento de reclamación interno, se 
precisará esta circunstancia utilizando la formula-
ción indicada en la parte A.

3.  En el caso de los contratos de crédito con 
prestatarios residentes en otro Estado miembro, el 
prestamista informará de la existencia de la red 
FIN-NET (http://ec.europa.eu/internal_market/fin-
net/).
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Sección «13.  Incumplimiento de los compro-
misos vinculados al préstamo: consecuencias para 
el prestatario». 

1.  Si el incumplimiento de alguna de las obli-
gaciones que incumben al prestatario en relación 
con el crédito puede acarrearle consecuencias 
financieras o jurídicas, el prestamista describirá en 
esta Sección los principales supuestos posibles 
(por ejemplo, pagos atrasados/impago o incumpli-
miento de las obligaciones especificadas en la Sec-
ción  8 «Otras obligaciones»), e indicará dónde 
puede obtenerse más información al respecto.

2.  El prestamista especificará de forma clara y 
fácilmente comprensible las sanciones o las conse-
cuencias a que puede dar lugar cada uno de estos 
supuestos. Se expresarán de forma destacada las 
consecuencias graves.

3.  Si el bien inmueble utilizado como garantía 
del crédito puede ser devuelto o transferido al 
acreedor en caso de que el prestatario no efectúe 
sus pagos puntualmente, se incluirá en esta Sec-
ción la indicación correspondiente, utilizando la for-
mulación indicada en la parte A.

Sección «14.  Información adicional». 

1.  En el caso de las ventas a distancia, se 
incluirá en esta Sección toda cláusula que estipule 
la legislación aplicable al contrato de crédito y/o el 
tribunal competente.

2.  Cuando el prestamista tenga intención de 
ponerse en contacto con el prestatario durante la 
vigencia del contrato en un idioma distinto del 
idioma de la FEIN, deberá hacerse mención de esta 
circunstancia indicando el idioma que se vaya a uti-
lizar. Esta posibilidad se entenderá sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 3, apartado 1, punto 3, 
letra g), de la Directiva 2002/65/CE.

3.  El prestamista o intermediario de crédito 
indicará que el prestatario tiene derecho a que se le 
proporcione u ofrezca, según el caso, un ejemplar 
del proyecto de contrato de crédito como mínimo en 
el momento en que le haya hecho una oferta que 
vincule al prestamista.

Sección «15.  Supervisor».

1.  Se indicará aquí la autoridad o autoridades 
encargadas de la supervisión de la fase precontrac-
tual del préstamo.
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ANEXO II

Cálculo de la Tasa Anual Equivalente (TAE)

I.  Ecuación de base.

Ecuación de base que traduce la equivalencia 
de las disposiciones de crédito, por una parte, y de 
los reembolsos y pagos de gastos, por otra. La 
ecuación de base, que define la tasa anual equiva-
lente (TAE), expresa la equivalencia anual entre, 
por un lado, la suma de los valores actualizados de 
las disposiciones de crédito y, por otro, la suma de 
los valores actualizados de los importes de los 
reembolsos y pagos de gastos, es decir:

1 

∑Ck
m

k=1
(1 + X)−tk =∑Dl

m′

l=1
(1 + X)−sl  

Donde:

—  X es la TAE.
—  m es el número de orden de la última dispo-

sición de crédito.
—  k es el número de orden de una operación 

de disposición de crédito, por lo que 1≤k≤m.
—  Ck es el importe de la disposición de crédito 

número k.
—  tk es el intervalo de tiempo, expresado en 

años y fracciones de año, entre la fecha de la pri-
mera operación de disposición de crédito y la fecha 
de cada una de las disposiciones siguientes, de 
modo que t 1=0.

—  m’ es el número de orden del último reem-
bolso o pago de gastos.

—  l es el número de orden de un reembolso o 
pago de gastos.

—  Dl es el importe de un reembolso o pago de 
gastos.

—  sl es el intervalo de tiempo, expresado en 
años y fracciones de año, entre la fecha de la pri-
mera disposición de crédito y la de cada reembolso 
o pago de gastos.

Observaciones:

a)  las sumas abonadas por cada una de las 
partes en diferentes momentos no son necesaria-
mente iguales ni se abonan necesariamente a inter-
valos iguales;

b)  la fecha inicial es la de la primera disposi-
ción de fondos;

c)  los intervalos entre las fechas utilizadas en 
los cálculos se expresarán en años o fracciones de 
año. Un año tiene 365 días (en el caso de los años 
bisiestos, 366), 52 semanas o 12 meses normaliza-
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dos. Un mes normalizado tiene 30,41666 días (es 
decir, 365/12), con independencia de que el año 
sea bisiesto o no.

Cuando los intervalos entre las fechas utiliza-
das en los cálculos no puedan expresarse como un 
número entero de semanas, meses o años, se 
expresarán como un número entero de uno de tales 
períodos, combinado con un número de días. 
Cuando se utilicen días:

i)  se contarán todos los días, incluidos los 
fines de semana y festivos,

ii)  el intervalo transcurrido desde la fecha de 
la disposición de fondos inicial se computará por 
períodos normalizados, y después por días,

iii)  el número de días se obtendrá excluyendo 
el primer día e incluyendo el último, y se expresará 
en años dividiendo el número obtenido por el 
número de días del año completo (365 o 366), com-
putado desde el último día hasta la misma fecha del 
año anterior,

d)  el resultado del cálculo se expresará con 
una precisión de un decimal como mínimo. Si la 
cifra del decimal siguiente es superior o igual a 5, el 
decimal precedente se redondeará a la cifra supe-
rior.

e)  se puede reformular la ecuación utilizando 
solamente un sumatorio y empleando la noción de 
flujos (Ak), que serán positivos o negativos, es 
decir, respectivamente pagados o percibidos en los 
períodos 1 a n, expresados en años, a saber:

S = �Ak

n

k=1

(1 + X)−tk , 

—  donde S es el saldo de los flujos actualiza-
dos, cuyo valor será nulo si se quiere conservar la 
equivalencia de los flujos.

II)  Supuestos adicionales para calcular la tasa 
anual equivalente

a)  Si el contrato de crédito da al consumidor 
libertad de disposición de los fondos, se conside-
rará que el consumidor ha dispuesto del importe 
total del crédito inmediata y totalmente.

b)  Si el contrato de crédito dispone diferentes 
formas de disposición de fondos con diferentes 
gastos o tipos deudores, se considerará que se dis-
pone del importe total del crédito al tipo deudor y 
con los gastos más elevados aplicados a la catego-
ría de transacción más comúnmente utilizada en 
ese tipo de contrato de crédito.
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c)  Si el contrato de crédito da al consumidor 
libertad de disposición de fondos en general, pero 
impone, entre las diferentes formas de disposición 
de fondos, una limitación respecto del importe del 
crédito y del período de tiempo, se considerará que 
del importe del crédito se ha dispuesto en la fecha 
más temprana prevista en el contrato de crédito y 
con arreglo a dichos límites de disposición de fon-
dos.

d)  Si se ofrecen por un período o importe limi-
tados diferentes tipos de interés y gastos, se consi-
derará que el tipo de interés y los gastos son los 
más elevados durante toda la vigencia del contrato 
de crédito.

e)  Para los contratos de crédito respecto de 
los que se haya convenido un tipo deudor en rela-
ción con el período inicial, al final del cual se deter-
minará un nuevo tipo deudor, que se ajustará perió-
dicamente con arreglo a un indicador o un tipo de 
referencia interno convenidos, para el cálculo de la 
tasa anual equivalente se partirá del supuesto de 
que, al final del periodo del tipo deudor fijado, el tipo 
deudor es el mismo que el vigente en el momento 
de calcularse la tasa anual equivalente, en función 
del valor del indicador o tipo de referencia interno 
convenidos en ese momento, sin ser inferior al tipo 
deudor fijado.

f)  Si todavía no se ha acordado el importe 
máximo aplicable al crédito, se presumirá que es 
de 170.000 euros. En el caso de los contratos de 
crédito, exceptuados los compromisos o garantías 
contingentes, que no tengan por objeto la adquisi-
ción o el mantenimiento de derechos sobre bienes 
inmuebles, las posibilidades de descubierto, las tar-
jetas de débito diferido o las tarjetas de crédito, se 
supondrá que el importe máximo es de 1.500 euros.

g)  En el caso de los contratos de crédito dis-
tintos de las posibilidades de descubierto, los prés-
tamos puente, los contratos de crédito sobre capital 
compartido, los compromisos o garantías contin-
gentes y los contratos de crédito de duración indefi-
nida a que se refieren los supuestos contemplados 
en las letras i), j), k), l) y m):

i)  si no pueden determinarse la fecha o el 
importe de un reembolso de capital que debe efec-
tuar el consumidor, se presumirá que el reembolso 
se hace en la fecha más temprana prevista en el 
contrato de crédito y por el importe más bajo esta-
blecido en el mismo,

ii)  si no puede determinarse el intervalo entre 
la fecha de la disposición inicial de fondos y la fecha 
del primer pago que debe efectuar el consumidor, 
se supondrá que es el intervalo más corto posible.
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h)  Cuando no puedan determinarse la fecha o 
el importe de un pago que debe efectuar el consu-
midor conforme al contrato de crédito o a los 
supuestos establecidos en las letras g), i), j), k), l) y 
m), se presumirá que el pago se hace con arreglo a 
las fechas y condiciones exigidas por el prestamista 
y, cuando estas sean desconocidas, se presumirá 
que:

i)  los gastos de intereses se pagarán junto 
con los reembolsos de capital,

ii)  los gastos distintos de los intereses expre-
sados como una suma única se pagarán en la fecha 
de celebración del contrato de crédito,

iii)  los gastos distintos de los intereses expre-
sados como varios pagos se pagarán a intervalos 
regulares, comenzando en la fecha del primer 
reembolso de capital y, si el importe de tales pagos 
no se conoce, se presumirá que tienen importes 
iguales,

iv)  el pago final liquidará el saldo de capital, 
intereses y otros gastos, en su caso.

i)  En el caso de una posibilidad de descu-
bierto, se considerará que se ha dispuesto del 
importe del crédito en su totalidad y por toda la 
duración del contrato de crédito. Si la duración de la 
posibilidad de descubierto no se conoce, la tasa 
anual equivalente se calculará basándose en el 
supuesto de que la duración del crédito es de tres 
meses.

j)  En el caso de un préstamo puente, se con-
siderará que se ha dispuesto del importe del crédito 
en su totalidad y por toda la duración del contrato 
de crédito. Si la duración del contrato de crédito no 
se conoce, la tasa anual equivalente se calculará 
basándose en el supuesto de que la duración del 
crédito es de 12 meses.

k)  En el caso de un contrato de crédito de 
duración indefinida que no sea en forma de posibi-
lidad de descubierto o de préstamo puente:

i)  si se trata de un contrato de crédito cuya 
finalidad es adquirir o conservar derechos sobre 
bienes inmuebles, se presumirá que el crédito se 
otorga por un período de 20 años a partir de la 
fecha de la primera disposición de fondos, y que el 
pago final efectuado por el consumidor liquida el 
saldo de capital, intereses y otros gastos, en su 
caso; si se trata de un contrato de crédito cuya fina-
lidad no es adquirir o conservar derechos sobre bie-
nes inmuebles o en el que se dispone de los fondos 
mediante tarjeta de débito diferido o tarjeta de cré-
dito, se presumirá que este período es de un año,

ii.  se presumirá que el consumidor devuelve el 
crédito en plazos mensuales iguales, el primero de 
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los cuales se efectúa un mes después de la fecha 
de la primera disposición de fondos; no obstante, 
en caso de que el capital tenga que ser reembol-
sado en su totalidad en un pago único, dentro de 
cada período de pago, se presumirá que se produ-
cen disposiciones y reembolsos sucesivos de todo 
el capital por parte del consumidor a lo largo del 
período de un año; los intereses y otros gastos se 
aplicarán de conformidad con estas disposiciones 
de fondos y reembolsos de capital y conforme a lo 
establecido en el contrato de crédito.

A los efectos del presente punto, se considerará 
contrato de crédito de duración indefinida un con-
trato de crédito que no tiene duración fija e incluye 
créditos que deben reembolsarse en su totalidad 
dentro o después de un período, pero que, una vez 
devueltos, vuelven a estar disponibles para una 
nueva disposición de fondos.

l)  En el caso de los compromisos o garantías 
contingentes, se considerará que se ha dispuesto 
del importe del crédito en su totalidad en una sola 
vez en la más temprana de las dos fechas siguien-
tes:

i)  la última fecha de disposición de fondos 
autorizada por el contrato de crédito que pueda dar 
lugar a la materialización del compromiso o garan-
tía contingente, o

ii)  si se trata de un contrato de crédito renova-
ble, el final del primer período anterior a la renova-
ción del contrato.

m)  En el caso de los contratos de crédito 
sobre capital compartido:

i)  se considerará que el consumidor efectúa 
los pagos en la última fecha o las últimas fechas 
autorizadas por el contrato de crédito,

ii)  se considerará que los incrementos porcen-
tuales del valor del bien inmueble que constituye la 
garantía del contrato de crédito sobre capital com-
partido, así como la tasa de cualquier índice de 
inflación mencionado en el contrato, son un porcen-
taje igual al mayor de los dos valores siguientes: la 
tasa de inflación objetivo del Banco Central en ese 
momento, o el nivel de inflación existente en el 
momento de la celebración del contrato en el 
Estado miembro en el que está situado el bien; o 
bien el 0 % si los dos porcentajes anteriores son 
negativos.
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